
CAPÍTULO  TERCERO:  LAS POTESTADES  NORMATIVAS  DE
LAS  COMUNIDADES  AUTÓNOMAS  SOBRE  LOS IMPUESTOS

CEDIDOS.





1.  INTRODUCCIÓN.

Una  vez  vista  la  función  de  los  impuestos  cedidos  en  el  sistema  de

financiación  autonómica, y  analizado  su  concepto  como  uno  de  los  recursos

integrantes  de las Haciendas autonómicas, hemos podido verificar que la atribución

de  potestades  normativas  en  estos  impuestos  a  las  Comunidades Autónomas

constituye  un mecanismo que pretende otorgarles mayor espacio fiscal, poniendo a

su  disposición determinadas materias tributarias cuyo acceso hasta entonces, debido,

entre  otros  factores,  a  los  límites  establecidos en  la  LOFCA  y  a  la  casi  total

ocupación  de dicho espacio tributario por el Estado, le habían estado vedadas. Este

mecanismo tiene además como especial característica diferenciadora con respecto de

los  recargos y los impuestos propios, que con él  se pretende la consecución de una

mayor  autonomía financiera de las Comunidades Autónomas de manera coordinada,

lo  que responde al significado de la corresponsabilidad fiscal. Según se examinó en

el  segundo capítulo de este trabajo, la articulación técnica de la cesión de impuestos

obedece  también  a  la  citada  finalidad  de  mantener  una  cierta  igualdad  y

coordinación  en  la  regulación  de  estos  tributos,  a  la  vez  que  permitir  a  las

Comunidades Autónomas el ejercicio de determinadas competencias.

El  objeto  de  este  capítulo  es  el  examen  de  la  concreta  atribución  de

potestades  normativas a las  Comunidades Autónomas sobre los impuestos cedidos,

para  poder verificar los efectos que tiene la cesión sobre los distintos elementos de

estos  tributos  y,  en  su  caso,  determinar  si  y  cómo  se  altera  su  estructura  en

consecuencia.  Para  ello,  se  ha  llevado a  cabo un  estudio  del  marco  normativo

establecido  por  el  Estado  y  de  la  legislación  aprobada  por  cada  Comunidad

Autónoma en ejercicio de las potestades atribuidas. A lo largo de este estudio se han

detectado  una  serie  de  problemas que  ponen  de  manifiesto la  existencia de  un

notable  déficit en  la coordinación normativa entre ambos entes territoriales. Dicha

situación no resulta extrafia, habida cuenta de que, según se pudo  comprobar en el
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capítulo  segundo  de  este  estudio,  ninguno  de  los  mecanismos  previstos  para

propiciar dicha coordinación ha funcionado de la manera que hubiera sido deseable.

En  este capítulo se expondrán dichos problemas, que ponen de manifiesto la

existencia de importantes disfunciones en la articulación jurídica de las legislaciones

estatal  y autónomicas. Interesa resaltar, en este sentido, que el análisis que se lleva a

cabo  se ha centrado, exclusivamente, en el estudio de los principales problemas que

hasta  este  momento  han  planteado tanto  el  marco normativo  establecido por  el

Estado,  como  el  posterior  ejercicio  de  sus  potestades  normativas  por  las

Comunidades  Autónomas. De  esta manera se presta atención, no  a  los problemas

que  la  normal aplicación del impuesto implica, sino únicamente a los  que derivan

directamente  de su cesión a las  Comunidades Autónomas  Una vez  efectuado esl;e

análisis  estamos en  condiciones de  verificar si,  y  en  su  caso,  en  qué medida,  la

atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades Autónomas  sobre  los

impuestos cedidos ha  funcionado como un mecanismo adecuado para el incremento

de  la corresponsabilidad fiscal.

Este  capítulo está estructurado en tres partes. En la primera, exarniñaremos

someramente  el marco jurídico  establecido en la  LOFCA para todos los  impuestos

cedidos. A continuación, en un segundo apartado, se estudiará el concreto alcance de

cada  impuesto cedido. Por  último, se expondrá la normativa autonómica aprobada

hasta  el momento en  esta materia, extrayendo los  problemas que dicha normativa

suscita  y que,  en  su mayoría, derivan de una  alarmante ausencia de  coordinación

entre  los legislativos estatal y autonómicos.

304



II.  EL MARCO JURÍDICO ESTABLECIDO EN LA LOFCA PARA TODOS

LOS  IMPUESTOS CEDIDOS.

Es  evidente  que,  en  el  ejercicio de  sus potestades  normativas  sobre  los

impuestos cedidos, las Comunidades Autónomas deben respetar el marco aplicable a

todo  el  poder tributario autonómico, contenido en la  Constitución y en  las normas

integrantes del bloque de la constitucionalidad. Pues bien, además de dichos límites

generales,  la LOFCA y la LSF establecen una serie de reglas específicas para cada

impuesto cedido, que recibirán un tratamiento diferenciado en este capítulo. Por otro

lado,  la LOFCA contiene a su vez una serie de disposiciones, de común aplicación a

todos  los impuestos cedidos, a  las que es necesario prestar atención aquí antes de

examinar  la normativa autonómica sobre estos impuestos. Se trata de las contenidas

en  su artículo 19.2, que establece que, en el ejercicio de  las potestades normativas

sobre  los impuestos cedidos, las Comunidades Autónomas “observarán  el principio

de  solidaridad  entre  todos los españoles,  conforme  a lo establecido  al respecto  en la

Constitución;  no  adoptarán  medidas  que  discriminen  por  razón  del  lugar  de

ubicación  de  los bienes,  de procedencia  de las rentas, de realización  del gasto,  de la

prestación  de  los  servicios  o  de  celebración  de  los  negocios,  actos  o  hechos;  y

mantendrán  una  presión  fiscal  efectiva  global  equivalente  a  la  del  resto  del

territorio  nacional “.  Examinaremos a continuación estas reglas por separado.

1.  El principio de solidaridad.

El  primer principio que enuncia la LOFCA es el de solidaridad, para lo que se

remite  a su significado constitucional que, en esta materia, se encuentra enunciado

en  el  artículo  156  como  corolario  de  la  autonomía  financiera.  El  Tribunal

Constitucional se ha pronunciado acerca del significado del principio de sdlidaridad

en  numerosas ocasiones, habiendo señalado que su cumplimiento supone para  las

Comunidades  la  interdicción  de  “adoptar  decisiones  o  realizar  actos  que

peijudiquen  o perturben  el  interés  general”, pues implica la obligación de tener en
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cuenta  “la comunidad  de intereses  que  las vinculan  entre  sí” (STC 64/1990, de 5 de

abril,  FJ.  7°). Y ello, porque  resulta  evidente  que  “la autonomía  no se garantiza  por

la  constitución.  para  incidir  de forma  negativa  sobre  los  intereses  generales  de  la

Nación  o  sobre  intereses  generales  distintos  de  los  de  la  propia  entidad”  (SSTC

4/1981,  FJ.. 10°; 25/1981,  FJ.  3°, 64/1990, FJ. 7°). De  esta manera,  el principio de

solidaridad  n  es  más  que  la  “concreción  del  más  amplio  deberdefidelidadala

Constitución578”  (STC  11/1986,  FJ.  5°),  o del  principio  de  “lealtad  constitucional”,

que  el Tribunal  ha  aplicado  a numerosos  supuestos579. En esta jurisprudencia  se pone

de  manifiesto  la conexión  con el  citado principio  de “lealtad federal”  (Bundestreue),

procedente  del  constitucionalismo  alemán,  y  que  ha  sido  ampliamente  desarrollado

por  el Tribunal  Constitucional  alemán.  Este  principio  parte de  la  idea, perfectamente

extrapolable,  a  estos  efectos,  al  modelo  autonómico,  de  que  “la  estructura  federal

implica  la  complementariedad  de  dos  niveles  que  se  mantienen  y  se  apoyan

mutuamente”580,  y  consiste  en  la  obligación  para  el Bund  y  los  L&nder de  tomar  en

consideración  en  sus relaciones  los  intereses  comunes  o  generales,  garantizando  así

la  unidad  y  armonía  en  el  funcionamiento  del  sistema581,  lo  que  tiene  como

consecuencia  jurídica  principal  una  limitación  de  la  discrecionalidad  en  el  ejercicio

de  sus  competencias  por  ambas  partes.  De esta  manera,  y corno  uno de sus  aspectos

578  El  subrayado  es nuestro.

 Por  ejemplo,  en  relación  con  los  convenios  de  colaboración  señalaba  que  son  “Técnicas
consustanciales  a nuestro  modelo  de Estado  autonómico  que  deberían  ser  acordadas  en éste y  otros
sectores  entre  los  órganos  centrales  del  Estado  y  las  Comunidades  Autónomas,  buscando  entre
todos,  dentro  del  respectivo  e  indisponible  marco  competencial,  métodos  flexibles  y  adecuados  de
convergencia  que  disminuyan  la  conflictividad  entre  aquellos  poderes,  todosloscualesdeben
guiarsesiempreporunacomúnlealtadconstitucional”  (STC  13/1992,  FJ.  7°,  el  subrayado  es
nuestro);  véase  también  al respecto  el FJ.  13° de la STC 235/1999,  de  16 de  diciembre.

580  SCHWARZ-LIEBEPJvIANN  VON  WAHLENDORF,  H.  A.:  “Une  notion capitalé du  Droit

Constitutionnel  Aliemand: la  bundestreue  (fidélité  fédérale)”.  Revue  du  Droit  Public.  1979,  pág.
770.

 HESSE, K.: Grundzüge  des  Verfassungsrechts...Op.  Cit.  Pág. 117; JIMÉNEZ BLANCO, A.: Las

relaciones  de  funcionamiento  entre  el  poder  central  y  los  entes  territoriales.  Supervisión,
solidaridad,  coordinación.  Madrid:  Instituto  de  Estudios  de Administración  Local,  1985, págs.  105 a
108;  ALBERTI  ROVIRA,  E.: Federalismo  y  cooperación...Op.  Cit. Págs.  248 a 250.
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positivos,  la Bundestreue exige la búsqueda permanente del acuerdo para propiciar

la  coordinación entre los distintos entes (Abstirnmung und Koordination)582.

Especial  proyección encuentra este principio en aquellos supuestos de abuso

de  competencia, ya que precisamente implica, “no sólo una correcta ejecución de los

deberes  constitucionales  expresamente  estipulados,  sino  la  búsqueda  y  el

establecimiento de relaciones de confianza entre los distintos ente, inspirados por las

necesidades que surgen de la exigencia de buen funcionamiento de los mecanismos

federales”583.

Aplicado  al concreto ejercicio de potestades normativas por las Comunidades

Autónomas  sobre  los  impuestos cedidos, el  principio de  solidaridad implicará la

obligación,  por un  lado, de  no perjudicar los intereses de otras Comunidades, por

ejemplo  estableciendo una  tributación excesivamente baja,  al  objeto de  competir

fiscalmente  con éstas. Por  otro lado, exige también a las  Comunidades, no sólo el

respeto  formal del marco jurídico previsto en las  normas estatales, sino además el

respeto  a la configuración estatal de los propios impuestos cedidos, de manera que

por  ejemplo, no  podrán  establecer medidas  que  supongan una  alteración de  la

naturaleza  del impuesto, pues  aunque no se  trate de una  obligación expresamente

enunciada  en  el  marco  jurídico  establecido,  es  evidente  que  tales  medidas

supondrían una falta de consideración a los propios intereses estatales, en la medida

en  que se altera, para un determinado territorio, un impuesto perteneciente al sistema

tributario estatal.

582  HESSE, K.: Grundzüge  des  Verfassungsrechts...Op.  Cit. Págs. 116 y 117.

583  HESSE, K.: Grundzüge  des  Verfassungsrechts...Op.  Cit. Pág. 117; SCHWARZ-LIEBERMANN

VON  WAHLENDORF, H. A.:  “Une notion capitale du  Droit. . .Op. Cit. Pág. 771, y págs. 782 y
siguientes; ALBERTI ROVIRA, E.: Federalismo  y  cooperación...Op.  Cit. Pág. 249. Este principio
es  también conocido en otros ordenamientos, como el italiano, (principio de leale  collaborazione)
véase  al respecto: PUZZO, F.: Ilfederalismofiscale...Op.  Cit. Págs. 70 y 71.
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2.  La interdicción de adoptar medidas discriminatorias.

Mayores  problemas interpretativos suscita el resto  de límites previstos en el

artículo  19.2 de la  LOFCA. La interdicción de establecer medidas discriminatorias,

interpretada  en  sentido  estricto,  implicaría  la  anulación  de  las  potestades

autonómicas  sobre  los  impuestos  cedidos,  pues  es  evidente  que  toda  medida

tributaria  adoptada por una Comunidad Autónoma supondrá una discriminación o, si

se  prefiere, una diferenciación por razón  del lugar de  ubicación de los  bienes, de

realización  del gasto, etc. Diferencias que, según conocida y reiterada doctrina del

Tribunal  Constitucional584, se encuentran ínsitas en el propio reconocimiento de la

autonomía  tributaria585. Es  preciso,  por  tanto,  encontrar  otra  intepretación  al

precepto  de la LOFCA, que a la vista de los términos en que se encuentra redactado,

no  parece  que  pretenda  efectuar  una  mera  transcripción  del  principio  de  no

discriminación, ya establecido en la Constitución.

En  nuestra opinión, la interpretación más razonable es entender que lo que la

Ley  pretende evitar es que las Comunidades Autónomas introduzcan correcciones a

los  puntos de  conexión establecidos por  el  Estado, delimitando el  aspecto espacial

del  hecho imponible de manera diversa a lo previsto por éste para unos tributos cuya

titularidad  sige ostentando. Se pretende así evitar un tratamiento fiscal diferente que

atienda,  exclusivamente al  lugar de  ubicación de los bienes, de procedencia de las

rentas,  de realización del gasto, etc., pues dichas diferenciaciones ya se llevan a cabo

mediante  los  puntos de  conexión regulados por  el  Estado586. En  este  sentido, el

citado  precepto no sería más que un desarrollo del artículo 157.2  de la Constitución

584  Por  todas,  véase:  SSTC  150/1990  (FJ 7°) y 233/1999,  (FJ.26°), ambas  ya citadas.

 RAMOS  PRIETO,  J.: La cesión  de  impuestos... Op. Cit.  Págs.  558 y 559.

586  En  el mismo sentido  se pronuncia  J.  RAMOS  PRIETO,  en: La cesión  de  impuestos...Op.  Cit. Pág.

566,  si bien para  este autor  no  resultan  criticables  determinadas medidas tributarias adoptadas por las
Comunidades  Autónomas  en  el  ISyD  que,  en  nuestra  opinión,  pueden  suscitar  problemas  desde  la
perspectiva  de este precepto,  según  veremos.
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aplicado  a los impuestos cedidos, constituyendo así una regla paralela a la contenida

en  el artículo 9 de la LOFCA en relación con los impuestos propios587.

3.  La obligación de mantener una presión fiscal  efectiva  global  equivalente  a  la

del  resto del territorio nacional.

La  obligación de mantener una presión  fiscal  efectiva  global  equivalente  se

encuentra  claramente  inspirada  en  las  normas  reguladoras  del  Convenio  y  el

Concierto  económicos, si  bien  en  este  caso  únicamente afecta  a  los  impuestos

cedidos  por el  Estado588. Al igual que sucede en los  dos supuestos anteriores, una

interpretación  excesivamente apegada  al  texto  de  la  norma  sería  difícilmente

cohonestable  con  el  principio  de  corresponsabilidad fiscal  que,  en  tanto  que

desarrollo  del de autonomía financiera, implica precisamente la posibilidad de que

existan  distintas presiones fiscales en el territorio español589. Si a esto le añadimos

que  pueden  ser  aquí  en  buena  medida  extrapolables los  importantes  problemas

interpretativos que la aplicación de la citada cláusula ha suscitado en su aplicación a

los  sistemas  forales590, no  es  dificil  concluir  que  esta  regla  resultará,

previsiblemente, de difícil aplicación en la práctica. Al respecto se ha dicho que su

única  virtualidad puede ser  la de  servir de  corolario del  sistema de  atribución de

potestades  normativas  sobre  los  impuestos cedidos,  al  objeto  de  conceder  una

herramienta  adicional para  que  el  Tribunal  Constitucional puedan  corregir  una

eventual  situación  de  competencia fiscal  o  de  incremento notable  de  la  carga

587  LÓPEZ LÓPEZ, H.: “El principio  de territorialidad  como  límite  al ejercicio  de  las competencias

normativas  por  las  Comunidades  Autónomas  en materia  del Impuesto  sobre  el Patrimonio”.  Anuario
de  la Facultad de Ciencias Jurídicas de la  Universidad de Antofagasta (Chile),  núm.  7/2001,  pág.
210;  POZUELO  ANTONI,  F.:  “Balance  y  perspectivas  de  la  capacidad  normativa  en  los tributos
cedidos”.  RHPA, Alcabala, núm. 28.  2/200 1, págs.  62 y siguientes.

588  RAMOS  PRIETO,  J.: La cesión de impuestos...Op. Cit. Págs.  567 y siguientes.

589  En este sentido:  AGULLÓ  AGÜERO,  A.:  “La capacidad  normativa..  .Op.  Cit.  Pág.  36.

590  Véase  una  somera  exposición  de  dichos  problemas  en:  RAMOS  PRIETO,  J.:  La  cesión de

impuestos... Op.  Cit. Págs.  567 y siguientes.
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tributaria  en alguno de los impuestos cedidos591. Ahora bien, es preciso destacar que

ésta  es realidad una característica común a tódos los límites del artículo 19.2 de la

LOFCA,  ninguno de los  cuales tiene un contenido absolutamente preciso, como ha

sefialado  la  doctrina, lo  cual  seguramente pueda  comprometer su utitilidad  como

herramienta para controlar el ejercicio de potestades normativas sobre los impuestos

cedidos592.

III.  EL  MARCO  JURÍDICO  ESPECÍFICO  PARA  CADA  IMPUESTO

CEDIDO.

Según  examinamos en  el primer capítulo, se pretende con la  atribución de

potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  el  incremento  de  su

autonomía  financiera de  una  manera  coordinada, lo  que  se  corresponde con  el

significado lato de corresponsabilidad fiscal. Ello explica la previsión de un ajustado

marco  normativo para  cada impuesto cedido, cuyo objetivo radica en  armonizar ex

ante  la normativa autonómica en estos impuestos.

Objeto  de este apartado es analizar tanto los problemas que pueda plantear la

cesión  de  las  distintas  figuras  tributarias  como  el  concreto  marco  jurídico

correspondiente  a cada una de ellas. Mediante este análisis pretendemos dilucidar,

entre  otros  aspectos,  qué disponibilidad  real  tienen las  Comunidades Autónomas

sobre  cada  uno  de  estos  impuestos  y  qué  incidencia  tiene  dicha  atribución de

potestades  sobre la propia  estructura del impuesto. Este análisis se complementará

con  el  efectuado posteriormente, en  el  apartado  IV,  donde  daremos  cuenta  del

591  En este sentido: RAMOS PRIETO, J.: La cesión  de impuestos... Op. Cit. Págs. 584 a 588.

592  En este sentido, véase: ZORNOZA PÉREZ, J. J.: “Corresponsabilidad fiscal..flp.  Cit. Pág. 4016;

VARONA  ALABERN,  J.  E.:  “Principales novedades  de  la  reciente  Ley. ..Op.  Cit. Págs.  5  y
siguientes;  ALONSO GONZALEZ, L.  M.:  “Los tributos  cedidos y  la  reforma  del  sistema de
financiación  autonómica (II)”. QF, núm. 22/1998, págs.  12 y siguientes; GARCIA MORILLO, J.;
PEREZ  TREMPS, P.; ZORNOZA PEREZ, J. J.:  Constitución  y financiación  autonómica...Op.  Cit.
Pág.  77;  AGULLO AGUERO,  A.:  “La  capacidad normativa.. .Op.  Cit.  Págs.  35  y  siguientes;
QUINTANA FERRER, E.: Los  recursos  participativos.  . . Op.  Cit. Págs. 426 y siguientes; RAMOS
PRIETO,  J.: La  cesión  de impuestos...Op.  Cit. Pág. 552.
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concreto  ejercicio de potestades normativas llevado a cabo por cada Comunidad, y

de  los problemas que a nuestro juicio puede plantear la forma en que se ha llevado a

cabo  dicho ejercicio.

1.  El alcance  de la atribución  de potestades  normativas en el IRPF.

Según  se  examinó  en  el  segundo  capítulo,  la  atribución  de  potestades

normativas  a  las  Comunidades Autónomas sobre  este impuesto ha  distado de  ser

pacífica  en  la  doctrina,  si  bien  al  mismo  tiempo  ha  sido  tradicionalmente

considerado  uno  de  los  impuestos más  adecuados para  la  descentralización de

algunos  de  sus aspectos, habida cuenta, entre otros aspectos, de  su alto potencial

recaudatorio  y la  facilidad de que su cesión sea percibida por  los ciudadanos. Pues

bien,  de acuerdo con el artículo 38 de la LSF, las Comunidades Autónomas ostentan

potestades  normativas para regular la  escala del IRPF aplicable a la base liquidable

general, para establecer determinadas deducciones propias en la cuota y para regular,

dentro  de los márgenes establecidos en la LIRPF, la deducción estatal por inversión

en  vivienda  habitual. Al  igual  que  ha  sucedido en  el  caso  de  otros  impuestos

cedidos,  dicha atribución de  potestades se ha  visto  sustancialmente incrementada

con  la  aprobación de  la  LSF, de  manera que ahora las  Comunidades Autónomas

disponen de mayor libertad para operar sobre este impuesto.

En  efecto, bajo  la  LCTMFC, las Comunidades podían regular la tarifa  con

dos  límites; ésta debía ser progresiva, y la cuota resultante de su aplicación no podría

ser  superior o inferior, en un 20 por  100, de la obtenida mediante la aplicación de la

tarifa  establecida por  el  Estado  con  carácter  complementario. Según  apuntó  J.

ZORNOZA  PÉREZ  en  su  momento,  este  límite  resultaba  en  la  práctica

perfectamente  inútil, pues  es evidente que las Comunidades podrían en  todo caso

causar el mismo efecto mediante el establecimiento de un recargo, cosa que la ley no

impedía593. En la LSF desaparece este límite pero se exige que la escala autonómica

 ZORNOZA PÉREZ, J.  J.: “Corresponsabilidad fiscal.. .Op. Cit. Pág.  4006.  Dan  la  razón  a  esta
objeción  los autores  del Iiforme  para  la reforma  del sistema  de financiación  autonómica,  afirmando
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tenga  una  estructura  progresiva  e  idéntico  número  de  tramos  que  la  del  Estado.  En

relación  con este requisito  es preciso  señalar,  en primer  lugar  que,  como es sabido, la

tarifa  no  es el  único  elemento  que  introduce  progresividad  en  el  impuesto,  pues  es

evidente  que,  mediante  el  ejercicio  de  sus  potestades  normativas  en  materia  de

deducciones,  las  Comunidades  Autónomas  podrían  incrementar  la  progresividad  del

impuesto  en sús  territorios.  Es significativo,  en este  sentido,  el  caso  de Canadá.  Una

de  las  razones  tradicionalmente  esgrimidas  para  quç  el  Estado  ostente  un  mayor

control  que  las  Provincias  sobre  la  imposición  personal  sobre  la  renta  es,  como  ya

hemos  examinado,  la  especial  función  que  este  impuesto  cumple  en la progresividad

del  sistema,  y  que  dicha  progresividad,  según  tesis  tradicionales  también  citadas

debe  ser  cumplida  por  el  Estado  central.  Pues  bien,  mediante  el  establecimiento  de

recargos  y  de  distintas  clases  de  deducciones  en  la  cuota  del  impuesto,  la

progresividad  de la  parte provincial  del  impuesto  es sustancialmente  superior  a la  de

la  parte  estatal594.

En  segundo  lugar,  resulta  igualmente  obligado  señalar  que  las  citadas

exigencias  pueden  ser  obviadas,  también  en  este  caso,  mediante  el  establecimiento

de  recargos  sobre  la  base  o  sobre  la  cuota  del  impuesto.  En  el  primer  caso,  los

recargos  podrían  suponer  una  medida  equivalente  al  establecimiento  de  un  nuevo

tramo,  y es evidente  que  en  ambos  casos  se podría  producir  una  modificación  de la

progresividad  del tributo.

que,  precisamente por la competencia autonómica de establecer recargos, la citada horquilla del 20
por  100 “no parece útil ni necesaria en su papel de tope máximo”. Se afirma además la conveniencia
de  “replantearse su función de garantía de un umbral mínimo de tributación, dadas las competencias
autonómicas  en  materia  de  deducciones  en  la  cuota”;  COMISION  PARA  EL  ESTUDIO Y
PROPUESTA  DE  UN  NUEVO  SISTEMA DE  FINANCIACIÓN DE  LAS  COMUNIDADES
AUTÓNOMAS APLICABLE A PARTIR DE 2002: Informe  sobre  la reforma... Op. Cit. Pág. 32.
Por  el  contrario, han  realizado  una  valoración positiva  de  este  límite,  entre  otros:  ALONSO
GONZALEZ, L. M.: “Los tributos cedidos...Op. Cit. Pág. 18; VILLARIN LAGOS, M.: La  cesión de
iinpuestos...Op.  Cit. Pág. 219; RAMOS PRIETO, J.: La  cesión de  impuestos  estatales...Op.  Cit. Pág.
489.

 Según constatan R.  HOWARD, G. RUGGERI y  D.  VAN WART; en: “The Progressivity of
Provincial Personal Income Taxes in Canada”. CTJ, Vol. 39, no.  2, 1999, págs. 298 y siguientes.
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De  manera  similar  a  lo  que  preveía  la  LCTMFC,  la  LSF  precisa  que  las

Comunidades  Autónomas  no  podrán  regular  el  tipo  de  gravamen  autonómico

aplicable  a la base  liquidable  especial.  Sin embargo,  en la  propia  Ley  reguladora  del

impuesto  aparece  diferenciado  el  tipo  de  gravamen  estatal  y  el  autonómico.  Esta

previsión,  que  puede  inducir  fácilmente  a  confusión,  debe  ser  criticada  desde  la

perspectiva  de la  transparencia  que,  como hemos  visto,  es una de  las finalidades  que

se  persigue  con la corresponsabilidad  fiscal.

Por  último,  las Comunidades  Autónomas  ostentan  potestades  normativas  para

establecer  deducciones  propias  sobre la  cuota del IRPF y, a partir  de la LSF,  también

para  incrementar  o  disminuir  los  porcentajes  de  la  deducción  por  inversión  en

vivienda  habitual  establecida  en  la  LIRPF.  Las  condiciones  para  establecer

deducciones  propias  no  han  experimentado  ninguna  modificación  desde  la

LCTMFC.  De  acuerdo  con  el  artículo  38.1.b)  de  la  LSF,  las  Comunidades

Autónomas  podrán  establecer  deducciones  siempre  que  éstas  tomen  en  cuenta

circunstancias  personales  y  familiares,  inversiones  no  empresariales  o  aplicaciones

de  renta.  En  relación  con  estas  deducciones,  la potestad  normativa  incluye  también

la  determinación  de  la  justificación  exigible  para  su  práctica,  de  los  límites

aplicables,  su  sometimiento  o  no  al  requisito  de  comprobación  de  la  situación

patrimonial  y la determinación  de las reglas  especiales  a tener  en cuenta  en los casos

de  tributación  conjunta,  periodo  impositivo  inferior  al  año  natural  y determinación

de  la situación  familiar.

No  se  permite  así  a  las  Comunidades  establecer  deducciones  por  la

realización  de  actividades  económicas,  lo  cual encuentra  un  claro  fundamento  en  la

necesidad  de  mantener  una  unidad  del  mercado  interior,  lo  que  a  su  vez  queda

reflejado  también  en el hecho  de que el Impuesto  sobre  Sociedades,  cuyas reglas  son

de  aplicación,  con  determinados  matices,  a  la  determinación  de  la  base  procedente

de  actividades  económicas  en el IRPF,  sea un impuesto  regulado  en exclusiva  por el

Estado.  Ahora  bien,  resulta  entonces  especialmente  llamativo  que  sí puedan  regular

las  reducciones  estatales  o  establecer  reducciones  propias  sobre  las  adquisiciones
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lucrativas  de  actividades  económicas  en  el  ISyD,  o  que  no  haya  ninguna  previsión

que  impida  establecer  deducciones  por  el  mismo  motivo  en  el  IP.  Esto  determina

que,  como veremos  con  mayor  detenimiento  en  epígrafes  sucesivos,  sea compatible

que  la  misma  actividad  económica  reciba  idéntico  tratamiento  en  todo  el  territorio

autonómico  común,  y  su  posterior  transmisión,  inter  vivos  o  inortis  causa,  pueda

diferir  sustancialmente  en función  de la  Comunidad  Autónoma  donde  se verifique  la

tributación  por  el impuesto  colTespondiente.

Pero  el  que  sin  duda  nos  parece  el  aspecto  más  destacable  de  esta  atribución

de  potestades  normativas  en  materia  de  deducciones,  es  su  clara  incidencia  en  la

estructura  del  impuesto,  que resulta  en consecuencia  distorsionada.  Como  es sabido,

en  el  momento  en  que  se  atribuyeron  por  primera  vez  potestades  normativas  sobre

los  impuestos  cedidos  a  las  Comunidades  Autónomas,  la  LIRPF  contemplaba

determinadas  deducciones  en  la  cuota  como  principal  elemento  de  adecuación  del

impuesto  a las  circunstancias  personales  de  los sujetos  pasivos.  Como  consecuencia

de  la  reforma  operada  sobre  el  impuesto  en  1998,  dichas  deducciones  fueron  en

buena  medida  sustituidas  por  una  reducción  en  la  base  imponible  en  concepto  de

mínimo  exento,  lo que  supuso un cambio  sustancial  en la estructura  del impuesto.  La

finalidad  del  mínimo  exento  radica  en  someter  a  gravamen  únicamente  la

denominada  “renta  disponible  o discrecional”  del  sujeto  pasivo,  esto  es  “aquella  de

la  que  pueda  disponer  discrecionalmente  esa  persona  una  vez  cubiertas  sus

necesidades  más  esenciales,  valoradas  de  forma  objetiva  y  conforme  a  criterios

internacionalmente  aceptados”595. La  exención  de  esta  parte  de  la  renta  constituye

una  derivación  lógica  del  principio  de  capacidad  económica,  y  así  ha  sidó

reconocida  en otros países  de nuestro  entorno596. Dicho  mínimo  exento,  cuya  cuantía.

 MEH: Informe para  la reforma del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Madrid::
IEF,  1998, pág. 80.

596  Véase al respecto: MARÍN-BARNUEVO FABO, D.: La protección del mínimo  existencial en el

ámbito  del  IRPF.  Madrid:  Colex,  1996, págs.  24  y  siguientes; HERRERA  MOLINA,  P.  M.::
“Fundamento y configuración del mínimo personal y familiar”, en: AA.VV.; El mínimo  personal y
familiar  en el impuesto sobre la renta de las personas fisicas. Madrid: IEF-Marcial Pons, 2000, pág.
2,  si bien  este autor considera también que el anclaje constitucional de dicho mínimo radica en la
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varía  en  función  de  las  condiciones personales y  familiares  del  sujeto  pasivo,

sustituye  así a las deducciones en la cuota que, atendiendo a esas mismas razones,

venían  estableciendo los  anteriores  impuestos  sobre  la  renta  personal597. Esta

sustitución  es  una  opción del  legislador que,  en  buena  lógica,  no  excluye que

pudieran  haberse adoptado otros mecanismos para  exonerar de gravamen el  citado

mínimo  de renta. En efecto, y como afirmara D. MARÍN-BARNtJEVO FABO, “la

protección  del mínimo existencial del JRPF no tiene que tener lugar necesariamente

a  través del reconocimiento de una exención, sino que puede llevarse a cabo también

a  través  de  reducciones, deducciones o  cualquier otro  instrumento que  permita

preservar  de  gravamen el  mínimo existencial, pues, en  todos estos casos. . .lo  que

interesa  valorar es si efectivamente se consigue un resultado equivalente”598. Resulta

sin  embargo ineludible, para la  adecuada protección del mínimo exento, que dichas

reducciones  operen sobre la base del impuesto, pues la minoración de la  capacidad

económica  debe encontrar su reconocimiento en dicho lugar599. De  ahí que, si bien

las  deducciones en la cuota por razones familiares previstas en la anterior normativa

del  IRPF (Ley 18/1991), tenían por  finalidad “considerar la  pérdida de capacidad

económica  sufrida por el sujeto pasivo por gastos de manutención de la familia”600,

su  escasa cuantía, manifiestamente insuficiente para  compensar dicha  pérdida de

capacidad económica601 pero, sobre todo, su ubicación en la cuota, y no en la base,

constituye  un  defecto técnico que les  impide cumplir la citada función,. además de

poder  plantear problemas desde  la  perspectiva del  principio  de  igualdad,  según

MARÍN-BARNUEVO602.

dignidad  de la persona y el derecho al libre desarrollo  de  la personalidad  reconocidos  en  el  artículo
10.1 de la Constitución.

 MEH: Informe para  la reforma  del Impuesto  sobre  la Renta...Op.  Cit. Págs. 142 y siguientes.

598  MARIN-BARNUEVO FABO, D.: La protección  del mínimo  existencial...Op.  Cit. Págs. 55 Y 56.

 MARÍN-BARNUEVO FABO, D.: La protección  del mínimo  existencial...Op.  Cit. Pág. 82.

600  MARÍN-BARNUEVO FABO, D.: La protección  del mínimo  existencial...  Op. Cit. Pág. 62.

601  MARÍN-BARNUEVO FABO, D.: La protección  del mini/no  existencial...  Op. Cit. Pág. 81; véase

el  análisis que de dichas cuantías, en relación con el mínimo exento, efectúa el autor en págs. 64 y
siguientes.
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De  acuerdo  con  estas  tesis,  la  atribución de  potestades  normativas  a  las

Comunidades Autónomas para establecer deducciones en la cuota por circunstancias

personales  y  familiares  no  supone  en  puridad  atribución  de  potestades  para

modificar  el mínimo exento603. No obstante, como tendremos ocasión de comprobar

en  los siguientes epígrafes, la mayor parte de la normativa autonómica toma como

base  similares circunstancias a  las  de  la  LIRPF para  cuantificar las  deducciones

autonómicas.  En  consecuencia,  en  las  Comunidades Autónomas  en  que  dicha

normativa existe, la estructura resultante del impuesto resulta cuanto menos extraña,

pues  en  la  mayoría de los  supuestos, según veremos, similares circunstancias son

tomadas  en  cuenta en dos momentos diferentes del  impuesto. Teniendo en  cuenta

que  esta  distorsionada  estructura  del  impuesto  se  produce  sólo  a  partir  de  la

aprobación  de la Ley 40/1998, del IRPF. Resulta difícil de  comprender que con la

nueva  ley  no  se  modificara  el  marco  normativo  de  atribución  de  potestades

normativas a las Comunidades Autónomas604.

La  modificación en la  estructura del impuesto sirve además de ejemplo para

poner  de manifiesto otra característica del mecanismo de cesión de impuestos a que

ya  se  hizo  referencia  al  principio  de  este  estudio,  y  es  que,  a  diferencia  del

mecanismo.  de  los  recargos,  debido a  la  estrecha vinculación existente  entre  las

602  MARíN-BARNUEVO FABO, D.: La  protección  del  mínimo  existencial...  Op. Cit. Págs. 82 y

siguientes. En el mismo sentido, P. M. HERRERA MOLINA, para quien las deducciones específicas
en  función de circunstancias especiales en la  cuota del impuesto “son totalmente inadecuadas para
tomar  en  consideración la  menor  capacidad  económica  derivada  del  mínimo  existencial”, en:
“Fundamento y configuración del mínimo personal... Op. Cit. Pág. 13.

603  Por otro lado, la obligación de que la tarifa sea progresiva, impide también, en opinión de algunos

autores,  que las Comunidades Autónomas puedan regular el citado mínimo exento; en este sentido:
CENCERRADO  MILLAN, E.: El  mínimo  exento  en  el  sistema  tributario  español.  Madrid: Marcial
Pons,  1999, págs. 176 y siguientes; .por el mismo autor: “La regulación contenida en la nueva Ley de
Cesión  de Tributos no permite modificar el mínimo exento en el IRPF”. QF, núm. 12/1997, págs. 43
y  siguientes;  MARTIN  FERNANDEZ, J.:  “Regulación  en  España”;  en:  AA.VV.:  2l  mínimo
personalyfaniiliar  en  el impuesto  sobre  la renta  de las personas  fisicas.  Madrid: IEF-Marcial Pons,
2000, pág. 46.

604                                     .En  este sentido, vease: HERRERA  MOLINA, P. M.:  El minimo existencial en el Impuesto sobre
la  Renta...Op. Cit. Pág. 121; MARTIN FERNANDEZ, J.: “Regulación en España.. .Op. Cit. Pág. 46;
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normativas  estatal  y  autonómicas, cualquier reforma  del  impuesto por  parte  del

Estado  tiene  incidencia  directa  en  la  propia  articulación  de  la  cesión605. Esta

dependencia de la normativa autonómica con respecto de la estatal se ha puesto de

manifiesto  en  otros  aspectos del  impuesto, por  ejemplo en  la  tarifa,  que  en  el

momento  de atribución de potestades normativas a las  Comunidades Autónomas se

dividía  en  dos  clases, individual y  conjunta, y  que con motivo de  la reforma del

impuesto  en  1998 pasa  a  ser  sólo individual, teniendo entonces la  reforma como

consecuencia  un  vaciamiento parcial,  acaecido  a  posteriori,  de  las  potestades

normativas atribuidas a las Comunidades Autónomas606.

Este  problema se plantea en todos los supuestos en que se  comparte, entre

Estado  central y  entes subcentrales, una mismas materia imponible a través de  la

regulación  conjunta  de  un  tributo.  Es  claro  que  la  intensidad  de  la  citada

dependencia  dependerá de  los  concretos elementos que puedan ser  regulados por

cada  uno  de  los  entes  subcentrales. Precisamente  la  búsqueda  de  una  mayor

independencia en las decisiones de estos últimos con respecto del Estado central fue

una  de las razones que motivó la reforma en la modalidad de reparto del Impuesto

sobre  la Renta Personal en Canadá. En este sentido, una de las principales demandas

de  las Provincias es que se modifiquen las reglas de cálculo del recargo provincial al

objeto  de que recaiga sobre la base imponible del impuesto federal, en lugar de sobre

la  cuota, ya que así las  disposiciones normativas provinciales no se verán afectadas

cada  vez que la Federación modifique los tipos de gravamen de su impuesto sobre la

renta  personal. Esta demanda es finalmente atendida y en  1998 se decide modificar

el  sistema de reparto de la imposición personal sobre la renta607. El nuevo sistema se

IBÁÑEZ  CASADO, J.: “Aplicación del principio de corresponsabilidad fiscal”. CT, núm. 99/2001,
pág.  59.

605  MONASTERIO ESCUDERO, C.:  “La reforma del  IRPF  y  sus  efectos sobre la  financiación

autonómica”. Revista del Instituto de Estudios Económicos, núms. 2/3, 1998, págs. 183 y siguientes.

606  VILLARÍN LAGOS, M.: La  cesión  de  impuestos...Op.  Cit. Pág. 217; RAMOS PRIETO, J.: La

cesión  de  impuestos... Op. Cit. Págs. 485  y 486.

607  Los motivos que inspiraron esta nueva reforma pueden verse en: PROViNCIAL/TERRITORIAL

MINISTERS OF FINANCE: Report  to Fremiers.  Ottawa: Supply and Services Canada, 1998, pág.
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articula  técnicamente como un recargo sobre la base imponible del impuesto sobre la

renta  (tax on income  systein,  al que suele hacerse referencia como “TONI”), definida

por  la  Federación608. Esta manera de compartir el impuesto se aplica también a la

imposición sobre la renta de las sociedades, frente al sistema anterior, consistente en

recargos  provinciales  sobre  la  cuota  del  impuesto  federal  (tax  on  tax  systein).

Además  del recargo  sobre la  base,  las  Provincias pueden  establecer una  serie de

deducciones  sobre  la  cuota  (tax  credits)  siempre  quç  se  cumplan  determinadas

condiciones establecidas por la Federación609.

2.  El alcance de la atribución de potestades normativas en el IP.

La  imposición  sobre  el  patrimonio  ha  sido  tradicionalmente  objeto  de

descentralización en los Estados con múltiples ámbitos de gobierno610. En general, y

desde  la perspectiva del federalismo fiscal, suele haber acuerdo en que esta clase de

imposición  es  idónea para  su descentralización611. También en  España ha  habido

13.  La demanda de una mayor corresponsabilidad fiscal en el sistema es  especialmente importante
desde  la  década  de  los  noventa,  aunque  había  habido  reivindicaciones  de  una  mayor
corresponsabilidad por  parte  de las Provincias en los años cincuenta y  setenta; BOADWAY, R.:
“Recent  Developments. . .  Op. Cit. Págs. 72 y siguientes. En la doctrina canadiense hubo opiniones a
favor  de  esta  mayor  corresponsabilidad fiscal,  se  afirmaba tempranamente que  el  principio  de
corresponsabilidad fiscal es  un principio perteneciente a  la  más elemental lógica de Ufl  gobierno,
(“...the  sound parliamentaiy  tradition with us  that  Ihe government which  spends public  money
should  be  compelled to  raise  it”); SCOTT, F.  R.:  “The  constitutional background  of  taxation
agreements”,  en: The  Mc Gui  Law Joumal,  Vol.  2,  no.  1,  1955, pág.  2  (también publicada en:
SCOU,  F. R.: Essays on the Constitution. Toronto  University of Toronto Press,  1977, págs. 291 a.
301).  Véase también esta idea en: Parliainentaiy Task Force on Federal-Provincial.. .Op. Cit. Págs.
30  y siguientes.

608  BOADWAY, R. W.;  KITCHEN, U. M.: Canadian Tax Policy.. .Op. Cit. Págs. 13 y siguientes;

BOADWAY,  R.  W.;  KITCHEN, U.  M.:  “Personal Income Tax  Reform...Op. Cit.  Págs.  575 y
siguientes;  PERRY, D. B.;  TREFF, K.: Finaiices of the Nation. . .Op.  Cit. Págs. 3:1 y siguientes.;
Sobre  el  nuevo  sistema  TONI,  véase:  DEPARTMENT OF  FINANCE  CANADA:  Federal
Adininistration of Provincial Taxes...Op. Cit. Págs. 29 y siguientes

609  Las condiciones para el establecimiento de normativa sobre el impuesto sobre la renta personal se

encuentran,  en los momentos actuales, en el siguiente documento: CANADA. DEPARTMENT OF
FINANCE: Federal Adininistration ofProvincial.. . Op. Cit. Págs. 51 y siguientes.

610  BOADWAY, R. W.; KITCHEN, H. M.: Canadian Tax Policy.. .Op. Cit. Págs. 13 a 21; PERRY,

D.  B.; TREFF, K.: Finances of the Nation 2000. Toronto: CTF, 2001, págs. 3:1 a 6:17.

611  MUSGRAVE, R. A.: “Who Should Tax, Where...Op. Cit. Págs. 5 y siguientes.

318



tradicionalmente acuerdo en su cesión a las Comunidades Autónomas, si bien no han

faltado  opiniones  contrarias a  su  cesión  en  la  doctrina;  hasta  la  atribución de

potestades  normativas  a  las  Comunidades Autónomas sobre  este  impuesto,  las

críticas  doctrinales se  habían centrado en  la  delegación de  su  gestión612, habida

cuenta  de  su  carácter  complementario con  respecto  del  IRPF,  algo  que  suele

caracterizar  a  esta  clase  de  imposición en  la  mayoría de  los  países  de  nuestro

entorno613 y,  de  forma  minoritaria,  en  la  posible.  extraterritorialidad  de  su

gravamen614. A partir de  1997, las voces críticas se han centrado, como veremos, en

la  posible contravención del artículo 157.2 de la Constitución.

Al  igual que ha  sucedido en el  resto  de  impuestos cedidos con potestades

normativas,  como  consecuencia  de  la  reforma  del  sistema  de  financiación

autonómica  acometida  en  2002  se  han  incrementado  considerablemente  las

facultades  legislativas  atribuidas  a  las  Comunidades  Autónomas  sobre  este

impuesto.  De acuerdo con la LCTMFC, las Comunidades tenían atribuida potestad

normativa  para  establecer la  tarifa  del  IP,  con  el  límite  de  mantener  la  misma

progresividad  que  la  estatal,  y  regular  el  mínimo  exento.  Con  la  LSF,  las

Comunidades  Autónomas mantienen  las  anteriores  facultades normativas,  pero

612  En efecto, el citado carácter complementario del IRPF  ha  constituido una preocupación por los

problemas  de  gestión  que  ello podría  acarrear. Véase la  discusión al  respecto en: MARTINEZ
LAFUENTE, A.: La  cesión de tributos... Op. Cit. Págs. 60 y siguientes. ESCRIBANO LOPEZ, F.:
“El  concepto de tributo cedido.. .Op. Cit. Págs. 970 y siguientes, y doctrina por él citada.

613  LAGARES CALVO, M. J.: “El impuesto sobre el patrimonio neto: características y funciones en

un  sistema tributario moderno”. AA.VV.: El impuesto sobre el patrimonio neto. Madrid: IEF, 1972,
pág.  19; ESCRIBANO LOPEZ, F.: El impuesto  extraordinario  sobre  el patrimonio  de  las personas
físicas.  Madrid: Civitas,  1985,  págs.  76  y siguientes; SMITH, R.  S.:  Personal  Wealth  Taxation:
canadian  Tax  Policy  in  a  Historical  and  an  International  Setting.  Canadian Tax Paper no.  97.
Toronto:  CTF, 1993, págs. 49 y siguientes.

614  MOLDES TEO,  E.;  CARAMÉS, L.:  “La  financiación de  las  autonomías y  las  Haciendas

municipales”.  Revista  de  Economía  y  Hacienda  Local,  núm.  27/1979,  pág.  508.  LASARTE
ALVAREZ,  J.:  “La  financiación  de  las  Comunidades  autónomas.. .Op.  Cit.  Pág.  423.  A.
MARTINEZ LAFUENTE sugería la infracción del principio de territorialidad en relación con los
impuestos  cedidos, si  bien  la  descartaba porque  la  normativa sobre  los  impuestos cedidos era
entonces  totalmente estatal; en: La cesión de  tributos... Op. Cit. Págs. 104 y 105, nota número 7.
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desaparecen  los  límites  a  la  regulación  de  la  tarifa  y  se  añade  la  facultad  de

establecer deducciones y bonificaciones en la cuota del impuesto.

El  artículo 39 de la LSF atribuye a las Comunidades Autónomas, en idénticos

términos  que la  anterior LCTMFC, potestades normativas para regular  el mínimo

exento  en el IP. Desde una perspectiva técnica, dicho mínimo se articula como una

reducción  en  la  base  imponible615. Teniendo en  cuenta que  la  LSF  no  establece

límite  alguno a las posibilidades de regulación autonómica de este elemento, no debe

descartarse  que  éstas lo  eliminen o introduzcan condicionantes a  su aplicación en

función  de las  circunstancias del sujeto pasivo, lo  que podría  suponer incluso una

alteración  de  la naturaleza del impuesto. No opina así M. NÚÑEZ GRAÑÓN para

quien,  pese  al  silencio de  la  ley  al  respecto,  las  potestades  normativas de  que

disponen  las  Comunidades Autónomas en este elemento del  IP se circunscriben a

aumentar  o disminuir su cuantía, de  manera que éstas no podrían en  ningún caso

introducir  distinciones que obedecieran a la situación familiar de los sujetos pasivos,

pues  esto supondría una mutación de la naturaleza objetivo del impuesto, además de

ser  contrario  al principio  de  igualdad la  existencia de  distintos tratamientos a  la

familia  en  el  territorio  español616. No podemos  compartir  este último  argumento

pues,  como  veremos  más  adelante,  las  Comunidades  Autónomas  ostentan

competencias para aprobar diversas normativas en relación con la familia, En cuanto

a  la  posibilidad de  que se produzca una mutación de  la  naturaleza del  impuesto,

tampoco  estamos  de  acuerdo  en  que  constituya un  límite  al  ejercicio por  las

Comunidades  Autónomas  de  las  potestades  normativas  sobre  este  tributo.  En

cualquier  caso, nos parece un dato de la mayor relevancia para enjuiciar el  alcance

de  su atribución, pues pone  de manifiesto que, a través del ejercicio de potestades

615  En  coherencia  con  su  carácter  de  impuesto  objetivo,  que  no  puede  albergar  mínimos

existenciales,  corno  ha  señalado  J.  ARRIETA  MARTINEZ  DE  PISON:  -  Técnicas
desgravatorias..,Op.  Cit.  Pág.  43;  No  opina  igual  E.  CENCERRADO  MILLAN,  para  quien  el
mínimo  exento  en  el  IP constituye  un  auténtico  mínimo  existencial;  en:  El  mínimo  exento... Op. Cit.
Pág.  226.

616  NÚÑEZ  GRAÑÓN, M.: Las  desigualdades  tributarias  por  razones familiares  y  de  residencia.

Madrid:  Marcial  Pons-IEF,  1998,  págs.  262  y  263.  Se  adhiere  a  esta  opinión  M.  VILLARIN
LAGOS:  La  cesión de  iinpuestos...Op.  Cit. Pág.  246.
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sobre  este  elemento  del  tributo,  las  Comunidades  Autónomas  podrían  llegar  a

transformar  la  propia  naturaleza  del  impuesto,  introduciendo  consideraciones  que

alteraran  la  carga tributaria  en  función  de  las  circunstancias  personales  y familiares

de  los  sujetos  pasivos,  lo  que  sin  duda  incidiría  en  el  carácter  que  tiene  el  IP  de

impuesto  objetivo617.

Pero  el  principal  problema  que  ha  suscitado  la  atribución  de  potestades

normativas  a las  Comunidades  Autónomas  en este  impuesto,  es que,  a priori,  parece

dificil  cohonestar  el  ejercicio  de potestades  por  parte  de  éstas  con  el  cumplimiento

del  límite  de  territorialidad  del  gravamen  establecido  en  el  artículo  157.2  de  la

Constitución.  Con  carácter previo  a la  atribución  de potestades  normativas,  se había

sugerido  ya  que  la  misma  podría  llegar  a  suponer  una  vulneración  del  principio  de

territorialidad618.  A  partir  de  1997,  gran  parte  de  la  doctrina  ha  sugerido  esta

posibilidad619.

El  artículo  157.2  de  la  Constitución  prohíbe  a  las  Comunidades  Autónomas

“adoptar  medidas  tributarias  sobre  bienes  situados  fuera  de  su  territorio  “.  Lo

617  ESCRIBANO LÓPEZ, F.: El  impuesto extraordinario...Op. Cit.  Págs. 30 y  siguientes;  y  “El

concepto  de  tributo  cedido.. .Op.  Cit.  Pág.  962;  CENCERRADO MILLAN,  E.:  El  mínimo
exento. ..Op. Cit.  Pág. 228. ARRIETA MARTINEZ DE PISON, J.:  Técnicas desgravatorias...OP.
Cit.  Pág. 43.

618  F.  ESCRIBANO  LÓPEZ  así  lo  sugería,  en  relación  con  los  recargos;  en:  El  impuesto

extraordinario sobre el patrimonio... Op. Cit. Pág. 69, afirmándolo posteriormente de forma directa
en  “El  ámbito territorial de aplicación del Impuesto sobre el Patrimonio”. RVHP, Palau 14, núm.
17/1989,  pág.  147, donde señala que  el establecimiento de un  recargo sobre este  impuesto sería
contrario al artículo 157.2 de la Constitución.  Apunta esta idea también M. A. GARCIA FRIAS, en:
La financiación territorial...Op. Cit. Pág.  170.

619  En este sentido: ORÓN MORATAL, G.: “La residencia habitual como punto de conexión en los

impuestos  directos:  problema actual y  causa  de  próximas reformas  legislativas”, en:  AA.VV.:
Presente y futuro  de la hnposición Directa en Espaíia. AEDAF. Valladolid: Lex Nova, 1997, pág.
90;  ZORNOZA PEREZ, J. J.: “Corresponsabilidad fiscal...Op. Cit. Pág. 4036; PEREZ  ROYO, J.: El
nuevo  inodelo.;.Op. Cit.  Págs.  128 y siguientes; GARCIA MORILLO, J.;  PEREZ TREMPS, P.;
ZORNOZA  PEREZ, J.:  Constitución...Op. Cit.  Págs. 154 y siguientes; AGULLO AGUERO, A.:
“La  capacidad  normativa.. .Op.  Cit.  Pág.  40.  Con  cierta cautela,  sugieren esta  posibilidad  M.
RODRIGUEZ-BEREIJO LEON; E.  ZABIA DE  LA MATA, en: “Los puntos  de conexión en el
nuevo  modelo  de  financiación autonómica”. CT, núms.  82-83/1997, págs.  247 y  248;  LOPEZ
LOPEZ, H.: “El principio de territorialidad como límite.. .Op. Cit. Págs. 216 y siguientes.
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primero  que  es preciso  dilucidar  en relación  con este  límite,  es si es de aplicación  al

ejercicio  de  potestades  normativas  por  las  Comunidades  Autónomas  sobre  los

impuestos  cedidos.  Como  es  sabido,  el  Tribunal  Constitucional,  en  la  ya  citada

Sentencia  150/1990  (FJ.  3°), despejó  las dudas  existentes  sobre su  aplicabilidad  a los

recargos  autonómicos,  desvinculando  así  expresamente  el  artículo  157.2  de  la

Constitución  del  9  de  la  LOFCA,  lo  que  habría  supuesto  la  aplicación  de  estos

límites  únicamente  a  los  tributos  propios  de  las  Comunidades  Autónomas620. Parte

de  la  doctrina  no quedó  muy  convencida  con  esta interpretación  y siguió  sosteniendo

que  los  límites  de  los  tributos  propios  deben  ser  aplicados  a  los  recargos621. Pues

bien,  en nuestra  opinión,  y de  acuerdo  con la  citada jurisprudencia,  la pregunta  debe

responderse  en  sentido  afirmativo,  y ello  debido  a la  amplitud  del  término  “medidas

tributarias”,  con el  que  parece  que  se pretende  dar  cabida  a  cualquier  modalidad  de

tributación  autonómica,  incluyendo  la  que  nos  ocupa,  de  carácter  delegado622. Una

opinión  contraria  a  la  que  aquí  mantenemos  es  la  expresada  por  M.  VILLARÍN

LAGOS,  para  quien  el  límite  del  artículo  157.2 de la  Constitución  no  podría  afectar

a  las  potestades  normativas  de  las  Comunidades  Autónomas  sobre  los  impuestos

cedidos  debido  a que  se trata  de  impuestos  de  titularidad  estatal  sobre  los que  éstas

únicamente  ostentan  competencias  para  incidir  sobre  la  entidad  del  tributo,  y  no

sobre  la  identidad.  Como  argumento  adicional  a  su favor,  esgrime  la  autora que  ello

se  deriva  del  hecho  de  que  el  artículo  9  de  la  LOFCA  sólo  recoge  los  límites

620  Como había sostenido  una  parte  de  la  doctrina;  en  este  sentido:  ALBIÑANA  GARCÍA

QUINTANA, C.: Sistema  tributario  español y  comparado.  Madrid: Tecnos, 1986, pág. 644;  CORS
MEYA, F. X.: “Los recargos y los impuestos propios de las Comunidades Autónomas”. REDF, núm.
59/1988, págs. 421 a 423; RODRIGUEZ MONTANES, M. P.: Los recargos  como ingreso  tributario
de  los entes públicos  territoriales.  Madrid: IEF, 1991, pág. 56.
Pueden  verse las diferentes posturas doctrinales en: JIMENEZ COMPAIRED, 1.: La  imposición
propia...Op.  Cit. Págs. 246 y siguientes.

621  En este sentido: FERREIRO LAPATZA, J. J.: “Régimen jurídico de la financiación autonómica:

la  corresponsabilidad fiscal y la  STC 150/1990, de 4  de octubre de 1990”. RHAL, núni. 61/1991,
págs.  81 y 82; CORS MEYA, F. X.: “Prólogo” al libro de QUINTANA FERRER, E.: Los recursos
participativos.  . .Op.  Cit. Págs. 22 y siguientes (trabajos todos ellos posteriores a la STC 150/1990).

622  En  este  sentido  véase:  ZORNOZA  PÉREZ,  J.  J.:  Los  recursos  de  las  Gomunidades

Áutónomas...Op. Cit. Pág. 33; GARCÍA MORILLO, J.; PEREZ TREMPS, P.; ZORNOZA PEREZ,
J.:  Constitución...Op.  Cit. Pág. 152.
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territoriales  para  los  impuestos propios de  las  Comunidades Autónomas623. Esta

interpretación,  además  de  que  parece  estar  en  abierta  contradicción  con  lo

establecido por el Tribunal Constitucional, carece en nuestra opinión de fundamento

constitucional alguno, pues de la dicción literal del artículo 157.2 no parece posible

inferir  la citada diferencia entre medidas que afecten a la entidad  y a la identidad  del

tributo.

En  conclusión, entendemos que  la  prohibición  del  artículo  157.2  de  la

Constitución  será aplicable a cualquier clase de medida tributaria adoptada por una

Comunidad  Autónoma, siempre que  ésta  sea susceptible de  producir los  citados

efectos  extraterritoriales. Sentado esto, se plantea a continuación el problema de en

qué  momento debe entenderse aplicable el  citado límite: al  aprobarse la normativa

autonómica,  o  desde  que  se  atribuyen las  citadas potestades  normativas  a  las

Comunidades Autónomas. Nosotros creemos que en todo caso es necesario esperar a

la  primera circunstancia, pues hasta  tanto no haya normativa autonómica no  nos

encontraremos  estrictamente  ante  medidas  tributarias  adoptadas  por  las

Comunidades Autónomas624.

La  aplicación  del  citado  principio  de  territorialidad  a  la  tributación

autonómica  ha  sido  llevada  a  cabo  de  manera  bastante  cauta  por  el  Tribunal

Constitucional,  que  parte  de  la  premisa  de  que  “ninguno  de  los  límites

constitucionales  que  condicionan  dicho  poder  tributario  puede  ser  interpretado  de

tal  manera  que haga  inviable  el  ejercicio de aquella potestad  tributaria”, de manera

que  no  todo  efecto extraterritorial conculca el  citado precepto, pues  lo  contrario

conllevaría  una  anulación,  de  facto,  del  poder  tributario  de  las  Comunidades

Autónomas  (STC 150/1990, de 4 de octubre, FJ.  3°). En esta Sentencia concluía el

623  VILLARÍN LAGOS, M.: La cesión de impuestos... Op. Cit. Pág. 246. Aunque la autora emplea

este  argumento sólo  en relación con el IP, los términos en que se argumenta hacen posible entender
que  se refiere a todos los impuestos cedidos.

624  En contra: ZORNOZA PÉREZ, J. J.: “Corresponsabilidad fiscal y  financiación.. .Op. Cit. Pág.

4037;  GARCIAMORIL,LO, J.; PEREZ  TREMPS, P.; ZORNOZA PEREZ, J.:  ConstituCiÓfl...OP.
Cit.  Pág. 153; LOPEZ LOPEZ, H.: “El principio de territorialidad como límite.. .Op. Cit. Pág. 217.
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Tribunal  que el  artículo 157.2 contiene una prohibición de establecer un gravamen

inmediato  sobre bienes situados fuera del territorio de la Comunidad Autónoma, ya

que  “una cosa es adoptar  medidas  tributarias  sobre  bienes y  otra distinta  establecer

un  recargo  tributario  cuyos  efectos puedan  alcanzar  mediata  o indirectamente,  en el

«plano  de  lo fáctico»,  a los bienes  como fuente  de  la riqueza  o renta  que  constituye

el  hecho  imponible”.  Seguía aquí el Tribunal Constitucional una tesis que ya había

sido  apuntada  con  anterioridad por  J.  J.  ZOR.NOZA PÉREZ625. La  conclusión,

sobradamente  conocida, es  que dicho límite no  afectaría a  un recargo establecido

sobre  el  IRPF, por  tratarse de un tributo que grava la renta, y por  lo tanto, sólo de

manera  mediata  recae  sobre bienes situados en otras Comunidades626. Pues bien, a

diferencia  de lo que sucede en el IRPF, el gravamen del IP constituye un gravamen

inmediato  sobre  determinados bienes,  integrantes del  patrimonio de  las  personas

fisicas,  por  lo  que sus  efectos extraterritoriales serían directos, no  se limitarían al

plano  de  lo  fáctico. Así,  en  el  IP  se  produce  una  clara  extraterritorialidad del

gravamen  debido a que el punto de conexión establecido es la residencia habitual de

los  sujetos  pasivos  (artículo  23.2  LSF),  lo  que  significa  que  se  someterán  a

gravamen todos los bienes de que éste sea titular con independencia de su ubicación,

por  lo  que  es posible imaginar que la  normativa autonómica recaerá sobre bienes

situados en Comunidades Autónomas distintas.

Por  lo  que  a  nuestro  estudio interesa, conviene recordar  también  aquí  la

especial  importancia que, en  el razonamiento del Tribunal, que, pese a su longitud,

creemos pertinente transcribir aquí parcialmente: “es evidente  que  el Impuesto  sobre

la  Renta  no  grava  bienes,  sino  la  renta  de  los  sujetos  pasivos,  constituida  por  la

totalidad  de  sus  rendimientos  netos,  más  los  incrementos  de  patrimonio...  El

Impuesto  sobre  la  Renta  es, pues,  un  tributo  de  naturaleza  personal,  cuyo  hecho

imponible  está  constituido,  entre otros  conceptos, por  los rendimientos  derivados  de

cualquier  elemento patrimonial  no afecto  a actividades  económicas,  profesionales  o

S25 ZORNOZA PÉREZ, J. J.: “Tributos propios y recargos...Op. Cit. Págs. 989 y siguientes.
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artísticas...  lo que en  este caso se grava  no es el  bien o patrimonio  del sujeto pasivo

en  sí mismo  considerado,  sino  el  beneficio o rendimiento  que  el titular  obtiene  de su

utilización,  y  que  la  Ley  fija  en  un  determinado  porcentaje  del  valor  fiscal  del

inmueble.  En  definitiva,  en  el  Impuesto  sobre  la  Renta,  es  la  renta  personal  la

materia  imponible  que  el  legislador  decide  someter  a  imposición  y,  a  la  vez,  la

tenida  en  cuenta  por  la  Ley  al  configurar  el  hecho  imponible  del  tributo.  El  art.

15 7.2 de  la  Constitución  prohíbe  a  las  Gomunidade  Autónomas  adoptar  medidas

tributarias  sobre  bienes situados fuera  de su  territorio, pero  n  sobre  la renta  de las

personas  con  domicilio fiscal  en su  territorio,  aunque  esta renta provenga,  en parte,

de  bienes  localizados fuera  de  la Comunidad Autónoma...);,  a la evidencia  de  que la

renta  personal  gravada  por  el  recargo  autonómico  no  es  un  bien  situado  en

territorio  alguno,  hay  que añadir la de que las rentas no son  bienes,  sino que son los

bienes  los que producen  la renta”  (STC 150/1990, FJ. 3°).

Esta  argumentación, que modula el alcance del artículo 157.2 en función de

la  naturaleza del impuesto, ya había sido sugerida por C. PALAO TABOADA que,

en  relación con el citado recargo madrileño, había afirmado que “no nos hallamos

ante  “medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio”, que prohíbe el

artículo  157.2  de  la  Constitución. Nos  hallamos  ante medidas  tributarias  sobre

personas”627. En  sentido similar,  J.  J.  ZORNOZA PÉREZ,  apuntaba  que  la  la

prohibición del artículo 157.2 de la Constitución no constituye un obstáculo “para la

aplicación  por  las  Comunidades Autónomas de  recargos  sobre  las  bases  de  los

impuestos  cedidos que gravan el  patrimonio de las personas fisicas con residencia

habitual  en su territorio, las sucesiones de personas ni las donaciones efectuadas por

quieens  tengan  esa  misma  condición.  Pues  si  progresara  un  entendimiento del

artículo  157.2  de  la  Constitución más  atento  a  su  letra  que  a  su  espíritu  o

finalidad.., seguramente se  incurriría  en  contradicción con  el  artículo  12  de  la

LOFCA,  al desnaturalizar los  impuestos recargados, ya  que esa exclusión alteraría

626  DE LA HUCHA CELADOR, F.; ZORNOZA PÉREZ, J. J.: “Los recargos sobre impuestos.. .Op.

Cit.  Págs. 24 y 25.
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significativamente sus bases imponibles y, por consecuencia, su propia naturaleza”,

pues  el citado precepto constitucional “pretende sólo que las medidas tributarias de

las  Comunidades  Autónomas  tengan  un  ámbito  de  eficacia  territorialmente

condicionado  que,  como  es  lógico, puede  serlo  en  razón  de  diversos  criterios,

variables  según la  naturaleza  de  la  figura  tributaria  de  que  se  trate  y  que,  en

ocasiones,  será casi exclusivamente de territorialidad —como sucede en el caso de los

impuestos  propios del  artículo 9 de  la LOFCA- mientras que, en otras, tendrán un

matiz  relacionado  con  condiciones  personales  de  los  sujetos  pasivos.. .como  la

residencia  habitual, que opera para  los impuestos cedidos sobre el Patrimonio y las

Sucesiones”628. Si  bien,  en  relación  con  la  concreta  atribución  de  potestades

normativas  en  los  impuestos  cedidos,  este  mismo  autor  ha  afirmado  que  sí  se

produce  en todo  caso una infracción del artículo 157.2 de  la Constitución, aunque

ésta  “resultaba  difícilmente  evitable,  pues  es  una  consecuencia  que  deriva

directamente  de  la voluntad de dar una nueva configuración a  los tributos cedidos,

como  impuestos de normación compartida, sin alterar su naturaleza y estructura”629

En  la  misma línea, aunque haciendo mayor hincapié en la propia estructura

de  la  figura  del  recargo,  se  había  pronunciado  L.  M.  CAZORLA  PRIETO,

afirmando,  en  defensa de la  constitucionalidad aquel recargo que “.  .  .técnicamente

resulta  difícil y desestimable hoy la posibilidad de construir una imposición sobre la

renta  de  ‘las personas fisicas que  sólo redundara para  el  sujeto pasivo  en  bienes

situados  en el territorio de la Comunidad Autónoma de su residencia. En efecto, al

tener  que construirse ontológicamente sobre el mismo hecho imponible, impuesto y

recargo  sobre él adherido, estaremos siempre ante una imposición sobre las personas

en  la que se englobarán también los rendimientos producidos fuera del territorio de

627                                  .   .PALAO  TABOADA, C.:  Comentarios  a  las  leyes  tributarias  y  financieras,  Tomo 1. Madrid:
Edersa,  1988, pág. 34.                                        -

628  ZORNOZA PÉ1tEZ, J. J.: Los  recursos  de  las comunidades  Autónomas...  Op. Cit. Págs. 35 y  36;

por  el mismo autor: “Tributos propios y recargos...Op. Cit. Págs. 989 y siguientes; CALERO, J.;
LASARTE, 3.: “El recargo en el Impuesto sobre la Renta de la Comunidad de Madrid”. HPE, núm.
99/1986, págs. 390 y siguientes.

629  ZORNOZA PÉZ,  3. J.: “Conesponsabjljdad fiscal y financiación...Op. Cit. Pág. 4037.
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la  Comunidad  Autónoma  impositora.  Para  gravar  aisladamente  rendimientos

producidos  sólo  en  la  Comunidad  Autónoma  tendría  que  concebirse  un  impuesto

autonómico  al  margen  del  IRPF,  aunque  lo  tomara  en  ciertos  aspectos  como punto

de  referencia,  y no un recargo  sobre éste, que requiere  tener  siempre  el mismo hecho

imponible  que  el  del  tributo  al  que  se  adhiere  y,  por  la  propia  naturaleza  del  éste,

alcance  extraterritorial”630. Por  último,  para  J.  RAMOS  PRIETO,  dicha  infracción

del  artículo  157.2 no  se produce  en el  caso  de la  cesión  del  IP,  ya que,  por  un lado,

se  trata  de  un  impuesto  que grava  el  patrimonio  en  su  totalidad,  como  una  “unidad

ideal”,  por lo que el punto de conexión  empleado  es también  el más correcto631.

Con  base  en  el  citado  razonamiento  del  Tribunal  Constitucional,  se  ha

interpretado  que el  citado límite sólo está  pensado para  impuestos  de naturaleza  real,

por  lo  que no  sería  aplicable  al IP632. Ésta  sería  una primera  posibilidad  de  salvar  la

infracción  del  157.2  que  puede  producirse  como  consecuencia  del  ejercicio  de

potestades  normativas  por  las  Comunidades  Autónomas  en  este  impuesto.  El

principal  problema  de  esta  construcción  es  que  carece  de  un  sólido  fundamento

constitucional,  pues  en  definitiva  se  basa  en  una  única  Sentencia  del  Tribunal

Constitucional  cuyo razonamiento  se construye  en tomo  al IRPF.

Otra  opción  sería  interpretar  que  el Estado  está obligado  a modificar  el punto

de  conexión,  de  manera  que  el  gravamen  autonómico  del  IP  recayera  sólo  sobre

aquellos  bienes  situados  en  la  Comunidad  Autónoma  de  que  se  trate.  Ahora  bien,

dicha  modificación  supondría,  en puridad,  una  mutación  de  la propia  naturaleza  del

impuesto.  En  efecto,  la  selección  de  la  residencia  habitual  como  punto  de

conexión633 no  es casual,  sino  que encuentra  un  sólido  fundamento  en  la  naturaleza

630  CAZORLA PRIETO, L. M.: Recargos  e impuesto  sobre  la renta...  Op. Cit. Pág. 293.

‘  RAMOS PRIETO, 3.: La cesión  de  impuestos...Op.  Cit. Págs. 517 a 520.

632  Así lo ha entendido M. VILLARÍN LAGOS, en: La cesión  de impuestos...  Op. Cit. Pág. 244.

 Conocida es  la  discusión  en  torno a  la  naturaleza personal o  territorial de  los  criterios de
residencia  habitual y  de domicilio fiscal, en la  que no  entraremos aquí; puede verse al  respecto:
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personal  del  impuesto634, así  como  en  su complementariedad  con  respecto  del  IRPF

y  el  ISyD635, Por  ello,  una  modificación  tal  del  punto  de  conexión  implicaría

necesariamente  una  transformación  de  la  naturaleza  del  IP  en  real,  dificultando

además  su  clásica  función  de  parámetro  de  control  con  respecto  de  otros

impuestos636.

Parece  así  inevitable  que  cualquier  medida  normativa  adoptada  por  las

Comunidades  Autónomas  sobre  el IP,  sea a través  del  establecimiento  de un recargo,

sea  mediante  el  ejercicio  de  potestades  normativas  atribuidas  por  el  Estado  como

consecuencia  de  su  cesión,  suponga  una  extraterritorialidad  del  gravamen.

Determinar  si  dicha  extraterritorialidad  resulta  contraria  al  artículo  157.2  de  la

Constitución  no  es una  tarea  sencilla.  Es  evidente  que  el  legislador  tiene  obligación

de  configurar  los  puntos  de  conexión  de  manera  que  se  evite,  en  la  medida  de  lo

posible,  dicha  extraterritorialidad.  Ahora  bien,  esta  configuración  debe  también

respetar  la  propia  naturaleza  y  función  en  el  sistema  tributario  del  impuesto  en

cuestión.  En  este  caso,  parece  haber  acuerdo  doctrinal  en  que  la  residencia  habitua][

es  el  único  punto  de  conexión  acorde  con  la  naturaleza  y  estructura  del  IP.  Por  lo

tanto,  caben  tan  sólo  dos  opciones;  entender  que  no  es posible  en  modo  alguno  el

RODRÍGUEZ-BEREIJO LEÓN, M.; ZABÍA DE LA MATA, E.: “Los puntos  de conexión...Op.  Cit.
Pág.  239, y doctrina por ellas citada.

634  El  criterio de  la  residencia habitual ha  sido considerado el  más  efectivo para  obtener una

adecuada  territorialización  de  los  impuestos  de  naturaleza  personal;  véase  al  respecto:
RODRIGUEZ-BEREIJO LEON, M.; ZABIA DE  LA MATA, E.:  “Lós puntos de conexión.. .Op.
Cit. Pág. 239.

635RODRÍGUEZ-BEREIJO LEÓN, M.; ZABÍA DE LA MATA, E.: “Los puntos  de conexión..  .Op.
Cit.  Pág.  247.

636  MOLDES  TEO,  E.;  CARAMÉS,  L.:  “La  financiación  de  las  autonomías  y  las  Haciendas

municipales”.  Revista  de  Economía  y  Hacienda Local, núm. 27/1979, pág.  508.  RODRIGUEZ
BEREIJO  LEON,  M.;  ZABIA  DE  LA  MATA,  E;:  “Los  puntos  de  conexión..  .Op.  Cit.  Pág.  248.
Este  parece ser también el razonamiento de M. NTJNEZ GRANON, si bien  la  autora  ot6rga  mayor
peso  a otro  argumento,  a saber  “que la prohibición  constitucional  va  dirigida  a  evitar  que las  distintas
Comunidades  Autónomas  graven  de  forma  diferente  bienes  situados  fuera  de  su territorio,  no  a  que
medidas  concretas  que  puedan  adoptar  a  otros  efectos,  indirectamente,  afecten  a  la  totalidad  de  los
bienes  del  sujeto  que,  evidentemente,  no  tienen por  qué estar  situados  en  la misma  Comunidad”,  en:
Las  desigualdades tributarias... Op.  Cit.  Pág.  266.  Creemos que la  interpretación de  la  autora se
aparta  sustancialmente  de la dicción  del  artículo  157.2 de la Constitución.
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establecimiento  de recargos  o  el  ejercicio  de  potestades  normativas  por parte  de las

Comunidades  Autónomas  sobre  el  IP  o  bien,  interpretar  que  dichos  efectos

extraterritoriales  son  inevitables  y  se  derivan  de  la  propia  naturaleza  de  la

competencia  en  concreto.  Creemos  que  esta  segunda  opción  es  la  más  correcta,

siguiendo  las  tesis  apuntadas  por  PALAO,  ZORNOZA  y CAZORLA  a  que  hemos

hecho  referencia  más  arriba.  Por  otro  lado,  parece  evidente  que  la  primera  opción

supondría  un  vaciamiento  de  la  competencia  tributaria  autonómica  dificilmente

compatible  con  el  principio  de  autonomía  financiera.  En  este  sentido,  conviene

recordar  que, pese  a la  existencia  de algunas  posturas  críticas  sobre  la interpretación

del  Tribunal  Constitucional637,  la  cauta  posición  adoptada  por  éste  ha  sido

ampliamente  aceptada  por  la  doctrina,  principalmente  debido  a  que,  de  otro  modo,

cualquier  medida tributaria  conculcaría  el citado  límite. Así  se ha pronunciado,  entre

otros,  P.  HERRERA MOLINA,  para  quien  “cabe  interpretar  que  el  artículo  157.2

prohíbe  a  las  Comunidades  Autónomas  adoptar  medidas  tributarias  sobre  “bienes

(singulares)  situados  fuera  de  su  territorio”,  pero  que no  impide  establecer  recargos

sobre  la  totalidad  de  la  renta  o  el patrimonio  del  contribuyente.  De  esta  manera  se

concilia  el  mandato  del  artículo  157.2  Constitución  con el  imperativo  constitucional

de  que  existan  recargos  entre los recursos  de las Haciendas  autonómicas”638. Ya con

anterioridad  había  afirmado  J. ZORNOZA  PÉREZ,  en relación  con los recargos,  que

resulta  dificilmente  evitable  que  se  produzcan  efectos  territoriales  cuando  se

establezcan  sobre impuestos  como el  que nos  ocupa639.

3.  El alcance de la atribución de potestades normativas en el ISyD.

El  ISyD  es  un  impuesto  directo  que  grava  los  incrementos  de  patrimonio

producidos  a  consecuencia  de  adquisiciones  gratuitas,  inter  vivos  o  mortis  causa,

637  FERREIRO  LAPATZA,  J.  J.:  “Régimen  jurídico  de  la  financiación  autonómica:  la

corresponsabilidad fiscal y la STC 150/1990”. RHAL, núm. 61/1991, pág. 81.

638  HERRERA  MOLINA, P. M.: “Hacienda general.. .Op. Cit. Pág. 552.

 ZORNOZA PÉREZ, J. J.: “Tributos propios y recargos...Op. Cit. Págs. 989y  siguientes.
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que  reciben  un  distinto  tratamiento  en la  LISyD.  Es  además,  un impuesto  personal  y

subjetivo,  de  manera  que  únicamente  puede  ser “pensado”  en relación  con  un sujel;o

determinado,  cuyas  circunstancias  personales  se tienen  en  cuenta  para  cuantificar  la

obligación  tributaria640. Hay  cierto  acuerdo  en que  esta  clase  de tributos  cumple  una

relevante  función  redistributiva,  además  de  ser  igualmente  complementarios  de  los

impuestos  sobre  la  renta,  y  de  cumplir  otras  funciones  tradicionalmente  apuntadas

por  la  doctrina,  como  reducir  el  papel  que  representa  la  suerte  (windfalls)  en  lLa

distribución  de  la  riqueza  y,  en  definitiva,  establecer  un  impuesto  sobre  algo  que  a

menudo  se  considera  un  privilegio641. En  el  ISyD,  dicha  función  redistributiva  se

pone  especialmente  de manifiesto  en los  elementos  cuantificativos  de la  cuota;  tarifa

y  coeficientes  del  patrimonio  preexistente,  según  se afirma  además  en la  Exposición

de  Motivos  de  la  norma642. La  citada  función  se  ha  considerado  la  principal

característica  de  este  impuesto  y una de  las razones  de  su mantenimiento,  a pesar  d.e

su  tradicionalmente  escaso  potencial  recaudatorio643, aunque  esta  circunstancia  ha

640  SAINZ  DE  BUJANDA, F.:  “Concepto del hecho  imponible..  .Op. Cit.  Pág. 394.  TEJERIZO

LOPEZ, J. M.: “El hecho imponible en el Impuesto sobre Sucesiones”; en: AA.VV.: La fiscalidad  de
las  Sucesiones  y  las  Donaciones.  Valladolid:  Lex Nova,  1989, pág.  20.  En  contra: CAZORLA
PRIETO,  L. M.; MONTEJO VELILLA, 5.: El  Impuesto  sobre  Sucesiones  y  Donaciones.  Madrid:
Civitas,  1991, pág. 76, para quienes se trata de un impuesto de carácter real, si bien que inserto en un
proceso  de personalización.

641  BIRD, R.:  “The case for Taxing Personal Wealth”; en: AA.VV.: Report  of Proceedings  of  the

Twenly-Third  7’ax onference.  1971 Conference Report. Toronto: CTF, 1972, págs. 7 y siguientes;
SMITH, R.  5.: Personal  Wealth  Taxation. .  .Op. Cit. Págs. 48 y siguientes. Una opinión contraria es
la  expresada por la Carter  Coinission,  cuyos autores consideraban que la única función de esta clase
de  impuestos era servir de control para los impuestos sobre la renta personal; AA.VV.: Studies  of the
Royal  Gommision  on  Taxation.  No. .12. Ottawa: Queen’s Printer, 1967, pág. 2.

642  En  este sentido véase: RAMALLO MASSANET, J.: “Elementos innovadores y cuantificación”,

en:  AA.VV.: C’omentarios a la Nueva  Ley  de  Impuesto  sobre  Sucesiones  y  Donaciones.  Madrid: La
Ley,  1988, págs.  64  y  siguientes;  CAZORLA PRIETO, L.  M.;  MONTEJO VELILLA, 5.:  El
Impuesto  sobre  Sucesiones...  Op.  Cit.  Págs.  77  y  siguientes;  HERRERA  MOLiNA,  P.  M.:
Capacidad  Económica  y  Sistema  Fiscal.  Análisis  del  ordenamiento  español  a  la  luz  del  Derecho
alemán.  Madrid:  Marcial  Pons,  1998, págs.  387  y  siguientes; BERMUDEZ ODRIOZOLA, L.;
PERLZ  DE  AYALA  BECERRIL,  L.;  PERLZ  DE  AYALA  BECERRIL, M.:  Comentarios  al
Impuesto  sobre  Sucesiones  y  Donaciones.  Valladolid: Lex Nova, 2001, pág. 31.

643  Según  se  puso  de manifiesto en  las  discusiones parlamentarias de  este  tributo; el  entonces

Ministro  de  Economía y  Hacienda expresaba así  el  parecer,  más  o  menos  generalizado, de  la
Cámara:  “.  .  .hoy  día  los  ingresos por  este  impuesto representan  un  pequeño porcentaje  de  los
ingresos  tributarios totales.. .y son razones de política tributaria general, de igualdad y  de justicia
tributaria,  las  que  aconsejan y justifican  su  mantenimiento”;  en:  SIMON ACOSTA, E.:  “Base
liquidable, tipos de gravamen y deudas tributarias”; en: AA.VV.: La fiscalidad  de  las sucesiones  y
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sido  también  empleada  como  argumento,  entre  otros,  para  propugnar  su

eliminación644.

Al  igual  que  el  IP,  el  ISyD  ha  sido  considerado  un  tributo  idóneo  para  su

descentralización  en  Estados  con  distintos  ámbitos  de  gobierno  si  bien,  en  algunos

Estados  dicha  clase  de tributos  ha terminado  por desaparecer  precisamente  a raiz de

su  atribución  a entes  subcentrales,  como consecuencia  de  la competencia  fiscal entre

dichos  entes645. Así,  en Canadá  esta  clase de  imposición  desapareció  a principios  de

los  afios  setenta646, aunque  desde  entonces  algunos  autores  han  abogado  por  su

reintroducción647.  Fenómenos  similares  se han  producido  en  Australia  y en  Estados

Unidos  donde,  si  bien  estos  impuestos  no  llegaron  a  desaparecer,  su  papel  en  el

sistema  tributario  disminuyó  considerablemente  también  corno  consecuencia  de  la

competencia  fiscal648.  En  nuestro  país,  el  ISyD  es  uno  de  los  tributos

tradicionalmente  cedido  a  las  Comunidades  Autónomas  sin  que  además,  y  a

diferencia  de  lo  que  se  vio  en  relación  con  el  IP,  dicha  cesión  haya  planteado

las  donaciones. Valladolid: Lex Nova, 1989, pág. 197. Véase también: CAZORLA PRIETO, L. M.;
MONTEJO  VELILLA, S.: El Impuesto  sobre Sucesiones...Op. Cit. Págs. 32 y siguientes, págs. 39 y
siguientes y págs. 61 y siguientes; J. RAMALLO MASSANET manifestada su extrañeza por que un
impuesto  con  tan  escaso potencial recaudatorio como éste  suscitara el  amplísimo debate  que su
refonna  en 1987 originó; en: “Elementos innovadores y cuantificación”...Op. Cit. Pág. 46.

 En  este  sentido:  CHECA GONZÁLEZ, C.:  La  supresión del  Impuesto sobre  Sucesiones y
Donaciones.  Materiales para  la  reflexión.  Madrid:  Marcial Pons,  1996, págs.  129 y  siguientes;
ALONSO  GONZALEZ,  L.  M.:  La  inconstitucionalidad del  Impuesto  sobre  Sucesiones  y
Donaciones. Madrid: Instituto de Estudios Económicos, 2001, pág. 20; para estos autores, la escasa
recaudación pone de manifiesto su escaso potencial redistributivo.

645  Este caso ha sido definido como un “ejemplo gráfico de competencia fiscal en funcionamiento”;

BOADWAY, R. W.; KITCHEN, H. M.: Canadian Tax Policy. . .  Op. Cit. Pág. 48.

646  Véase al respecto: BIRD, R.: “The case for Taxing Personal...Op. Cit. Págs. 6 y siguientes y 22 y

siguientes;  BIRD, R.;  BUCOVETSKY, M. W.:  C’anadian Tax Reform and Private Philanthropy.
Canadian Tax Paper, no.  58. Toronto: CTF, 1976, pág. 40; SMITH, R. S.: Personal Wealth...Op. Cit.
Págs.  130 y  siguientes.  Antes  de  su  desaparición, la  citada  comisión Rowell  Sirois  ya  había
aconsejado que dicha materia imponible volviera a ser regulada por el Estado central, previendo que
la  competencia fiscal iba a tener los efectos que finalmente tuvo.

647  Puede verse esta discusión en: SMITH, R. 5.: Personal Wealth...Op. Cit. Págs. 166 y siguientes.

648  SMITH, R. S.: Personal Wealth...Op. Cit. Págs. 163 y siguientes.
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especiales  dudas  a  la  doctrina,  que  en  general  se  ha  pronunciado  a  favor  de  la

misma649.

La  atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  para

regular  las reduccciones  en la base  imponible  del  ISyD  encierra,  al igual  que  sucede

en  otros  impuestos  cedidos,  la  posibilidad  de  modificar  tanto  la  distribución  de  la

carga  tributaria  como  la  propia  estructura  del  impuesto,  lo  que  implica  la  existencia

de  un amplísimo poder  de disposición  sobre el mismo por parte  de las Comunidades.

La  atribución  de potestades  normativas  a las  Comunidades  Autónomas  sobre

el  ISyD,  que  tuvo  lugar  por  vez  primera  en  1997,  también  se  ha  incrementado

notablemente  a raiz  de  la reforma  del  sistema de  financiación  autonómica  producida

en  2002.  De  acuerdo  con  el  artículo  l3.Tres  de  la  LCTMFC,  las  Comunidades

Autónomas  sólo  ostentaban  potestades  en  las  adquisiciones  niortis  causa,  donde

podían  legislar  sobre  tres  aspectos  de  la  estructura  del  impuesto:  en  primer  lugar,

podían  regular  las  reducciones  de  la  base  imponible,  bien  manteniendo  las  estatales

en  condiciones  análogas,  bien  estableciendo  reducciones  nuevas  que  obedecieran  a

circunstancias  de  carácter  económico  o  social,  propias  de  las  Comunidades

Autónomas.  En  segundo  lugar,  podían  determinar  la  cuantía  y  coeficientes  del

patrimonio  preexistente  y, por  último,  podían  fijar  la tarifa,  siempre  que  tuviera  una

progresividad  similar  a  la  estatal,  siendo  idéntica  a  ésta  en  cuanto  a  la  cuantía  del

primer  tramo de la base  liquidable  y el tipo  marginal  mínimo.

A  partir  de 2002,  de  acuerdo  con  el  artículo  40  de  la  LSF,  las  Comunidades

Autónomas  ostentan  además  potestades  normativas  en  materia  de  adquisiciones

lucrativas  inter  vivos.  Asímismo,  siguen  ostentando  las  mismas  potestades

normativas  sobre  las  adquisiciones  inortis  causa,  si  bien  que  con -  menores

condicionamientos,  pues  se  amplian  las  posibilidades  de  establecer  reducciones  y

649  MARTÍNEZ LAFUENTE, A.: La  cesión  de  tributos.. Op. Cit. Págs. 66 y siguientes;  CAZORLA

PRIETO,  L.  M.;  MONTEJO VELILLA, S.:  El  Impuesto  de  Sucesiones...  .Op. Cit. Págs.  80  y
siguientes.
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desaparecen  los  límites a  la  regulación de  la  tarifa.  Por  último,  se les  atribuyen

potestades  normativas para  establecer deducciones y  bonificaciones en  la  cuota y

aprobar  normas  en  materia de  gestión, liquidación, recaudación e  inspección del

impuesto.  El  incremento  de  potestades  normativas  concede  así  un  amplísimo

abanico  de  posibilidades  para  las  Comunidades Autónomas  en  cuanto  a  la

modificación  de la estructura del impuesto, de manera que, aunque el Estado sigue

manteniendo  potestades para  definir la  base  imponible y  mantener  determinadas

reducciones,  al  menos  en  teoría,  las  Comunidades Autónomas  podrían  reducir

considerablemente  el  gravamen por  este  impuesto a  través  del  ejercicio de  sus

potestades normativas, llegando incluso a su anulación, corno de hecho ha ocurrido

en  otros Estados.

Al  igual que se ha examinado en relación con el IP, también en el ISyD se

produce  una extraterritorialidad del gravamen que puede plantear problemas desde

la  perspectiva del artículo 157.2 de la Constitución. Los puntos de conexión difieren

en  función del hecho imponible del tributo. Así, de acuerdo con el artículo 24.2 LSF,

habrá  que  diferenciar entre, por  un  lado, adquisiciones mortis  causa  y  cantidades

percibidas  por  los  beneficiarios  de  seguros  sobre  la  vida,  y  por  otro,  las

adquisiciones inter vivos.  La posible contradicción con el principio de territorialidad

se  produce en  la primera clase de  adquisiciones, debido a  que se  establece, corno

punto  de  conexión, la residencia habitual del causante. Teniendo en  cuenta que el

sujeto  pasivo del ISyD es el causahabiente, es factible imaginar supuestos en que se

someta  a  gravamen  bienes  situados  en  otra  Comunidad Autónoma.  Aunque  en

menor  medida que en relación con el IP, también algunos autores han afirmado que

los  citados  efectos  extraterritoriales  son  contrarios  al  artículo  157.2  de  la

Constitución650. La única manera de evitar dicha infracción sería modificar el punto

650  ZORNOZA  PÉREZ,  J. J.:  “Corresponsabilidad  fiscal y financiación.. .Op. Cit. Pág.  4037; PÉREZ
ROYO,  J.: El nuevo  modelo...  Op. Cit. Págs.  129 y  130; GARCIA  MORILLO,  J.;  PEREZTREMPS,
P.;  ZORNOZA  PEREZ,  J.:  Constitución...Op.  Cit. Págs.  154y  siguientes;  AGULLO  AGUERO,  A.:
“La  capacidad  normativa...Op.  Cit. Pág.  40.
Para  M. VILLARIN  LAGOS,  dicho  límite  no  se conculca,  ya  que,  según  vimos más  arriba, para  esta
autora  el límite  del  artículo  157.2 de  la Constitución  sólo  ha sido pensado  para  tributos reales,  en: La
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de  conexión, estableciendo como tal  la  residencia del  causahabiente, lo  que,  en

opinión  de algunos autores, sería incluso más acorde con la naturaleza personal del

impuesto,  pues se vincularía al  sujeto pasivo con la  Comunidad Autónoma en  que

reside651. Una opinión contraria es la mantenida por L. M. CAZORLA PRIETO y S.

MONTEJO  VELILLA, para quienes “es el  causante el que da unidad al  fenómeno

sucesorio”, pór lo  que lo decisivo a la hora de determinar el modo de tributar debe

ser  su lugar de residencia652. En cualquier caso, y obviando otros problemas que la

citada  modificación pudiera plantear, tampoco con ella se  evitarían totalmente los

efectos  extraterritoriales, al  igual  que  examinamos  en  relación  con  el  IP.  En

cualquier  caso, y por  las mismas razones que ya  apuntamos entonces, no creernos

que  la atribución de potestades normativas en  el  ISyD suponga una infracción del

citado  precepto de  la  constitucional. Desde una perspectiva diferente, J.  RAMOS

PRIETO  entiende que  la  atribución de  potestades normativas a las  Comunidades

Autónomas  no produce efectos contrarios al artículo 157.2 de la Constitución pues,

al  tratarse de un  impuesto sobre la renta, y complementario también del IRIPF, son

extrapolables a este caso los argumentos de la STC 150/1990, ya examinados653.

Menos  problemático es el  supuesto de las  donaciones, en que no  se produce

ningún  efecto  extraterritorial,  ya  que  se  establecen  dos  puntos  de  conexión

diferenciados;  con carácter general, la  residencia habitual del donatario y,  para  el

caso  de  las  donaciones de  inmuebles, a  los  que  a  estos  efectos  se  asimilan  las

transmisiones a título gratuito de los valores a que se refiere el artículo 108 de la ley

24/1988,  de 28 de julio,  del Mercado de valores, el  punto de  conexión es el lugar

donde  éstos  radiquen.  Estas  previsiones  se  completan  con  una  serie  de  reglas

cesión  de  impuestos... Op.  Cit.  Pág. 250. En sentido similar: TEJERIZO LÓPEZ, J.  M.:  “Estado
actual  de la financiación autonómica...Op. Cit. Pág. 35.

651  RODRÍGUEZ-BEREIJO LEÓN, M.; ZABÍA DE LA MATA, E.: “Los puntos de conexión.. .Op.

Cit.  Págs. 252 y 253.

652  CAZORLA PRIETO, L. M.; MONTEJO VELILLA, S.: El Impuesto  sobre  Sucesiones...  Op. Cit.

Pág.  116.

653  RAMOS PRIETO, J.: La cesión  de impuestos.. .Op. Cit. Págs. 526 y 527.
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especiales. Así, dispone el artículo 24.3 que en caso de que un donante donase a un

mismo  donatario distintos bienes y derechos en un solo documento y, por aplicación

de  los  citados puntos  de  conexión, el  rendimiento deba entenderse producido en

varias  Comunidades Autónomas, corresponderá a cada una de ellas el que resulte de

aplicar,  al valor de los bienes o derechos donados cuyo rendimiento se le  atribuye,

“el  tipo  inedió que, según sus  normas,  correspondería  a! valor  de la totalidad  de  los

transmitidos”.  La misma solución se otorga por la LSF, en su artículo 24.4, para los

supuestos  en que proceda acumular donaciones654.

Además  de los posibles efectos extraterritoriales contrarios al  artículo 157.2

de  la  Constitución, la  atribución de  potestades normativas  a  las  Comunidades

Autónomas  sobre este  impuesto puede provocar, según apuntábamos al principio,

una  considerable modificación de la estructura del impuesto, o una distorsión de los

fines  que  éste  pretende.  Al  analizar  el  concreto ejercicio  de  potestades  por  las

Comunidades, podremos constatar si dichos augurios se cumplen y en qué medida.

4.  El alcance de la atribución de potestades normativas en el ITPyAJD.

El  ITPyAJD es un impuesto indirecto, real y objetivo, pues las circunstancias

personales  de  los  sujetos pasivos no  son tenidas en  cuenta en  su estructura655, e

instantáneo.  Es  además  uno  de  los  impuestos  tradicionalmente  cedido  a  las

Comunidades  Autónomas.  Las  potestades  normativas  atribuidas  se  han  visto

también  sustancialmente incrementadas a partir de la  LSF. Así, bajo  la LCTMFC,

las  Comunidades podían  ejercer  las  siguientes competencias normativas:  en  la

modalidad  “transmisiones patrimoniales  onerosas”, regular el tipo de gravamen en

las  concesiones administrativas, en  la  transmisión de  bienes  inmuebles y  en  la

654  Si bien dichas previsiones han introducido un importante elemento de complejidad en la gestión

del  impuesto, que  ha  sido criticado, entre otros, por  G. ORON MORATAL, en:  “La residencia
habitual como punto de conexión...Op. Cit. Pág. 93.

655  GARCÍA  GIL,  J.  L.;  GARCÍA  GIL,  F.  J.:  Tratado  del  Impuesto  sobre  Transmisiones

Patrimoniales  y  Actos  Jurídicos  Documentados.  Madrid: DIJUSA, 2000, págs. 47 y siguientes.
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constitución  y  cesión  de  derechos  reales  que  recaigan  sobre  los  mismos,

exceptuando los de garantía. Çon la LSF, en esta modalidad podrán además regular

el  tipo  de  gravamen  en la  transmisión de  bienes  muebles y  en  la  constitución y

cesión  de derechos reales que sobre ellos recaigan, exceptuando también aquí los de

garantía.  Asimismo, podrán regular los  tipos  de  gravamen correspondientes a  los

arrendamientos  de bienes muebles e inmuebles, además de aprobar los modelos de

contrato  para el caso de inmuebles. En la modalidad “actos jurídicos  documentados”

podían  regular el tipo de gravamen de los documentos notariales bajo la LCTMFC,

lo  cual no ha variado con la LSF.

Corno  segunda  novedad  de  la  LSF  en  relación  con  este  impuesto,  las

Comunidades  Autónomas podrán  establecer  deducciones y  bonificaciones de  la

cuota,  siempre que sólo afecten a los actos y documentos sobre los que éstas tengan

atribuida  capacidad normativa en  materia de  tipos de  gravamen. Exige además la

LSF  que  las  aprobadas  por  las  Comunidades “resultarán  compatibles  con  las

deducciones  y  bonificaciones  establecidas  en  la  normativa  estatal  reguladora  del

impuesto  sin  que puedan  suponer  una modificación  de  las mismas”.  Al igual que se

prevé  para  el  ISyD,  dichas  deducciones  y  bonificaciones  se  aplicarán  con

posterioridad  a las reguladas por el Estado. Por último, las Comunidades Autónomas

podrán  además regular los aspectos de gestión y liquidación.

Al  igual que sucede en  otros  impuestos cedidos, el  ejercicio de potestades

normativas por  las Comunidades Autónomas podría también suponer una alteración

de  la  naturaleza del  tributo. En  buena medida,  esto ya  se ha  sucedido, pues  son

muchas  las  Comunidades  que  han  aprobado  legislación  donde  se  introducen

consideraciones  personales  para  modular  la  carga  tributaria,  según se ‘verá  cori

detenimiento más adelante.
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5.  El alcance de la atribución de potestades normativas en el IEDMT.

Otra  de  las  novedades introducidas a  raiz  de  la  reforma  del  sistema  de

financiación  autonómica es la inclusión, como impuesto cedido, del  IEDMT, algo

que  había  sido  propuesto  por  la  doctrina  en  numerosas  ocasiones656. En  este

impuesto,  las Comunidades Autónomas ostentan potestades normativas para regular

los  tipos  de  gravamen  dentro  de  unos  determinados límites  establecidos en  el

artículo  43  de  la  LSF. El principal problema que puede plantear la  atribución de

potestades  normativas en  este  tributo  es  que  podría  dar  lugar  a  fenómenos de

competencia  fiscal  entre Comunidades Autónomas. En efecto, teniendo en  cuenta

que  el  punto  de  conexión es  el  lugar de  la  primera matriculación definitiva del

vehículo,  los  sujetos pasivos tendrían una relativa facilidad para  llevar a  cabo la

matriculación  en  aquella  Comunidad  que  hubiera  establecido  la  medida  más

beneficiosa657. De  ahí que cuando se ha propuesto la cesión de este impuesto a las

Comunidades  Autónomas, se ha apuntado la  idoneidad de  establecer la  residencia

del  sujeto pasivo como punto de conexión, al objeto de evitar la competencia fiscal y

asegurar  que  el  rendimiento  afluyese  a  la  Comunidad  Autónoma  donde  es

presumible que se utilizará el transporte con habitualidad658.

656  ADAME  MARTÍNEZ, F.  D.:  Tributos propios  de  las  Comunidades  Autónomas.  Granada:

Comares,  1996, págs. 558 y  559; TEJERIZO LOPEZ, J. M.: “Estado actual de la financiación...Op.
Cit.  Pág.  37;  SANCHEZ  SANCHEZ, A.:  La  corresponsabilidad fiscal  de  las  Comunidades
Autónomas...  Op. Cit. Págs. 448 y siguientes, y en: “Los impuestos especiales como instrumento de
financiación  autonómica”. HPE, núm. 155/2000, págs. 143 y siguientes; RAMOS PRIETO, J.: La
cesión  de impuestos... Op. Cit. Págs. 374 y siguientes.

657  Así lo había advertido ya L. M. ALONSO GONZÁLEZ; en: “Los tributos cedidos y la reforma

(II)...Op. Cit. Pág. 23.

658  SÁNCHEZ SÁNCHEZ, A.: “Los impuestos especiales como instrumento. ..Op. Cit. Pág.  144.

Una  propuesta similar apunta J. RAMOS PRIETO; en: La cesión de impuestos... Op. Cit. Pág. 377.
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6.  Recapitulación: el alcance de las potestades normativas atribuidas sobre los

impuestos  cedidos.

De  lo  examinado hasta ahora es posible extraer una primera conclusión: la

atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  sobre  los

impuestos  cedidos abre  un  amplio abanico de  posibilidades para  que, más allá de

incrementar  la  presión  fiscal  sobre  estos  impuestos,  éstas  puedan  modificar  en

muchos  casos  la  estructura y  la  naturaleza de  estos  impuestos. Esto  implica una

capacidad  normativa en materia tributaria muy superior a la  que ya tenían con los

impuestos propios y los recargos.

Dicho  margen de  actuación es especialmente amplio  si tenemos en  cuenta

que,  sobre esos  mismos impuestos cedidos, las  Comunidades Autónomas pueden

además  establecer  recargos.  Sin  embargo,  dicha  actuación  produciría  notables

distorsiones  en la estructura de esos mismo impuestos, y podría además suponer una

enervación,  de  manera  indirecta, de  los  límites  establecidos en  la  LSF  y  en  la

LOFCA.  Tal  sucedería, por  ejemplo, si  se  establecieran recargos  sobre el  IRPF,

alterando  así la progresividad establecida por el Estado, algo que está prohibido por

el  artículo 38 de la LSF. En realidad, esta situación pone de manifiesto la existencia

de  una cierta confusión con respecto de la figura de los recargos, que tiene lugar a

partir  de la atribución de potestades normativas sobre los impuestos cedidos. En un

intento  de  coordinar  ambos  recursos  autonómicos, se  ha  modificado  el  primer

apartado del artículo 12.1 de la LOFCA, que ahora establece que “Las Comunidades

Autónomas  podrán  establecer  recargos  sobre  los tributos  del  Estado  susceptibles  de

cesión,  excepto  en  el  Impuesto  sobre  las  Ventas  Minoristas  de  Determinados

Hidrocarburos.  En  el  Impuesto  sobre  el  Valor  Aiadido  e  Impuestos  Especiales

únicamente  podrán  establecer  recargos  cuando  tengan  competencias  normativas  en

materia  de  tipos  de gravamen”.  Se restringe así el elenco de tributos’ sobre los que

las  Comunidades Autónomas podrán establecer recargos, al  objeto de no anular la

prohibición  de  aprobar normativa sobre  determinados impuestos cedidos.  Ahora
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bien,  como decíamos más  arriba, nada impide que pueda establecerse un recargo

sobre  el  IRPF o  sobre  el  IEDMT, y parece evidente que dicha  actuación podría

provocar  unos efectos no queridos por el legislador; en el primer caso, modificando

la  progresividad  por  encima  de  lo  permitido  por  la  LSF,  en  el  segundo,

incrementando  los  tipos  de  gravamen por  encima de  lo  habilitado por  la  misma

norma.  Ambas  actuaciones  supondría,  de  facto,  una  infracción  de  los  límites

establecidos por el Estado.

La  posibilidad de  que se produzca una transformación de  la  estructura del

impuesto  surge, con diferentes intensidades, en todos aquellos impuestos cedidos en

que  se han atribuido potestades normativas, según se podrá comprobar en epígrafes

siguientes.  Esta  situación contrasta abiertamente con  los  límites establecidos a la

creación  de recargos por las Comunidades Autónomas. Se da así la paradoja de que

un  mecanismo que pretendía asegurar una mayor coordinación en  el  ejercicio del

poder  tributario autonómico que la que se pueda producir a través del empleo de los

recargos,  termina  por  conllevar  mayores  posibilidades de  descoordinación con

respecto  de la normativa estatal.

Es  pertinente  recordar  aquí  someramente  los  límites  establecidos  al

establecimiento  de  recargos por  las  Comunidades Autónomas, establecidos en  el

artículo  12.2 de  la  LOFCA, que establece que éstos  “no podrán  configurarse  de

forma  que puedan  suponer  una  minoración  en  los  ingresos  del  Estado  por  dichos

impuestos,  ni  desvirtuar  la  naturaleza  o estructura  de  los mismos”.  La prohibición

de  que el recargo merme los ingresos del Estado por el tributo base tiene como ratio

que  el  establecimiento de recargos sea neutral con respecto de  la recaudación que

obtenga  el  Estado por  el tributo base. Parece lógico entender que este límite  sólo

opera  con  respecto  de  los  impuestos cedidos en  que  el  Estado perciba  algo  de

recaudación, esto es, en los momentos actuales, el 1RPF659, ya que es el único en el

659  A  una  conclusión  similar  llegaba  J.  RUIZ  BEATO  BRAVO,  refiriéndose  a  la  dicción  de  la

LOFCA  anterior  a  su  reforma  de  1996,  que  se refiere  únicamente  a  los ingresos  a  percibir  por  los
impuestos  no  cedidos  pero  sobre  los  que  sí cabe  establecer  recargos,  esto  es,  al  IRPF,  puesto  que
resulta  evidente  que  el  Estado  no  percibe  ingresos  por  los impuestos  cedidos,  por  lo  que dificilmente
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que  se  dan  dos  condiciones: que  la  Comunidad Autónoma pueda  establecer un

recargo,  y  que  el  Estado perciba  parte  de  la  recaudación por  ese impuesto. Hay

unanimidad  doctrinal  en  el  sentido  de  concretar  dicha  prohibición  en  la

imposibilidad  de que un recargo autonómico pueda tener carácter de deducible de la

base  o la cuota del impuesto base660, de lo que se deduce que necesariamente se trata

de  un  mandato  dirigido  directamente al  legislador  estatal,  no  al  autonómico661,

interpretación que ha sido avalada por el Tribunal Constitucional662.

En  relación  con  el  segundo límite,  el  Consejo  de  Estado  aflrmó  que  “la

potestad  financiera de las Comunidades Autónomas, en materia de recargos, queda

vinculada  a la naturaleza y estructura del impuesto estatal sobre el que el recargo se

establece,  no  cabiendo, en consecuencia, una alteración en  la  definición del hecho

imponible, los sujetos pasivos, la base y demás elementos que configuran la relación

tributaria. . .la  configuración tributaria  de  los  recargos  es,  pues,  de  dependencia

respecto  de los impuestos recargados por lo que afecta a su presupuesto de hecho (el

recargo  sólo puede existir en función a la existencia previa del impuesto que le sirve

pueden  minorarse, en: “Los recargos de las Comunidades Autónomas sobre los impuestos estatales”,
en:  Organización territorial del Estado (Comunidades Autónomas,), Vol.  IV. Madrid: IEF, 1984,
pág.  2746; ORON MORATAL, G.: Régimen fiscal del juego en España. Madrid: Tecnos, 1990, pág.
170.

660  Precisamente esta imposibilidad de deducción se contenía en los Acuerdos Autonómicos de 1981

firmados entre el Gobierno español y el Partido socialista. Puede verse en: Acuerdos  Autonómicos.
CEC,  1981,  pág.  56.  Por  su  parte,  el  Consejo  de  Estado,  tras  ser  consultado  sobre  la
constitucionalidad del recargo del 3 por  100 establecido por la  Comunidad Autónoma de Madrid,
emitió Dictamen núm. 47, 141, Sec. 5°., Economía y Hacienda, de 3 de diciembre de 1984. En éste
decía  el consejo que sería imposible considerar los recargos autonómicos como un gasto deducible
de  la base del impuesto estatal, puesto que se trata de una carga fiscal adicional, no compensable con
la  que supone el impuesto estatal.

661  Al respecto véase: JIMÉNEZ COMPAIRED, 1.: La imposición propia..  .Op. Cit. Págs. 329 a 333;

por  el mismo autor: “La constitucionalidad del recargo del 3 por 100 sobre la cuota líquida del IRPF
en  cuanto  ingreso  o  recurso  de  la  Hacienda autonómica.  (Notas a  las  Sentencia del  Tribunal
Constitucional 150 (1990, de 4 de octubre)”. REDF, núm. 69/199 1, in toto.

662  Así,  en el FJ. 6° de la STC 150/1990 se afirmaba que “si el art. 12.2 de la L.O.F.G.Á. prohíbe que

tales  recargos  puedan  suponer  una  minoración  en  los  ingresos  del  Estado,  ello  ha de  signflcar  sin
ningún  género  de  dudas  que  la propia  L. O.F. C.A  ha  considerado  inaplicable  la deducción  prevista
en  el art.  19.1  a)  de  la Ley  44/1978  en  lo tocante  a  los recargos  que  establezcan  las  comunidades
Autónomas  en  el Impuesto  sobre  la Renta”.
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de  base)  y  a  la  configuración  de  la  relación  jurídico-tributaria  (identidad  de  hecho

imponible  y sujeto  pasivo)”663

Algunos  autores  han  extraído  de  este  limite  que  los recargos  sólo  se podrían

establecer  sobre  las  cuotas  de  los impuestos  estatales,  pero  nunca  sobre  las bases664.

De  una  manera  más  matizada,  otros autores  vinculan  la necesidad  de que  el recargo

recaiga  sobre  la  base  o  sobre  la  cuota  a  la  propia  estructura  del  impuesto,  lo  que

exige  un  examen  caso  por  caso  de  las  características  del  tributo  base.  De  esta

manera,  y  tomando  el  ejemplo  del  IRPF,  si  su  carácter  subjetivo  se  deduce

principalmente  del  conjunto  de  deducciones  en  la  cuota,  parece  evidente  que  un

recargo  sobre  la  base  prescinde  del  citado  carácter  y,  en  esa  medida,  desvirtúa  la

estructura  y  naturaleza  del  impuesto665. Ahora  bien,  la  situación  es  diferente  en  el

IRPF  surgido  de  la  reforma  operada  en  1998,  que  desplaza  el  conjunto  de

deducciones  que  subjetivizan  el  impuesto  a la base.  En  consecuencia,  posiblemente

ahora  un recargo  sobre la base  de  este impuesto no  incurriría  en  la prohibición  de  la

LOFCA.  Por  ello,  y  teniendo  en  cuenta  la  vagúedad  e  imprecisión666 del  citado

663  Dictamen núm. 47, 141, Sec. 5arn,  Economía y Hacienda, de 3 de diciembre de 1984.

664  Por ejemplo, J. A. SÁNCHEZ PEDROCHE niega implícitamente esa posibilidad al descartar que

el  recargo pueda extenderse más allá  de suponer una  competencia sobre el tipo de gravamen, en
“Inconstitucionalidad  del nuevo modelo de financiación autonómica? (1)”. RVHP, Palau 14, núm.
29/1997,  pág. 21; J.  RAMALLO MASSANET no  lo dice expresamente, pero lo da a entender en:
“Elementos jurídicos...Op. Cit. Págs. 417, 424 y 433.

665  Así, refiriéndose al IRPF anterior a la reforma de 1998, J. J. ZORNOZA PÉREZ afirmaba que, en

el  caso  del  IRPF,  un  recargo sobre  la  base  haría  inoperantes las  deducciones establecidas que
permiten  calificarlo como un impuesto subjetivo; en: Voz “recargo”.. .Op. Cit. Pág. 5473; en sentido
similar, JIMENEZ COMPAIRED, 1.: La imposición propia.. .Op. Cit. Pág. 335; por ello, este autor
considera contrario a  la LOFCA el recargo transitorio sobre el IRPF que, para el ejercicio de 1983,
estableció  la Comunidad Autónoma vasca en la Ley 23/1983, de 27 de octubre, dado que consistía
en  un tipo variable que recaía sobre la cuota íntegra -en lugar de un tipo proporcional sobre la cuota
líquida-  y porque se establecía una exención para rentas inferiores a determinadas cuantías. Para C.
MONASTERIO ESCUDERO y J.  SUÁREZ PANDIELLO, el recargo se podrá establecer sobre “la
base  o la cuota del impuesto, si el tributo es indirecto o de carácter real, y sobre la cuota cuando sea
de  naturaleza personal”; en: Manual de Hacienda autonómica y  local. Barcelona: Ariel, 1998, págs.
166y  167.

666  Como ya señalaba O. DE LA PEÑA VELASCO: “Los recargos corno recursos.. .Op. Cit. pág.

388.  Precisamente en relación con este  límite, señalan J.  LASARTE ALVAREZ, y  J.  CALERO
GALLEGO,  en: “El recargo en el impuesto.. .Op. Cit. Pág. 408: “es difícil determinar en teoría en
qué  momento  se  produciría  esa  desvirtuación, pues,  entre  otras  cosas,  no  es  sencillo fijar  el
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precepto,  de  la  cual  se  ha  hecho  eco  el  propio  Tribunal  Constitucional,  es posible

mantener  que  el  recargo  puede  articularse  de  diversas  formas,  pudiendo  ser

proporcional  o  progresivo,  recaer  sobre  la  base  o  sobre  alguna  de  las  cuotas  y, por

último,  cabiendo  la  posibilidad  de  que  incluya  determinadas  deducciones.  Será

necesario  un  análisis  caso  por  paso  para  determinar  en  qué  medida  las  citadas

modalidades  de recargo  incurren  en la prohibición  del  artículo  12.2 LOFCA667.

En  cualquier  caso,  es claro  que  la  preocupación  principal  del  legislador  a la

hora  de  establecer  el  marco  para  el  establecimiento  de  recargos,  era  salvaguardar  la

naturaleza  y  estructura  de  los  impuestos  estatales  recargados.  Habida  cuenta  de  la

amplitud  de  las  potestades  normativas  atribuidas  a  las  Comunidades  Autónomas

sobre  los  impuestos  cedidos,  y  la  a  menudo  imperfecta  precisión  de  los  límites,

según  se verá  en  epígrafes  siguientes,  parece  evidente  que  en este  caso  no era  ésta la.

preocupación  principal,  aunque  para  alguna  autora  la  interdicción  de  alterar  la.

estructura  y  naturaleza  del  impuesto  estatal  es  predicable  también  de  la  cesión  de

impuestos668.

Según  apuntamos  más  arriba,  los  impuestos  cedidos  con  potestades

normativas  son  algo  similar  a  la  propuesta  que  efectuara  J.  RAMALLO

MASSANET  de  establecer  impuestos  “de  formación  compartida  por  cesión

parcial”669.  Pues  bien,  interesa  destacar  que  ya  entonces  puso  este  autor  de

manifiesto  una  de  las  claves  de  esta  atribución  de  potestades,  afirmando  que

contenido  de  los  propios  conceptos  de  naturaleza y  estructura de  un  impuesto.  Simplificando
excesivamente puede decirse que se llegará a ese resultado cuando éste deje de ser lo que es según la
legislación  estatal, como consecuencia de  que  los  efectos del recargo  invaliden la  intención del
legislador, distorsionando alguno o algunos de los puntos clave del tributo o acentuando la presión
fiscal”.

667  Señala A. LÓPEZ DÍAZ que “la vinculación del recargo al impuesto base se produce a través de

la  base imponible del recargo, la cual será según los casos, la base o la  cuota del impuesto”, en:
“Régimen jurídico de los recargos de las Comunidades Autónomas”. RHAL, núm.  52/1988, pág. 48.

668  PLAZA Y JABAT,  S.: “La báse constitucional de las competencias normativas.. .Op. Cit. Pág.

934.

669  RAMALLO MASSANET, J.: “Contenido, instrumentos y límites...Op. Cit. Págs. 29 y siguientes.
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“llegados  a  este  punto  se podrá  discutir  el  ámbito  de  esa  cesión  normativa,  si  sólo

debe  alcanzar  a  los  elementos  de  cuantificación  del  tributo  —a todos  ellos  o  a  una

parte-  o  si  también  puede  afectar  a  algunos  elementos  de  cualificación  —los

relacionados  con  gastos  fiscales,  por  ejemplo-.  Yparaesonoparecequepueda

existirunareglageneralsinoquedependerádelanaturalezaquetengaylafunción

quecumplacadaunodelosimpuestoscuyanormaparcialsecede”670.

IV.  EL  EJERCICIO  DE  POTESTADES  NORMATIVAS  POR  LAS

COMUNIDADES  AUTÓNOMAS  SOBRE LOS IMPUESTOS  CEDIDOS.

A  efectos  expositivos,  y  en  aras  de  una  mayor  claridad,  en  este  apartado  se

seguirá  la  estructura  del  impuesto,  ordenada  siguiendo  el  esquema  lógico  de  los

distintos  elementos  en  las  normas  tributarias,  de  manera  que  se  comienza  por  el

hecho  imponible  para  finalizar  en  la  cuota  tributaria.  La  justificación  de  este

esquema  es relativamente  sencilla  de comprender;  como es sabido,  cada uno de estos

elementos  tiene  una  importancia  relativa  distinta  en  el  tributo,  que  deriva  de  la

intensidad  de  su relación  con su  hecho  imponible.  De esta  manera,  algunos  de ellos,

como  el propio  hecho  imponible  y la base  imponible,  son esenciales  para  determinar

la  identidad  y  entidad  de  la  concreta  figura  tributaria,  mientras  otros  tienen  un

carácter  secundario.  Pues  bien,  según  tuvimos  ocasión  de  examinar  en  el  primer

capítulo,  si esto  es así,  es lógico  que, a efectos de determinar  el reparto  de  la materia

imponible  o  el  grado  de  reparto  del  tributo  o,  en  definitiva,  el  grado  de

disponibilidad  que  adquiere  la  Comunidad  Autónoma  sobre  el  tributo,  no  sea

indiferente  sobre  qué  aspectos  del  mismo  pueda  ésta  ostentar  competencias

normativas,  de ahí  el interés  de emplear  el citado esquema.

Antes  de  entrar  a  examinar  la  citada  normativa  autonómica,  procede  hacer

aquí  referencia  a  una  cuestión  previa,  de  carácter  aparentemente  formal,  y  que

constituye  un  problema  común  a  todos  los  impuestos  cedidos;  nos  referimos  al

670  RAMALLO MASSANET, J.: “Contenido, instrumentos y límites.. .Op. Cit. Pág. 29 (el subrayado

es  nuestro).
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vehículo  normativo  empleado  por  todas  las  Comunidades  Autónomas  para  el

ejercicio de sus potestades.

1.  Un  problema  previo:  el  ejercicio  de  potestades  normativas  sobre  los

impuestos  cedidos  a  través  de  las  Leyes  de  Presupuestos  y  Leyes  de

acompañamiento  autonómicas.

Prácticamente  todas  las  medidas  normativas  establecidas  por  las

Comunidades  Autónomas sobre impuestos cedidos  se contienen en  sus Leyes de

Presupuestos y en las denominadas “de acompañamiento”671. Esta forma de proceder

plantea  los  siguientes problemas:  en  primer  lugar  si,  habida  cuenta  de  que  los

impuestos  cedidos son de titularidad estatal, es aquí aplicable el  límite del artículo

134.7  de la Constitución. En segundo, si el empleo, que podría llegar a calificarse de

abusivo,  de  las  leyes  de  acompañamiento, plantea  algún  problema  desde  la

perspectiva  del principio de seguridad jurídica, según se ha  sostenido desde algunos

sectores doctrinales.

El  artículo 134.7 de la Constitución establece que “la Ley  de Presupuestos  no

puede  crear  tributos.  Podrá  modificarlos  cuando  una  ley tributaria  sustantiva  así lo

prevea”.  Superado el  debate sobre la  naturaleza jurídica  de  esta  clase de  leyes, :
sentado que se trata de leyes ordinarias672, hay acuerdo en entender que la ratio de la

prohibición estriba en las limitaciones que al debate presupuestario impone la propia

Constitución673. Partiendo de que este precepto contiene en realidad un norma sobre

671  El profuso empleo de estas Leyes en materia tributaria era ya una constante en las Comunidades

autónomas;  JIMENEZ  COMPAIRED,  1.: “Sobre el  contenido de  las Leyes regionales...Op. Cit.
Págs.  682 y siguientes.

672  La  calificación de la Ley de Presupuestos como ley material fue  tempranamente sentada por el

Tribunal  Constitucional en  su  Sentencia 27/198 1, de 20  de julio.  Véase al  respecto: CAZORLA
PRIETO,  L.  M.: “Artículo  134”; en: AA.VV.  (Dir.: F.  GARRIDO FALLA):  Comentarios a  lá
Constitución. Madrid: Civitas, 2001, págs. 2275 y siguientes.

673  Así  lo  ha  afirmado  el  Tribunal  Constitucional,  entre  otras,  en  las  Sentencias  65/1987,  de  21  d.e

mayo  y  76/1992,  de  14  de  mayo.  Véase  al  respecto,  entre  otros:  RAMALLO  MASSANET,  J.:
“Modificación  de  la  Ley  General  Tributaria  por  la Ley  anual  de  Presupuestos  Generales  del  Estado
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las  fuentes del derecho, y teniendo en cuenta que en la normativa reguladora de los

debates  parlamentarios  en  las  Cámaras  autonómicas  se  contienen  similares

limitaciones al debate parlamentario, en la doctrina se ha propugnado su aplicación a

las  homólogas leyes autonómicas674. Desde esta óptica ha sido criticada la doctrina

del  Tribunal  Constitucional en  relación  con  las  Leyes  de  Presupuestos de  las

Comunidades  Autónomas  contenida  en  las  SSTC  116/1994,  de  18  de  abril;

149/1994,  de  12 de mayo y  184/1998, de 23 de julio675, donde, pese a reconocerse

que  dichas leyes tienen la misma naturaleza que las estatales, se niega la aplicación a

las  mismas de la citada prohibición, con base en que ésta se refiere sólo a las Leyes

de  Presupuestos del Estado, en  sentido estricto. Esta jurisprudencia tiene la mayor

relevancia  si  se  tiene  en  cuenta  que,  con  la  única  excepción  del  Estatuto  de

autonomía de La Rioja, ningún Estatuto ha recogido una prohibición similar a la del

(STC  76/1992, de 14 de mayo)”.  CT  núm. 64/1992, págs. 134 y siguientes; ZORNOZA PÉREZ, J.
J.:  “La Ley de Presupuestos y el sistema de fuentes del derecho...Op. Cit.  Págs. 369 y siguientes;
CAZORLA PRIETO, L. M.: “Artículo l34”...Op. Cit. Págs. 2331 y siguientes. El argumento de las
restricciones  al debate parlamentario ha suscitado controversia en la doctrina. Una opinión contraria
había  expresado ya J.  J.  HINOJOSA TORRALVO para  quien son razones históricas,  y  no  las
citadas  restricciones, que en su opinión no  derivan de la  Constitución, las  que  justifican  la  citada
restricción;  en  :  “La Ley  de  Presupuestos.  Función,  contenido  y  límites”.  REDF,  núm.  62/1989,
págs.  257 y  siguientes.  A  partir  de  la  STC  76/1992,  ha  habido  también  numerosas  críticas  al  citado
argumento;  véase  el  voto  particular a  esta  Sentencia formulado por  el  Magistrado L.  LOPEZ
GUERRA.  En sentido similar: JIMENEZ DIAZ, A.: “La Ley de Presupuestos: seguridad jurídica y
principios  de  relación entre  normas”.  REDF,  núm.  82/1994,  págs.  305  y  siguientes  y  320  y
siguientes.

674  FERREIRO LAPATZA, J. J.: La Hacienda de las Com unidades autónomas... Op. Cit. Págs. 244 y

siguientes;  DE  LA  PENA  VELASCO, G.:  “La prohibición de  crear  tributos por  las Leyes de
Presupuestos  de  las  Comunidades Autónomas”, y:  ESEVERRI MARTINEZ,  E.:  “Notas  para
configurar  la Ley Presupuestaria de las Comunidades Autónomas”, págs.  981 y siguientes, ambos
trabajos;  en:  AA.VV.: Organización Territorial del Estado  (Comunidades autónomas). Vol.  II,
Madrid:  IEF,  1984, págs.  2596  y  siguientes. FALCON Y  TELLA,  R.:  “Límites materiales y
temporales de la parte dispositiva de la Ley de Presupuestos”. AA.VV.: Las Cortes Generales, vol.
II.  Madrid: IEF, 1987, págs. 970 y siguientes y 979; MARTIN RETORTILLO, L.; RODRIGUEZ
BEREIJO,  A.:  La  ley  de  Presupuestos  Generales del  Estado.  Eficacia  temporal y  carácter
normativo.  Madrid: CEC, 1989, pág.  18; ZORNOZA PEREZ, J. J.:  “La Ley de Presupuestos y el
sistema  de fuentes del derecho: en tomo  a  la  STC 76/1992, de  14 de mayo”. AA.VV.: Informe
Comunidades autónomas 1992. Barcelona: Instituto de Derecho Público, 1993, págs.  364 y 373 a
376.  JIMENEZ COMPAIRED, 1.: La iinposiciónpropia...Op. Cit. Págs. 168 a  170.

675  Especialmente ilustrativo es  el  voto particular presentado por  el Magistrado A.  RODRÍGUEZ

BEREIJO  a la primera de estas Sentencias. Véase una  crítica a esta jurisprudencia en: JIMENEZ
COMPAIRED,  1.: “Sobre el contenido de las Leyes regionales de presupuestos”. RDFyHP, núm.
237/1995, págs. 680 y siguientes; ADAME MARTINEZ, F. D.: Tributos propios...Op. Cit. Pág. 353.
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texto  constitucional, si  bien  todos  contienen las  mismas  restricciones  al  debate

parlamentario contenidas en la Norma fundamental.

Según  afirmábamos al  principio,  muchas  Comunidades Autónomas  han

empleado  este vehículo normativo para aprobar disposiciones normativas en materia

de  impuestos cedidos. Si atendemos a la jurisprudencia del Tribunal ConstitucionaiL

en  esta  materia,  parece  que ninguna  objeción constitucional cabe  hacer  a  dicha

práctica.  Ahora bien, hay que  destacar que  la  situación resultante no  deja de  ser

paradójica,  pues,  al  menos  en  teoría,  las  Comunidades pueden  hacer  sobre  los

impuestos  estatales algo que, de  acuerdo con el Alto Tribunal, al propio Estado le

estaría vedado, pues éste precisa en todo caso de la previa habilitación mediante una

ley  tributaria  sustantiva.  Claro que, por  otro lado, es cierto que, en  la práctica, la

totalidad  de  las  normas  estatales reguladoras de  los  impuestos cedidos contienen

cláusulas  donde se habilita al  legislador a  modificar determinados aspectos de  los

mismos  mediante Ley de Presupuestos, lo cual plantea a su vez no pocos problemas

desde  la perspectiva constitucional en los que no procede entrar aquí676.

Pero  el problema no se ciñe sólo al  empleo de las Leyes de Presupuestos de

las  Comunidades Autónomas, sino que va más allá, pues en realidad la mayor parte

de  la  normativa autonómica se contiene en  las  citadas leyes de  acompañamiento.

Esta  clase de leyes, como es sabido, surgió a raiz de la jurisprudencia contenida en la

STC  76/1992, como una manera de “escapar” a los estrictos límites que al contenido

de  las Leyes de Presupuestos establecía el Tribunal. Esta solución ha sido duramente

criticada  por la doctrina, pues esta clase de leyes, se argumenta, no es más que una

especie  de  “clon”  de  las  leyes  de  presupuestos,  habida  cuenta  de  que  en  su

aprobación concurren en la práctica las mismas restricciones al debate parlamentario

que  justifican los límites contenidos en  el  artículo 134.7 de la  Constitución677. Po:r

676  Como  afirmaba  R. FALCÓN  Y TELLA,  una  habilitación  indiscriminada  para  modificar  cualquier

elemento  del tributo  mediante  Ley de Presupuestos  terminaría  por  enervar  el propio  artículo  134.7 de
la  Constitución;  en:  “La  habilitación  a  las  Leyes  de  Presupuestos  para  modificar  tributos”.  REDF,
núm.  33/1982,  pág.  43.
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ello,  su  empleo  abusivo  produciría  similares  efectos  perjudiciales  que  el  citado

principio  pretende  evitar,  suponiendo  un  atentado  contra  el  principio  de  seguridad

jurídica678 y un.fraude  de  constitucionalidad679. Esta  cuestión  es controvertida  y, por

el  momento,  no  hay  pronunciamiento  del  Tribunal  Constitucional  en  relación  con

esta  clase de leyes.  En  cualquier  caso, interesa  destacar  que toda  la problemática  que

esta  clase de  leyes  suscita  es trasladable  a las  Comunidades  Autónomas.  Por  lo  que

se  refiere  a  las  disposiciones  normativas  aprobadas  por  éstas  en  materia  de

impuestos  cedidos,  todos  los  efectos  nefastos  achacados  a  esta  clase  de  normas  se

ponen  especialmente  de  manifiesto680. La  defectuosa  técnica  legislativa  por  éstas

empleada  tiene  entre  otras  consecuencias,  que  no  siempre  resulte  sencillo  saber

dónde  se  encuentra  regulada  la  normativa  autonómica  sobre  un  determinado

impuesto  cedido,  pues por  lo  general  ésta  se encuentra  dispersa  entre  distintas  leyes

677  El paralelismo que se produce, en la práctica, en la tramitación de las  Leyes de Presupuestos y

las  “de acompañamiento”, puede verse en el exhaustivo trabajo de L. M. CAZORLA PRIETO: Las
llamadas  leyes de acompañamiento presupuestario: sus problemas de constitucionalidad. Madrid:
Marcial Pons, 1998, págs. 42 y siguientes.

678  CAZORLA PRIETO, L.  M.: Las  llamadas leyes  de  acompañamiento... Op.  Cit.  Págs.  82  y

siguientes.  MARTINEZ LAGO, M.  A.:  “Leyes de  Presupuestos y  Leyes “de  acompañamiento”
(aspectos constitucionales de los Presupuestos Generales del Estado y abuso de las formas jurídicas
por  el Gobierno)”. REDF, núm. 104/1999, págs. 790 y siguientes. CHICO DE LA CAMARA, P.:
“Ley  de Presupuestos y Ley de Acompañamiento en el Derecho comparado con especial referencia
al  caso  italiano”.  QF, núm.  1/1999, pág.  21.  Una postura  crítica  sobre  estas posiciones es  la
mantenida  por A. JIMENEZ DIAZ, que si bien afirma la posibilidad de que dichas leyes “no pasen
el  test de seguridad jurídica en su totalidad”, duda de que ello constituya por sí mismo un motivo de
inconstitucionalidad,  pues  tampoco  otras  leyes pasarían  dicho  test,  por  ejemplo  si  se  agrupan
materias  inconexas en un mismo texto normativo; en: “La impugnación de las Leyes Medida como
problema.  Consideraciones desde la jurisprudencia constitucional sobre la  Ley de Presupuestos”.
REDF,  núm. 112/2001, pág. 654.
Para  solucionar  dicho  problema,  CAZORLA propone  una  mejor  ordenación  de  las  leyes  de
acompañamiento, dividiendo su estructura por materias; véase al respecto págs. 131 y siguientes de
la  obra citada y,  por  el  mismo autor: “Propuestas de reforma de la  actual configuración de las
llamadas  leyes de acompañamiento presupuestario”. CT, núm. 85/1998, págs. 80 y siguientes.

679  CAZORLA PRIETO, L.  M.: Las  llamadas leyes de acompañamiento...Op. Cit. Págs.  117 y

siguientes;  FALCON Y TELLA, R.:  “Leyes de Presupuestos y Leyes “de Acompañamiento”: un
posible  fraude a  la Constitución”. QF, núm. 22/1994, págs. 5 y 6;,por  el mismo autor: “Leyes de
acompañamiento y técnica legislativa”. QF, núm. 1/1997; MARTIN QUERALT, J.:  “La Ley de
Acompañamiento o el sinvivir del derecho”. TF, núm. 74/1996, págs. 5 y siguientes.

680  Véase  al  respecto  la  crítica  de  J.  RAMALLO MASSANET; en:  “Prólogo”  a  BOKOBO

MOICHE,  S.: Los puntos de conexión en los tributos autonómicos. Valladolid: Lex Nova, 1998, pág.
18.  En sentido similar: RAMOS PRIETO, J.: La cesión de impuestos...Op. Cit. Págs. 604 y 605.
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de  acompañamiento, cuyos títulos no suelen aportar tampoco demasiada luz acerca

de  su contenido681.

2.  La atribución de potestades normativas que inciden sobre la base imponible:

el  IP y el ISyD.

Sobradamente  conocida es la  estrecha relación. existente entre la  base  y el

hecho  imponible  de  los  tributos.  Dicha  conexión  era  explicada  de  forma

meridanamente clara por J. RAMALLO MASSANET, que afirmaba que “si se paga

una  deuda  tributaria cuya cuantía deriva de  la  base  imponible y  cuya existencia.

deriva  del  hecho  imponible, aquella base  debe referirse  a  este  hecho.  Pero  esta.

ligazón  entre el hecho imponible y la cuantía de la obligación, que implica la ligazón

con  la  base  imponible, no  sólo  es  lógica, sino que  además es  una  exigencia del

ordenamiento  positivo  constitucional en  cuanto  que  el  mismo  prescribe  que  la

distribución de la carga fiscal se haga de acuerdo a la capacidad económica”682.

La  citada conexión lógica tiene especial utilidad para  subrayar la relevancia

que  tiene la atribución de potestades normativas a las Comunidades Autónomas para

incidir  sobre la base imponible de los tributos. Hasta el momento, puede decirse que

ostentan  dicha potestad  en  dos impuestos: el  IP y  el  ISyD,  si bien  las  facultades

normativas  atribuidas se circunscriben al establecimiento de reducciones en la base

imponible  para  determinar la  liquidable, no  pudiendo, en  consecuencia, alterar la

definición  que de este elemento del tributo haya sido establecida por  el Estado. Por

lo  tanto, las posibilidades de incidir sobre el hecho imponible en estos dos impuestos

son  mucho menores que los  que examinamos en  el  caso de  los  Tributos sobre el

Juego,  que ya calificamos de impuesto propio, sobre todo si se tiene en cuenta que

681  En  los momentos  actuales,  la  fuente  más  fiable  para  conocer  la  normativa  autonómica  existente

sobre  los  impuestos  cedidos,  así  como  la  que  ya  no  está en  vigor,  es  la  página  web  de  la  AEAT,  en
www.aeat.es.

682  RAMALLO  MASSANET,  J.:  “Hecho  imponible  y  cuantificación  de  la  prestación  tributaria”.

REDF,  núm.  20/1978,  págs.  622  y  623.  Véase  también  al  respecto:  CORS  MEYA,  F. X.:  “La  base
imponible”.  REDF,  núm.  72/1 991,  págs.  493 y siguientes.
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ambos  responden  al  esquema  según  el  cual  las  reducciones  en  la  base  operan  una

vez  que  el  hecho  imponible  ha  sido  ya  cuantificado,  por  lo  que  ya  se ha  medido  la

capacidad  económica  sujeta a gravamen683.

2.1.  La regulación  autonómica  del  mínimo exento  en el IP.

Ya  hemos hecho  referencia a la  importancia  relativa  que  tiene  la atribución,  a

las  Comunidades  Autónomas,  de  potestades  normativas  para  regular  el  mínimo

exento  en  el  IP.  Entre  otras  posibilidades,  éstas  podrían  introducir  un  considerable

grado  de  subjetivización  en  el  impuesto,  mutando  así  su  naturaleza.  Asimismo,

podrían  reducir  notablemente  el  gravamen  por  este  impuesto,  lo  que  incluso  podría

llegar  a  afectar  a  la  función  de  control  que  este  impuesto  cumple  con  respecto  del

IRPF.

Hasta  el  momento,  únicamente  la  Comunidad  Autónoma  de  Cataluña684 ha

regulado  el  mínimo  exento  en  el  IP,  introduciendo  un  elemento  no  previsto  por  la

LIP  y  que  claramente  introduce  un  elemento  de  subjetivización  del  impuesto,  al

incrementar  el  mínimo  exento  a  216.400  euros  para  aquellos  sujetos  pasivos  que

tengan  un grado  de discapacidad  igual o superior  al 65 por  100.

Por  otro lado, tanto  esta  Comunidad  como la Valenciana685 han  establecido  un

mínimo  exento en el IP de cuantía  igual a la prevista en el artículo  28 de la LIP.

683  ARRIETA  MARTÍNEZ  DE PISÓN,  J.: Técnicas desgravatorias.  . Op. Cit. Pág. 67.

 Artículo  2 de la Ley 3 1/2002,  de 30 de diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

685  Artículo  8 de la  Ley  13/1997, de 23 de diciembre,  por  el que  se regula  el  tramo  autonómico  del

Impuesto sobre la  Renta  de  las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos.
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2.2.  La regulación autonómica de las reducciones estatales y el establecimiento

de  reducciones, propias autonómicas en el ISyD: problemas detectados.

De  acuerdo  con  el  artículo  40  de  la  LSF,  las  Comunidades Autónomas

pueden  ejercer sus potestades normativas sobre las reducciones en el ISyD, en  sus

dos  modalidades, mortis  causa  e inter vivos,  y de dos maneras diferentes; regulando

las  previstas  en  la  normativa  estatal o  estableciendo reducciones propias.  En  el

primer  caso, dispone la  LSF que la  normativa autonómica desplazará a  la  estatal,

sustituyéndola,  mientras que  en  el  segundo, ambas  reducciones serán  aplicables,

pero  la  estatal  lo  será  en  primer  lugar.  En  definitiva,  y  al  igual  que  hacía  la

LCTMFC,  la LSF prevé requisitos diferentes para las dos modalidades de ejercicio

de  potestades normativas en  materia de  reducciones. Por  ello, los  problemas que

plantea  su ejercicio por  las Comunidades Autónomas serán, en ocasiones, también

distintos.

A  continuación daremos cuenta de  los problemas que hemos detectado tras

haber  analizado toda  la  normativa  autonómica en  esta  materia.  Posteriormente,

expondremos  resumidamente la  concreta normativa aprobada, al  objeto de  poder

tener  una idea global  de  cuáles han  sido las  tendencias seguidas por  las  distintas

Comunidades  en este impuesto cedido, lo que nos permitirá emitir un juicio acerca

de  las  consecuencias que,  en  este  caso, ha  tenido la  cesión tanto  sobre  la  propia

configuración  del  impuesto  como  sobre  el  reparto  efectivo  del  mismo  que  la

atribución de potestades normativas supone.

Como  decíamos, de acuerdo con el  artículo 40 de la LSF, las condiciones y

consecuencias  de regular las reducciones estatales o establecer reducciones nuevas

son  bien diversas. En efecto, en el primer caso, y frente al  anterior artículo 13.Tres

de  la LCTMFC, que sólo permitía la regulación de las reducciones en el ISyD por

las  Comunidades Autónomas con  la  obligación de  mantener  las  del  Estado “en

condiciones  análogas  a las establecidas  por  éste “,  la  LSF deja a las Comunidades la
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opción  entre  mantenerlas en  dichas  condiciones  o  establecer  condiciones  más

beneficiosas  para los sujetos pasivos. Esto último sólo podrá llevarse a cabo de tres

maneras  que, según se desprende de los términos de la ley, son supuestos tasados: en

primer  lugar, modificando las  cuantías, mediante el  “aumento  del  importe  o  del

porcentaje  de  reducción”.  En  segundo lugar,  modificando su  ámbito  subjetivo,

mediante  la  “ampliación de  las personas  que puedan  acogerse  a  la misma”  y, por

último,  modificando las  condiciones mediante la  “...disminución  de  los  requisitos

para  poder  aplicarla”.  Es  así  evidente, por  lo  tanto, que  lo  que  en ningún  caso

podrán  hacer las Comunidades Autónomas es “empeorar”, para  los sujetos pasivos

del  impuesto, las condiciones de las reducciones estatales, salvo que entendamos que

la  obligación de  mantener  las  reducciones  en  condiciones  análogas  no  impide

reducir  las  cuantías o el ámbito subjetivo o establecer requisitos adicionales. En la

doctrina  ha  habido  diversas interpretaciones sobre  el  citado  requisito.  Así,  hay

quienes  han entendido que implica la  obligación de  mantener los presupuestos de

hecho  de  la  reducción, pero  no  las  cuantías, que podrán  ser  modificadas686. Para

otros  autores, este requisito conlleva la obligación para las Comunidades Autónomas

de  mantener las  reducciones estatales en  sus mismos términos, de  manera que la

normativa  estatal  se  configura como  un  mínimo que  las  Comunidades estarán

obligadas  a respetar en todo caso687. Desde una perspectiva teleológica, esta última

686  Lo ha entendido así NÚÑEZ  GRANÓN,  M.:  Las  desigualdades tributarias por  razones

familiares y de residencia. Madrid: Marcial Pons, 1998, pág. 263; En este sentido se ha pronunciado
además  la Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria, como se expone en: TORMO
TORMO,  1: “Tratamiento en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, de la transmisión de las
empresas  familiares  en  el  ámbito  de  la  Comunidad  Valenciana:  análisis  de  las  novedades
introducidas  por  la  Ley  11/2000,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales,  de  Gestión
Administrativa y Financiera y de Organización de la Generalitat Valenciana”. RVEH, núm. 2/2001,
pág.  110; este autor vincula la citada interpretación a la distinción entre materia y hecho imponible
que  se desprende de la interpretación que el Tribunal Constitucional ha efectuado de los apartados 2
y  3 del artículo 6 de la LOFCA, entendiendo que al regular una reducción estatal, las Comunidades
Autónomas  actúan sobre el hecho imponible, mientras que al establecer una nueva, lo hacen sobre la
materia imponible (págs. 110 y 111); creemos sin embargo que la asimilación no es conecta, pues en
cualquier  caso estamos siempre ante el mismo hecho imponible.
En  contra, R.  ROSA CORDON, para  quien una  Comunidad Autónoma estará manteniendo una
reducción  en condiciones análogas siempre que “comprenda dentro de su ámbito la totalidad de los
contribuyentes que realicen el presupuesto de hecho de la reducción estatal, aunque se amplíe dicho
ámbito  a otros contribuyentes y se  modifiquen la cuantía o los porcentajes de reducción”, en: “La
capacidad  normativa tributaria de las Comunidades Autónomas”. CT, núm. 92/1999, pág.  120. Se
adhiere a esta opinión J. RAMOS PRIETO: La cesión de impuestos...Op. Cit. Pág. 523.
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interpretación  es la  que nos  parece más  coherente con  el  papel  que  cumplen las

reducciones  en este impuesto, como elemento de subjetivización del gravamen688, lo

que  explica el  especial interés que  tiene  el  Estado en  que  se mantengan  en  sus

propios  términos. Esto implica, además que, en este caso, las Comunidades tampoco

ostentan potestades para introducir modificaciones en la naturaleza y los fines de las

reducciones  estatales. Lo  que  el  artículo 40  de  la  LSF permite  es,  en  exclusiva,

establecer  una  regulación  que  resulte  más  beneficiosa  para  los  sujetos  pasivos,

incrementando  los porcentajes  o  cuantías, o  el  ámbito subjetivo de  aplicación, o

estableciendo menor número de requisitos. Pero lo que no permite es alterar los fines

de  la  reducción.  Esto  se  deduce,  realizando  una  interpretación  sistemática delL

precepto,  por un  lado, de la  minuciosa enumeración de lo  qué las  Comunidades sí

pueden  hacer al regular las reducciones estatales, y por otro, de la posibilidad que se

establece  de  que  creen reducciones “que  respondan  a  circunstancias  de  carácter

económico  o social propias  de la Comunidad Autónoma”.

En  el segundo supuesto, el artículo 40 de la LSF permite a las  Comunidades

Autónomas  crear reducciones nuevas, de carácter propio. Este requisito, que ya se

encontraba  en la  LCTMFC, resulta en la práctica sumamente flexible debido a los

términos  genéricos en  que ha  sido formulado, ya  que parece dificil pensar en una

reducción  que  no  tenga  carácter  económico o  social.  En  cuanto  a  que  dichas

circunstancias  sean propias  de las Comunidades Autónomas, habida cuenta de que

la  norma  nada  precisa,  bastará  con  que  atienda  a  alguna  circunstancia que  se

produzca  de  facto  en  éstas.  En  definitiva, parece  que  prácticamente  cualquier

reducción  autonómica cumplirá el citado requisito689. Opinión distinta a la que aquí

mantenemos  es  la  expresada  por  M.  NÚIÑEZ GRAÑÓN, para  quien  el  citado

687  En este sentido: AGUSTÍN TORRES, C.; AGUSTÍN JUSTRIBÓ, J.: Reducciones  del Impuesto

de  Sucesiones  y  Donaciones.  Especialidades  en  Cataluña.  Barcelona:  Bosch,  2001;  pág.  14.
POZUELO  ANTONI,  F.:  “Balance  y  perspectivas  de  la  capacidad normativa  en  los  tributos
cedidos”. RHPA, Alcabala,  núm. 28. 2/2001, pág. 61.

688ARIJETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J.: Técnicas  desgravatorias...  Op. Cit. Pág. 70.

689  En este sentido: ROSA CORDÓN, R.: “La capacidad normativa.. .Op. Cit. Pág. 120;
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requisito  tendrá  como  consecuencia  que  las  nuevas  reducciones  autonómicas  creen

una  diferencia  de  trato  en función  del  sector  económico  que  “podría  ser contrario  al

principio  de  igualdad,  por  lo  que  habrá  que  ponderar  las  reducciones  que  se

introduzcan  para  evitar  esta  desigualdad  de  trato,  intentando  encontrar  razones

objetivas  que  las  justifiquen  —como podrían  ser  sectores  en  crisis,  actividades

artesanales,  agrícolas,  etc-”690. En nuestra  opinión,  tal interpretación  no se desprende

de  la  dicción de la  LSF, ya que se trata de una  desigualdad  que  se encuentra  ínsita  en

la  propia  atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  sobre

determinados  impuestos  cedidos  y, en  definitiva,  en  la  propia  autonomía  tributaria

que,  necesariamente,  dará  lugar  a diferencias  de trato  entre  distintos  contribuyentes,

en  tanto se encuentren  sujetos  a normativa  de diferentes  Comunidades.

La  LSF no  ha  mantenido  el  límite, previsto  en la  LCTMFC  únicamente  para

las  reducciones  propias  autonómicas,  consistente  en  que  éstas  no  podrán  suponer

“una  reducción  de  la  carga  tributaria  global  por  este  tributo”.  Dicho  límite,  de

perfiles  jurídicos  ciertamente  imprecisos,  fue  objeto  de  críticas  por  la  doctrina,  entre

otras  razones  porque,  llevada  su  interpretación  al  extremo,  podría  implicar  una

anulación  de  los  efectos  de  cualquier  reducción,  ya  que parece  que  la única  manera

de  no  reducir  la  carga  del  tributo  sería  a  través  del  incremento  de  los  tipos  de

gravamen691.  Se  han  atendido  así  parcialmente  las  recomendaciones  de  la

690 NÚÑEZ GRAÑÓN, M.: Las desigualdades  tributarias...Op.  Cit. Págs.  263  y 264.

691  Véase,  entre otros: ZORNOZA PÉREZ, J.  J.:  “Conesponsabilidad  fiscal  y  financiación  de  las

Comunidades Autónomas...Op. Cit. Págs. 4021 y 4022; VARONA ALABERN, J.  E.: “Principales
novedades  de la reciente Ley de cesión de tributos del Estado a las Comunidades autónomas”. AJA,
núm.  292/1997, pág.  3;  LAGO  MONTERO, J.  M.:  El  poder  tributario  de  las  Comunidades
autónomas.  Pamplona: Aranzadi, 2000,  págs.  83  y  184; VILLARN  LAGOS, M.: La  cesión  de
impuestos...Op.  Cit.  Pág.  252  y  F. J.  MAGRANER MORENO: “Las reducciones autonómicas del
Impuesto sobre Sucesiones y  Donaciones: el  caso de la  Comunidad Valenciana”, en TF,  núm.
126/2001,  pág.  77, nota  núm.  5.  BERMÚDEZ ODRIOZOLA, L.; PEREZ DE AYALA  BECERRIL,
L.;  PEREZ DE AYALA BECERRIL, M.: Comentarios  al  Impuesto  sobre  Sucesiones...  Op.  Cit.
Pág.  427; aunque la  solución propuesta por estos autores para  solucionar el problema “olvidar esta
última  frase” no parezca la  más correcta desde una perspectiva jurídica. POZUELO ANTONI, F.:
“Balance y perspectivas...Op. Cit. Pág. 65.
Ha  entendido R.  ROSA COR]JON que la  única manera de dotar  de sentido a  esta  cláusula es
entender  que  su  finalidad estriba en  evitar  que  la  regulación establecida por  las  Comunidades
Autónomas  suponga,  en  la práctica,  un  vaciamiento  del  tributo  en  su  territorio;  en:  “La  capacidad
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COMISIÓN  DE ESTUDIO, que proponía la eliminación de este límite, así como las

ya  vistas exigencias de mantener las  reducciones “en condiciones análogas” o de

que  las nuevas respondan a circunstancias “de carácter económico o social, propias

de  las  Comunidades Autónomas”, admitiéndose por  dicha  Comisión que  dichas

previsiones  “han generado no  pocas dudas  interpretativas a la  hora  de  evaluar su

observancia pór las disposiciones autonómicas”692.

Tras  el  examen  de  la  normativa  autonómica  en  esta  materia,  podemos

concluir  que un  problema  común a  toda  la  regulación autonómica, es la  patente

descoordinaciónentre  el legislador estatal y autonómico. Ésta se pone especialmente

de  manifiesto  en  todos  los  supuestos  que  plantean  problemas,  como  los  que

expondremos  a  continuación, pues  en  todos  ellos  es  evidente que  no  ha  habido

comunicación  alguna entre ambos legisladores, con carácter previo  a la  entrada en

vigor  de la nueva normativa. Esto no hace sino poner de manifiesto el fracaso de los

mecanismos  dirigidos  a la  coordinación normativa a que hicimos referencia en  el.

segundo  capítulo.

En  concreto, la  regulación autonómica aprobada hasta  el momento plantea,

en  nuestra opinión, los siguientes problemas:

En  primer lugar, hemos encontrado diversos supuestos que podrían suponer

una  infracción del  artículo  19.2 de  la  LOFCA. Esto  tiene  lugar  cuando algunas

Comunidades restringen la aplicación de una determinada condición más beneficiosa

para  el  sujeto pasivo  a  que  el  objeto sobre  el  que  recae la  reducción (actividad

económica,  agrícola, etc)  se encuentre situado en la misma. En la medida en que, a

esos  efectos, se produce una corrección del punto de conexión previsto en la LISyD,

normativa  tributaria...Op. Cit.  Pág.  120. Véase también en  relación con  esta  cuestión: RAMOS
PRIETO, 3.: La  cesión  de impuestos.. .Op. Cit. Págs. 524  y siguientes.

692  COMISIÓN  PARA  EL  ESTUDIO  Y  PROPUESTA  DE  UN  NUEVO  SISTEMA  DE

FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS APLICABLE A PARTIR DE 2002:
Informe  sobre  la reforma...Op. Cit. Pág. 33.
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puede  entenderse vulnerado el  citado precepto de  la  LOFCA, que  impide a  las

Comunidades  adoptar medidas que discriminen por razón del lugar de ubicación de

los  bienes,  entre  otros  factores.  Concretamente, esta  infracción puede  haberse

producido  en  el  caso  de  las  reducciones por  adquisición de  empresa individual,

negocio  profesional  o participaciones en  determinadas entidades establecidas por

algunas Comúnidades Autónomas, según se verá en el siguiente epígrafe.

Cuando  nos  encontramos ante una reducción autonómica que pretende ser

una  “regulación” de  la  establecida en la  LISyD, la  infracción del artículo  19.2 es

clara.  Tal medida resultará además contraria al marco previsto en el artículo 40 de la

LSF  que, según hemos expuesto más arriba, únicamente permite a las Comunidades

modificar  las  reducciones  estatales  en  tres  aspectos,  siempre  estableciendo

condiciones  más  beneficiosas para  los  sujetos pasivos. Pues  bien, puesto  que  la

restricción de una determinada reducción a que su objeto se encuentre ubicado en la

Comunidad  necesariamente excluye la  aplicación del beneficio a  algunos sujetos,

dichas  previsiones no son acordes con el marco normativo previsto.

El  problema  interpretativo  surge  en  los  casos  en  que  la  Comunidad

Autónoma ha pretendido establecer una “reducción propia” que, en consecuencia, se

aplicará  además  de la estatal, y para cuyo establecimiento la LSF tan sólo exige que

obedezca  a  “circunstancias  de  carácter  económico  o  social  propias  de  la

Gomunidad  Autónoma”,  requisito que resulta sumamente flexible, dada su vaguedad

e  imprecisión,  según  hemos  afirmado  más  arriba.  En  este  sentido,  podría

argurnentarse que las reducciones propias autonómicas, que limitan sus efectos a que

un  determinado bien se encuentre situado en la Comunidad Autónoma, no suponen

en  puridad  una  infracción del  artículo  19.2 de  la  LOFCA, pues  se  trataría  de

discriminaciones  ínsitas en  el  propio  marco normativo previsto en  la  LSF. Esta

interpretación  no  es,  sin  embargo, excesivamente convincente, en  primer  lugar,

porque  los amplios términos en que se encuentra redactado el artículo 40 de la LSF

impiden  suponer  que  se  esté  estableciendo una  excepción  al  marco  general

establecido  en la LOFCA. En segundo lugar, es claro que en caso de discrepancia,
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primará  la  normativa  contenida  en  la  LOFCA,  norma  que  tiene  encargada

constitucionalmente  la  misión  de  establecer  los  límites  al  desarrollo  del  poder

tributario  autonómico. Pero  es  que  además,  en  último  lugar,  tras  un  detallado

examen  de la normativa autonómica en esta materia, hemos llegado a la conclusión

de  que  lo  que  las  Comunidades Autónomas  presentan  como  reducciones  por

circunstancias  propias, a menudo no es más que la misma reducción establecida en

la  LISyD, con la  única diferencia de  que la  autonómica exige que un determinado

bien  —actividad económica, agrícola, etc.- se encuentre ubicado en el territorio de la

Comunidad.  En  consecuencia,  en  nuestra  opinión,  todas  las  reducciones

autonómicas que en el ISyD pretenden circunscribir sus efectos a dicho requisito de

úbicación,  deben reputarse contrarias al marco general establecido en el artículo 19.2

de  la LOFCA. Somos conscientes de que la anterior afirmación no es absolutamente

incontestable.  Habida  cuenta  del  impreciso  marco  normativo  establecido  en  la

LOFCA  y  en la  LSF, y  teniendo en  cuenta además que las propias  Comunidades

Autónomas  no  siempre establecen de manera meridianamente clara si su intención

ha  sido la  de regular una reducción ya existente o introducir una nueva693, resulta

imposible llegar a conclusiones definitivas en esta materia.

Un  segundo  problema  que  hemos  detectado  en  nuestro  análisis  de  la

normativa  autonómica, surge  cuando ésta  se  aparta  de  los  fines  que  inspiran la

estatal.  Esta  situación, no  prevista  ni  por  tanto  expresamente prohibida  por  la

LOFCA  ni por la LSF, resulta en una desnaturalización de algunas reducciones, que

ven  así  modificada parcialmente  la  finalidad  que  inspiró  su  creación.  Así  ha

sucedido  con la  regulación que  algunas Comunidades Autónomas han establecido

sobre  las reducciones previstas en la Ley  19/1995,  d  4 de julio,  de Modernización

 El  artículo  40  de  la  LSF  exige  que  las Comunidades  aclaren  este  extremo,  lo  que  constituye  una
novedad  frente  a  la  anterior  regulación,  contenida  en  la  LCTMFC;  en  la  doctrina,  R.  ROSA
CORDON  se  había  pronunciado  ya  acerca  de  la  especial  conveniencia  de  que  las  Comunidades
Autónomas  expresamente  calificaran  las  reducciones,  incardinándolas  en  uno  u  otro  tipo;  en:  “La
capacidad  normativa  tributaria...Op.  Cit. Pág.  120.
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de  las  Explotaciones Agiarias  (en adelante, LMEA)694. En esta  Ley se  establecen

tres  reducciones aplicables en el  impuesto que examinamos, tanto a transmisiones

mortis  causa  como inter  vivos.  Puesto que la  LSF no  distingue entre reducciones

establecidas  en  la  propia  LISyD y  en  otras  normas,  la  atribución de  potestades

normativas  para  introducir  mejoras  sobre  reducciones  estatales  debe  entenderse

referida  también  a  éstas.  La  principal  diferencia  que  presenta  esta  clase  de

reducciones con respecto de las establecidas en la LISyD, es que su ámbito subjetivo

no  viene definido por relación a un nucleo familiar. Así, de acuerdo con la LMEA,

los  beneficiarios  de  estas  reducciones  son  los  adquirentes  de  la  transmisión,

cualquiera que sea el título a través del cual ésta se haya efectuado, y cualquiera que

sea  la  filiación entre ambas partes contratantes, si bien la norma prevé alguna regla

especial  para  el  caso  de matrimonio, corno veremos. La  LMEA se aparta así  del

modelo  eminentemente protector  de  la  familia adoptado su  predecesora, la  Ley

49/1981 .  Pues bien, varias Comunidades Autónomas han establecido reducciones

cuyo  elemento común es que sólo pueden ser aplicadas por  sujetos pasivos en que

concurran  determinados  lazos  familiares  precisados  por  las  propias  normas,

alterando  así  la  rallo  que  inspiraba la  nueva regulación en  esta  materia. Dichas

reducciones no son incompatibles con el marco normativo establecido en la LOFCA

y  en la LSF, sino que ponen de manifiesto la considerable amplitud de dicho marco.

Un  tercer  problema  detectado,  se  produce  en  los  supuestos  en  que  las

diferentes  condiciones establecidas por  las  Comunidades Autónomas no  resultan

más  beneficiosas para los sujetos pasivos del impuesto, tal y como exige el artículo

40  de  la  LSF,  sino  al  contrario.  En  esos  casos  entendemos que  la  regulación

694 A  esta  norma  remite,  en  los momentos  actuales,  el  artículo  42.5  del  RISyD,  (anteriormente  a  la

aprobación  de  la LMEA,  la  remisión  se refería  a la Ley 49/198 1, de 24  de diciembre,  del  Estatuto  de
la  Explotación  Familiar Agraria  y de  los Jóvenes  Agricultores).

695  Esta  intención  es  patente  en  su  Exposición  de  Motivos,  donde  se  afirma  que  “en  el  modelo

agrario  dominante  ha  permanecido  el  carácter  básicamente  familiar  de  las  explotaciones  que,  si
bien  constituye  una  garantía  de  colonización  del  territorio  y  de  mantenimiento  del  tejido  rural,
también  implica  la pervivencia  de  deficiencias  estructurales  que  es preciso  corregir”,  aunque  ello no
impide  que  entre  los  objetos  de  la  ley  se  mencione  el  de  “estimular  la formación  de  explotaciones
agrarias  de  dimensiones  suficientes  para  asegurar  su  viabilidad  y  que  constituyan  la  base
permanente  de  la economía familiar  de sus  titulares” (artículo  1 .a).
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autonómica no  desplazará a la  estatal, que será así de aplicación en esa Comunidad

Autónoma.  Así se desprende de la propia dicción literal del precepto, que éstablece

que  “si  la  actividad  de  la  Comunidad  Autónoma  consistiese  en  mejorar  una

reducción  estatal,  la reducción  mejorada sustituirá,  en esa  Goinunidad Autónoma,  a

la  reducción  estatal”. A  contrario,  si la regulación no supusiese una mejora para los

sujetos pasivos, se aplicará la estatal.

En  ocasiones, no resulta meridianamente claro si una Comunidad Autónoma

ha  establecido condiciones  más  beneficiosas para  el  sujeto  pasivo,  o  si  se  ha

producido  el  efecto  contrario. Esto  nos  conduce  al  cuarto problema  que  hemos

detectado,  que surge a  partir de  la  interpretación que  de  las reducciones sobre el

ISyD  ha  efectuado el  Estado a  través de una Resolución de la DGT. Teniendo en

cuenta  que en el caso de la atribución de potestades normativas sobre reducciones en

el  ISyD, la regulación autonómica se inserta  en la estructura del propio impuesto, es

evidente  que  la  interpretación que  el  Estado haga de  su normativa,  en tanto  que

estrechamente  relacionada con la  autonómica, tendrá incidencia sobre esta última.

Esto  sucede con la Resolución de la DGT número 2/1999, de 23 de marzo, relativa  a

la  aplicación  de  las  reducciones  en  la  base  imponible  del  ISyD,  en  materia  de

vivienda  habitual  y  empresa familiar.  Como se verá más adelante, esta Resolución

realiza  una determinada interpretación de las  reducciones en  el ISyD que tiene un

efecto  directo sobre las reducciones autonómicas ya que, en función de que se esté

de  acuerdo o no con la  citada interpretación, dichas reducciones supondrán o no el

establecimiento  de  condiciones más restrictivas para  los  sujetos pasivos,  en cuyo

caso,  de acuerdo con el artículo 40 LSF, no podrán desplazar a la normativa estatal.

Otro  supuesto que puede  suscitar también dudas acerca de  si la  regulación

autonómica ha  supjesto una modificación sustantiva con respecto de  los requisitos

establecidos  en  la  LISyD,  o  una mera  precisión técnica,  surge  en  el  caso  de  la

reducción  por  adquisición  de  vivienda  habitual.  Para  este  supuesto,  la  citada

Resolución  de la DGT ha  interpretado que no es preciso que dicha vivienda sea la
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habitual  de los causahabientes.  Aunque  esta  cuestión no sea meridianamente  clara  en

la  dicción  del  artículo  20  de  la  LISyD,  así parece  haberse  entendido  también  por  la

doctrina696.  Pues  bien,  las  Comunidades  Autónomas  de  Andalucía  y  Extremadura

han  establecido porcentajes  incrementados  para  esta reducción  exigiéndo,  entre otros

requisitos,  que  “la vivienda  transmitida  haya  constituido  la  residencia  habitual  del

adquirente  al  tiempo  del fallecimiento  del  causante”,  en  el  caso  de  la primera697, y

que  “[el  o los  adquirentes]  continúen  en  el  uso  de  la misma  durante  los  cinco años

siguientes”,  en  el  caso  de  la  norma  extremeña698. Esto  supone  una  alteración  de  la

ratio  de  la  reducción,  con  respecto  de  los  términos  en  que  está  regulada  por  la

LISyD,  siempre  que estemos  de acuerdo con  la interpretación  efectuada  por  la DGT.

De  la misma  manera,  supone en puridad  añadir un requisito  más  con respecto  de los

exigidos  por la Ley  estatal, lo  que plantea  problemas  de  adecuación  al  artículo  40 de

la  LSF,  por  las  razones  ya  examinadas,  ya  que  en  ambos  casos  las  Comunidades

Autónomas  entienden  que  su  regulación  no  supone  la  creación  de  una  reducción

nueva,  sino  la  modificación  de  los  términos  de  las  reducciones  establecidas  en  la

LISyD.

Hay  que  tener  en  cuenta  que  la  interpretación  llevada  a  cabo  por  la  DGT

constituye  una  interpretación  oficial,  en tanto  que  ha  sido  “realizada  por  un  órgano

del  aparato  estatal  distinto  e inferior  a aquél que  ha dictado  la  norma  a interpretar  y

que  es  simultáneamente  un  órgano  de  aplicación”699. En  virtud  del  principio  de

696  En  este sentido, véase: DE AGUIAR, E.: Beneficios  fiscales  en la  empresa familiar...  Op.  Cit.

Pág.  179. Para L. BERMÚDEZ ODRIOZOLA, L. PÉREZ DE AYALA BECERRIL y M. PEREZ
DE  AYALA BECERRIL, esto demuestra que estamos ante una reducción puramente objetiva cuya
única  razón de  ser  es  reconocer la  injusticia de  someter a  gravamen la  vivienda habitual; en:
Comentarios  al  Impuesto..  .Op. Cit.  Pág. 447. Una interetación  distinta parece mantener P.  M.
HERRERA MOLiNA, para quien la norma estaría exigiendo que la vivienda sea también la habitual
del  adquirente, según se infiere de la  crítica que a  esta previsión realiza el autor, en: Capacidad
económica  y  sistema... Op. Cit. Pág. 386.

697  Artículo  9 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas en-materia de

tributos  cedidos y  otras  medidas tributarias, administrativas y  financieras. En  la  Exposición de
Motivos  de la norma andaluza se dice que con esta regulación “se dota de su verdadero sentido a este
incentivo fiscal”.

698  Artículo 5 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.
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jerarquía,  la  citada  interpretación resultará vinculante  para  todos  los  órganos  de

gestión  de ellos dependientes700. Se ha  dicho al  respecto que la interpretación que

lleva  a  cabo  el  Estado  sobre  su  propia  normativa  constituye  una  forma  de

coordinación de la gestión que llevan a cabo las Comunidades Autónomas sobre los

impuestos  •cedidos, constituyendo así  un  importante  instrumento  al  servicio  del

principio  de unidad701. Claro que dicha interpretación, teniendo en cuenta que sólo

es  vinculante  para  los  órganos  de  gestión  y  que  además  sólo  recae  sobre  la

normativa  estatal  sobre  los  impuestos  cedidos,  no  tiene  corno  finalidad  la

coordinación  de  las  disposiciones  normativas  aprobadas  por  las  Comunidades

Autónomas  en  estos  tributos. No  obstante,  ésta puede  servir  en  la  práctica para

coordinar  la  actividad normativa autonómica con la  estatal, en  la  medida en  que

sirva  para  aclarar  el  sentido de  las  disposiciones estatales y,  en  consecuencia, el

marco  normativo dentro del cual podrá desarrollarse el  ejercicio de  las potestades

normativas  autonómicas.  Asírnismo,  en  tanto  que  interpretación  oficial  de  la

normativa  estatal sobre  los  impuestos cedidos, es vinculante para  los  órganos de

gestión  de  las  Comunidades  Autónomas702. Se  trata  en  consecuencia  de  un

mecanismo  impropio  de coordinación de ambas normativas. La misma conclusión es

extrapolable a las consultas tributarias previstas en el artículo 107 de la LGT703. De

acuerdo  con el  artículo 47.2 de la LSF, y al igual que sucedía bajo la LCTMFC, la

competencia para contestar consultas no es objeto de delegación a las Comunidades

autónomas, “salvo  en lo que  se refiera  a la aplicación  de las  disposiciones  dictadas

699  ORTIZ CALLE, E.: La  Ágencia...Op.  Cit.  Pág.  136; véase también al  respecto: ZORNOZA

PEREZ,  J.  J.:  “interpretación administrativa y consulta tribuaria”. REDF, núms. 47-48/1985, pág.
484;  BARQUERO ESTEVAN, J. M.: La gestión...Op.  Cit. Págs. 171 y siguientes.

700  Corno explica E. ORTIZ CALLE, la creación de la AEAT supuso una derogación implícita de las

órdenes  ministeriales interpretativas previstas en el artículo 18 de la LGT, dictadas por el Ministro
de  Hacienda, en la  medida en  que las  competencias de gestión fueron asumidas por  la  Agencia,
órgano  independiente  del  Ministerio  a  quien  no  pueden  vincular  las  citadas  órdenes;  La
Agencia...  Op. Cit. Págs. 142 y siguientes.                             -

701  GARCÍA MARTÍNEZ, A.: La gestión...Op. Cit. Pág. 405.

702  GARCÍA MARTÍNEZ, A.: La gestión...  Op. Cit. Pág. 405.

°‘  GARCÍA MARTÍNEZ, A.: La gestión...Op.  Cit. Págs. 412 y siguientes.
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por  la  Comunidad  Autónoma  en  el  ejercicio  de  sus  competencias”.  Las consultas

tributarias,  han sido calificadas de  interpretaciones autorizadas, habida cuenta de,

pese  a  su  ausencia de  carácter vinculante,  “tienden a  imponerse a  los  órganos

competentes para la gestión de los tributos”704.

Hasta  aquí hemos podido comprobar que la descoordinación es una constante

en  todos  los problemas detectados. Pues bien, hemos detectado, en  quinto lugar,

algún  supuesto donde los efectos de la citada descoordinación son de tal gravedad

que  llegan  a  suponer la  propia  inutilidad de  la  regulación  autonómica. Esto  ha

sucedido  en el  caso de  dos reducciones propias establecidas por  las Comunidades

Autónomas de Aragón705 y Valenciana706, por la transmisión de determinados bienes

de  interés cultural. Las medidas se introdujeron mediante las correspondientes leyes

de  acompañamiento autonómicas y estatal707, lo que deterrninó que, en ambos casos,

las  Comunidades establecieran sus  reducciones al  mismo tiempo  que  el  Estado
introducía,  en  la  LISyD,  una  reducción  parecida  y  que  tiene  como  principal

consecuencia  que,  a  partir  de  ese momento, las  reducciones autonómicas, si  no

devienen  inútiles, si pierden buena parte de su razón de ser. Pues bien, el problema

es  que  estas reducciones establecen un  porcentaje de  reducción  inferior al  de  la

LISyD,  a la vez  que exigen mayores requisitos para  su aplicación, sobre la misma

clase  de adquisición. En efecto, frente a la reducción del 95 por  100 establecida por

el  Estado, la Comunidad Autónoma de Aragón708 ha  establecido una reducción del

50  por  100 del valor de los bienes incluidos en la base imponible del impuesto, que

fueran  edificaciones declaradas “Bienes Aragoneses  de  Interés  Cultural  y  Bienes

704 ZORNOZA PÉREZ, 3. J.: “Interpretación... Op. Cit. Pág. 484.

705  Artículo 99 de la Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimonio Cultural Aragonés. Redacción dada

por  el  artículo 3  de  la  Ley 15/1999, de  29  de diciembre de Medidas Tributarias, Financieras y
Administrativas.

706  Artículo  10 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto  sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos, en su redacción dada
por la Ley de acompañamiento valenciana para el año 2000.

707  Ley  55/1999;  de  29  de  diciembre, de  Medidas Fiscales, Administrativas y  del Orden Social

(artículo 5).
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Catalogados  del Patrimonio ‘ultural  Aragonés “,  estableciéndose además una serie

de  requisitos  adicionales  para  su  aplicación,  corno  la  realización  de  obras  de

conservación  de un determinado valor. Por su parte, la Comunidad Valenciana709 ha

creado  una  reducción  que  se  aplicará  a  las  cesiones  gratuitas  de  bienes  del

patrimonio  cultural valenciano710 a favor de la Generalitat, Corporaciones locales de

la  Comunidad, Museos públicos u otras instituciones culturales dependientes de los

entes  públicos  territoriales de  la  Comunidad, para  su  exposición  al  público.  La

cuantía  de  la  reducción,  aplicable sobre el  valor  del bien, variará  en  función del

periodo  de cesión. Así, será del 95 por  100, para cesiones de más de 20 años, del 50

por  100, para cesiones de más de  10 años y del 25 por 100, para cesiones de más de

5  años. En coherencia con el  carácter de propias de estas reducciones autonómicas,

su  ratio es diferente a las del Estado. Mientras que su normativa intenta proteger los

supuestos  en  que  se  transmite  inortis  causa  bienes  del  patrimonio  histórico,

incentivando que éstos permanezcan en el patrimonio del adquirente, en el caso de la

reducción  aragonesa, lo que se pretende incentivar es la realización de determinadas

obras  de  conservación, y  en  el  de  la  valenciana, su cesión para  su exposición a].

público711.

Estos  son  los  principales  problemas  que  hemos  detectado  hasta  este

momento,  referidos a la  normativa autonómica sobre reducciones del impuesto. A.

continuación,  daremos  resumida  cuenta  de  la  concreta  normativa  autonómica

aprobada en este aspecto del impuesto.

708  Artículo 99 de la Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimonio Cultural Aragonés.

709  Artículo 10 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

710  Siempre  que  estén  “inscritos en  el  Registro  General de  Bienes  de  Interés  Cultural,  en  el

Inventario  General  del  Patrimonio  Cultural  Valenciano,  o  que  antes  de finalizar  el  plazo  para
presentar  la declaración por  este Impuesto  se  inscriban  en  cualquiera  de  estos Registros”.

711  No lo entiende así F. J. MAGRANER MORENO, para quien la reducción valenciana supone una

regulación  distinta,  y  en  peores  condiciones, que  la  estatal,  por  lo  que  la  sustituye;  en:  “Las
reducciones  autonómicas del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones...Op. Cit. Pág. 82.
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2.2.1.  La regulación autonómica de las reducciones en el ISyD.

Una  vez  examinados los  principales problemas  que,  en  nuestra  opinión,

plantea  el ejercicio de  sus potestades normativas por  las Comunidades Autónomas

en  este  impuesto,  dedicaremos los  siguientes  epígrafes  a  realizar  una  somera

exposición  de la normativa autonómica aprobada hasta el momento. El objetivo es

tanto  poder verificar los problemas apuntados en el epígrafe anterior, como ofrecer

una  visión  completa de  cuáles han  sido las  tendencias seguidas por  las  distintas

Comunidades hasta el momento, y cómo se ha ido modificando el impuesto a partir

de  su  cesión.  Para  ello,  resultará  en  ocasiones imprescindible hacer  una  breve

referencia  a la normativa estatal dictada al respecto, pues sólo así puede verificarse

en  qué sentido la regulación autonómica se aparta de aquélla. A efectos expositivos,

se  seguirá aquí  el  orden de  las reducciones establecido en la  LISyD, por  ser éste

también el seguido por la mayor parte de las Comunidades.

Hay  sin embargo algunas modificaciones que afectan por  igual a todas  las

reducciones.  Se  trata  de  la  ampliación del  ámbito  subjetivo de  aplicación del

impuesto  que  han  llevado  a  cabo  las  Comunidades Autónomas  de  Andalucía,

Asturias,  Cataluña  y  Madrid.  Las  Comunidades de  Andalucía712 y  Asturias713,

equiparan  las  parejas  de  hecho  a  los  matrimonios,  las  personas  objeto  de

acogimiento  familiar permanente o preadoptivo714, a los adoptados, y las personas

que  realicen un acogimiento familiar permante, a los adoptantes, equiparación que se

efectúa  a los efectos de las reducciones establecidas en el artículo 20 de la LISyD y

de  los coeficientes multiplicadores establecidos en el artículo 22, según expresan las

712  Artículo  8  de  la  LeylO/2002,  de  21  de  diciembre,  por  la  que  se  aprueban  normas  eninateria  de

tributos  cedidos  y otras  medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

713  Artículo  13  de  la  Ley  del  Principado  de  Asturias  15/2002,  de  27  de  diciembre,  de  medidas
presupuestarias,  administrativas  y  fiscales;  las  parejas  de  hecho  deben  cumplir  los  requisitos
establecidos  en la Ley del Principado  de Asturias  4/2002,  de 23 de  mayo, de parejas  estables.

714  Previsto  en el Código  Civil y en  la Ley 1/1995,  de 27 de  enero,  de protección  del  menor.
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normas  autonómicas. La Comunidad Aútónoma de  Cataluña equipara las parejas de

hecho  a  los  matrimonios a  los  efectos  de  todo  el  impuesto715 y,  por  último,  la

Comunidad  Autónoma de  Madrid716, establece dicha  asimilación a  efectos de  las

reducciones  mortis  causa  y  de  los  coeficientes  multiplicadores por  patrimonio

preexistentes.

a)  Reducciones  en función  del grado  de parentesco  con el causante.

En  coherencia  con  el  citado  carácter  subjetivo  del  ISyD,  el  grado  de

parentesco  representa  un  relevante  papel  en  todas  las  reducciones,  pero  la  ley

establece  además una serie de reducciones en función únicamente de dicho factor, si.

bien  se tiene también en cuenta la  edad en el caso de descendientes. En función de].

vínculo  familiar, la norma divide los sujetos pasivos en cuatro grupos, a los que SOI1L

de  aplicación reducciones de  cuantía distinta. El  primer  grupo está  formado por

descendientes  y adoptados menores de veintiún años. A menor edad, mayor será la

reducción,  aunque con un límite máximo717. El segundo grupo está formado por los

descendientes  y  adoptados de  veintiún años o más y los  cónyuges, ascendientes y

715  De acuerdo con la  normativa catalana (artículo 31 de la  Ley 25/1998, de 31 de diciembre, de

Medidas  Administrativas, Fiscales y de Adaptación al Euro, y artículo 9 de la Ley 31/2002, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas) parejas de hecho son los miembros de las uniones
estables reguladas por la Ley Catalana 10/1998, de 15 de julio, de uniones estables de pareja.
A  estos efectos, el  conviviente superviviente debe  acreditar la  existencia de  la  unión  estable de
pareja,  de acuerdo con lo especificado en las siguientes letras:

a)  En  el  caso  de  unión  de pareja  estable heterosexual, mediante la  escritura pública de
formalización  de  la convivencia otorgada como mínimo dos  años antes de  la muerte del
causante  o bien mediante acta de notoriedad de la convivencia y del transcurso del período
mínimo  de dos años de la misma, a los  que se hace referencia en el artículo 10 de la Ley
10/1998;

b)  En el caso de unión de pareja estable homosexual, mediante la escritura pública otorgada
conjuntamente, a que se hace referencia en el artículo 21 de la Ley 10/1998.

Al  respecto véase: AGUSTIN TORRES, C.; AGUSTIN JUSTRIBO, J.: Reducciones  del  Impuesto
sobre  Sucesiones...  Op. Cit. Págs. 25 y siguientes.

716  Artículo 2.5  de la Ley 13/2002, de 20 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas; se

exige  el  cumplimiento de los requisitos establecidos en  la Ley  11/2001, de  19 de  diciembre, de
Uniones de hecho de la Comunidad de Madrid.

717  En opinión de J. ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, esta reducción, a diferencia de las demás

contempladas  en  el  artículo  20  LISyD,  se  configura como  un  mínimo  exento;  en:  Técnicas
desgravatorias.  .. .  Op. Cit. Pág. 70.
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adoptantes.  El tercero, por los colaterales de segundo y tercer grado, los ascendientes

y  los descendientes por  afinidad. El cuarto grupo, sin derecho a reducción alguna,

está  formado por  los  colaterales de  cuarto grado, grados más  distantes y  extraños

(artículo  20.2.a) LISyD).

El  empleo  del  criterio  del  parentesco para  modular  los  coeficientes  de

reducción  ha  sido criticado por la  doctrina con el argumento de  que no  atiende al

grado  efectivo  de  dependencia  económica,  factor  que  se  ha  considerado más

adecuado  en  aras a  la  protección de  la  familia718. En la  regulación actual de  la

LISyD,  según expresa la  Exposición de  Motivos de  la  norma,  sólo la  reducción

especial para menores de veintiún años viene motivada porque se considera que hay

una  situación  de  desamparo  económico. Desde una  perspectiva  distinta,  se  ha

afirmado que lo realmente coherente con un impuesto auténticamente subjetivo sería

un  no gravamen de las adquisiciones realizadas por los parientes más cercanos719. En

este  sentido, es destacable la actuación de la Comunidad Autónoma de Cantabria720,

que  ha  incrementado sustancialmente las  reducciones por  parentesco establecidas

por  la LISyD. En la misma línea, la Comunidad Autónoma de Castilla y León72’ ha

incrementado sustancialmente la reducción aplicable a los descendientes menores de

veintiún  años y ha eliminado el límite cuantitativo previsto en la LISyD. Por último,

también  ha  sido criticada, por arbitraria, la diferenciación entre mayores y menores

de  veintiún años a efectos del incremento de reducción en el primer grupo722. Hasta

718  En  este sentido, P.  M. HERRERA MOLiNA, para quien este criterio puede llegar a producir

efectos  injustos; por  ejemplo, un joven  huérfano de  quince años,  que  conviva  con  el  cónyuge
superviviente, estará en mejor situación económica que uno de veintidós años que no ha obtenido su
primer empleo; en: Gapacidad Económica  y  Sistema  Fiscal...Op.  Cit. Págs. 381 y 382.

719  BERMÚDEZ ODRIOZOLA, ‘L.; PÉREZ DE  AYALA BECERRIL, L.; PÉREZ DE AYALA

BECERRIL, M.: Comentarios  al  Iinpuesto...Op.  Cit. Pág. 429.

720  Artículo  1 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia de Tributos

cedidos por el Estado.

721  Artículo  8bis  de  la  Ley  11/2000, de  28  de  diciembre, de  Medidas Económicas, Fiscales y

Administrativas.

722  CAZORLA PRIETO, L. M.; MONTEJO VELILLA, S.: El Impuesto  sobre  Sucesiones...Op.  Cit.

Pág.  200.
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el  momento, sólo la Comunidad de Aragón723 ha creado un nuevo subgrupo a efectos

de  las reducciones globales por parentesco, estableciendo una diferenciada para los

menores  de dieciocho años.

Es  pertinente también  destacar la  regulación aprobada por  la  Comunidad
p724Autonoma  de  Cataluna, que ha  incrementado levemente las  cuantias  ,  ademas  de

haber  ampliado  el  ámbito  subjetivo  de  la  reducción  para  las  “situaciones

convivenciales  de  ayuda  mutua”,  donde  se establece la  asimilación al  conviviente

supérstite  que  herede al  fallecido a  un  pariente del III  Grupo725. Por  su parte,  la

Comunidad  de  Madrid726 ha  disminuido, en  algún  supuesto, las  cuantías de  las

reducciones  establecidas en la LISyD, lo que resulta contrario al artículo 40 LSF por

lo  que,  en  esos  supuestos, la  reducción autonómica no  desplaza a  la  estatal.  Po:r

último,  la  Comunidad  balear727 ha  creado  una  reducción  adicional  aplicable

únicamente  a  los  sujetos pasivos,  comprendidos en  el  grupo 1, y  residentes en  la

misma  Comunidad.

En  el siguiente cuadro vemos las  concretas modificaciones autonómicas con

respecto  de la normativa estatal:

723  Artículo 4 de la Ley 26/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas, que

establece que “con independencia de la reducción que proceda conforme  a la letra a) del apartado 2
del  artículo 20 de la Ley 29/1987 de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones,
y  sin que le afecte el límite previsto en  tal precepto para  el  Grupo 1, se  aplicará, adicionalm ente,
una  reducción  de  la  base  imponible  de  30.100  euros  a  las  adquisiciones  mortis  causa  que
correspondan a los hijos del causante menores de edad”.

724  Artículo  2.1 .a) de la Ley 21/2001, de 28  de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas;

artículo 3 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

722  D.  A. de la  Ley 19/1998, de 28 de diciembre, sobre situaciones convivenciales de ayuda mutua.

Se  establece que  el  conviviente o convivientes supervivientes deben acreditar la  existéncia de la
convivencia de ayuda mutua mediante la escritura pública de formalización de la misma, otorgada,
como  mínimo, dos años antes de la muerte del causante, o bien mediante acta de notoriedad de la
convivencia y del transcurso del período mínimo de dos años de ésta.

726                         . .             .         .Articulo  2 de la Ley 13/2002, de 20 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

727  Artículo 4.1 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.
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Reducciones  en función del grado de parentesco

Grupos de parentesco Estado Aragón Baleares Castilla y
León

Cataluíia Madrid Cantabria

o

¿5

Descendientes
y  adoptados
menores de 21
años

15.965,87 30.100
Aplicable
además  de la
estatal y sólo
para menores
de  18 afios

(Reducción
propia):
3.005,06

.

.

18.000 15.700 50.000

Porcadaaños
menos de 21
que tenga el
causahabiente

3.990,72 6.000 12.000 3.920 5.000

Limite
reducción

47.858,59 No  aplicable a
menores de 18
años

No  se
establece
límite
alguno

114.000 47.000 No  se
establece
límite
alguno

o

Descendientes
oadoptadosde
2lomásaños,
cónyuges,
ascendientes y
adoptantes

15.956,87 18.000 15.700 50.000

(

Colaterales de
segundo y
tercer grado,
ascendientes y
descendientes
por  afinidad

7.993,46 9.000 7.850 8.000

>
Colaterales de
cuarto grado,
grados más
distantes y
extraños

b)  Reducciones  en función  del grado  de minusvalía.

Una  vez  aplicada la  reducción que hubiera  correspondido, en  función del

grado  de  parentesco,  la  LISyD  establece una  reducción  adicional aplicable por

aquellos  sujetos que tengan la  consideración legal de minusválidos, siempre que el

grado  de  discapacidad sea igual o  superior al  33 por  100 e inferior al  65  por  100

(artículo  20.2.a) segundo párrafo).

Hasta  el momento, la regulación autonómica se ha limitado a modificar las

cuantías  previstas por el Estado. Así lo han hecho las Comunidades Autónomas de
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Cantabria728,  Castilla  y  León729, Catalufia730, Madrid731 y  Valencia732. Únicamente

Madrid  ha  disminuido  la reducción  para  el primer  nivel  de  discapacidad  lo  cual,  por

las  razones  anteriormente  apuntadas,  no nos  parece  adecuado  al marco  previsto  en la

LSF,  por lo  que creemos  que será de aplicación  la cuantía prevista  por la LISyD.

Reducciones en función de la minusvalía

Grado  de
discapacidad

Estado Cantabria Castilla  y
León

Cataluña Madrid Valencia

Entre  33 y  65
por  100

47.858,59 50.000 125.000 245.000 47.000 120.000

Superior al  65
por  100

150.253,03 200.000 225.000 570.000 153.000 240.000

c)  Reducciones  sobre  las  cantidades  percibidas  por  los  beneficiarios  de  seguros  de

vida.

El  artículo  20.2.b  LISyD  establece  una  reducción  para  las  cantidades

percibidas  por  los beneficiarios  de  seguros  sobre  la  vida,  siempre  que  el  parentesco

con  el  contratante  fallecido  sea  el  de  cónyuge,  ascendiente,  descendiente,  adoptante

o  adoptado.  Hasta  el  momento,  únicamente  las  Comunidades  Autónomas  de

Cantabria733, Cataluña734 y  Madrid735 han  regulado  estas  reducciones,  modificando

728  Artículo 1 de  la  Ley  11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia de Tributos

cedidos  por  el Estado.

729  Artículo  8  de  la  Ley  11/2000,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Económicas,  Fiscales  y

Administrativas.

 Artículo  2.1.b)  de  la  Ley  21/2001,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  Administrativas;

artículo  4 de  la Ley 3 1/2002,  de  30 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

731  Artículo  2  de la Ley  13/2002,  de 20 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.

732  Artículo  10 de  la Ley  13/1997,  de 23  de  diciembre,  por  el  que  se regula  el  tramo autoñórnico  del

Impuesto  sobre  la  Renta  de  las  Personas  Físicas  y  restantes  tributos  cedidos;  véase  al  respecto:
MAGRANER  MORENO,  F  J.:  “Las  reducciones  autonómicas  del  Impuesto  sobre  Sucesiones  y
Donaciones..  .Op. Cit. Págs.  80 y siguientes.

 Artículo  1 de  la  Ley  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  en  Materia  de  Tributos
cedidos  por  el Estado.
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únicamente las cuantías y límites previstos en la LISyD, y ampliando, en el caso de

las  dos últimas Comunidades, el  ámbito subjetivo de la reducción a las parejas de

hecho736. Cataluña  ha  introducido  además  una  modificación  sustancial  a  la

regulación  estatal que constituye igualmente una mejora cuantitativa, ya que se deja

al  sujeto pasivo la opción entre aplicar esta reducción o los beneficios establecidos

en  la disposición transitoria cuarta de la LISyD737. La norma estatal establece, por el

contrario, que esta reducción “no será  aplicable  cuando  éste  [el sujeto pasivo] tenga

derecho  a  la  establecida  en  la  disposición  transitoria  cuarta  de  esta  ley” (artículo

20.2.b), último párrafo).

Reducciones por seguros de vida

Condiciones Estado Cantabria Cataluña Madrid
Ámbito

subjetivo
cónyuge, ascendiente,
descendiente, adoptante o
adoptado.

Se  extiende  a  las
parejas  de hecho

Se  extiende  a  las
parejas  de hecho

Porcentaje  de
reducción

100 por 100

Límite 9.195,49 Nohaylímite 9.380 9.200

d)  Reducciones  por  la  adquisición  de  empresa  individual,  negocio  profesional  o

participaciones  en determinadas  entidades.

Las  reducciones en la base imponible del ISyD que atienden a la adquisición

de  una  empresa individual, un negocio profesional o participaciones en entidades,

previstas  en  la  letra  c)  del  artículo 20.2  de  la  Ley,  fueron  introducidas por  el

Decreto-Ley  7/1996, de 7 de junio.  De acuerdo con su Exposición de  Motivos, la

 Artículo  2.1 .c)  de la Ley 21/2001,  de  28 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.

 Artículo  2 de  la Ley Ley 13/2002,  de  20 de diciembre,  de  Medidas  Fiscales y Administrativas.

736  En  el caso  de  la  Comunidad  de  Madrid,  podrán  beneficiarse  de  este tratamiento  los miembros  de

uniones  de  hecho  que  hayan  tenido  convivencia  estable  de  pareja  durante,  al  menos,  un  año  natural
anterior  a  la  muerte  del  causante  y  cuya  unión  se  haya inscrito  en  el  Registro  de  Uniones  de  Hecho
de  la  Comunidad  de  Madrid,  establecido  mediante  Decreto  134/2002,  de  18  de julio,  por  el  que  se
aprueba  el  Reglamento  del  Registro  de Uniones  de Hecho  de la Comunidad  de  Madrid;  artículo 2 de
la  Ley  14/2001,  de 26  de diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

 Este precepto  establece  un régimen  transitorio  para  aquellos  contratos  de  seguro  sobre la vida  que
se  hubieran  celebrado  antes de  la entrada  en  vigor  de la norma actual.
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finalidad  de  estos  beneficios  era  facilitar  la  transmisión  de  las  comúnmente

denominadas  empresas  familiares,  haciéndola  menos  gravosa  para  los  adquirentes.

Para  algunos,  estas  medidas  tendrían  una  cierta  vinculación  con  la  Recomendación

de  la  Comisión,  de  7  de  diciembre  de  1994 (94/106/CE),  sobre  la  transmisión  de

pequeñas  y  medianas  empresas,  que  incluía  previsiones  directamente  relacionadas

con  este  impüesto738. Ahora  bien,  precisamente  porque  el parentesco  representa  un

papel  central  en  la  configuración  de  estas reducciones,  se ha  afirmado  que  éstas  son

en  realidad  contradictorias  con  la  finalidad  de  propiciar  la  pervivencia  de  una

determinada  clase  de  empresas  —las pequeñas  y medianas-  en  atención  a  la  función

que  cumplen  en  la  economía  española739. Las  medidas  de  fomento  de  empresas

familiares  han  llegado  a ser tachadas  de discriminatorias  por  algunos  autores,  ya  que

la  diferencia  de  trato  con  respecto  del  resto  de  empresas  no  se  considera

suficientemente  razonable740. En  efecto,  la  aplicación  de  la  reducción  estatal  se

limita  a los beneficiarios  previstos  en  la LISyD,  que  serán el  cónyuge,  descendientes

o  adoptados  del  fallecido.  Sólo  en  ausencia  de  descendientes  o  adoptados,  la

reducción  podrá  ser  aplicada  a  los  ascendientes,  adoptantes  y  colaterales,  hasta  el

 CARO  ROBLES,  V.:  “La  transmisión de la empresa y de la  vivienda habitual en el  Impuesto
sobre  Sucesiones  y  Donaciones”.  RCEF,  núm.  223/2001,  págs.  86  y  siguientes.  ALONSO
GONZALEZ,  L. M.: La  inconstitucionalidad  del Impuesto  sobre  Sucesiones...  Op. Cit. Pág.  84.

n  Opina  así,  de  nuevo,  P.  M.  HERRERA  MOLINA, quien  encuentra  además  una  interesante

similitud  entre esta clase de reducciones y la Sentencia del Tribunal Constitucional alemán de 22 de
junio  de  1995  (BVerfGE  93,  165)  que, refiriéndose precisamente al  Impuesto sobre Sucesiones,
considera que concurre en las empresas medianas una estrecha vinculación al bien común, por lo que
la  tributación no debe poner en peligro su existencia. Destaca el Tribunal, y aquí se apoya la crítica
de  este autor, que la falta de disponibilidad sobre el patrimonio empresarial constituye un  elemento
de  disminución de la  capacidad económica, por lo que “la desgravación de las empresas constituye
una  exigencia del principio de capacidad económica que debe llevarse a cabo con independencia del
grado  de parentesco entre transmitente y adquirente”. Por ello, cree el autor que hubiera sido más
adecuado  que se hubiera desvinculado esta reducción del parentesco; en: C’apacidad económica  y
sistema...Op.  Cit.  Pág.  384. También se  ha  mostrado crítico  con  esta  delimitación subjetiva M.
NAVARRO  EGEA,  para  quien  esta  norma  puede incluso  convertirse  en  un  obstáculo para  la
continuidad  de la  empresa, ya que  el posible  que no  sean los parientes más cercanos, sino otras
personas,  las más  capacitadas para  continuar con  la  actividad y garantizar su  supervivencia, que
parece  ser  la  finalidad  de  la  reducción;  en:  Incentivos  fiscales  a  la pequeña  y  mediana  empresa.
Impuesto  sobre  el  Patrimonio  e  Impuesto  sóbre  Sucesiones  y  Donaciones.  Madrid:  Marcial  Pons,
1999,  pág.  69.

740  ROZAS  VALDÉS,  1.  A.:  “Impuesto  sobre  Sucesiones..  .Op.  Cit.  Pág.  241.  LETE  ACHIRICA,

C.:  “La noción  de  empresa  familiar y sus  implicaciones  fiscales”.  QC,  núm. 9/1999,  pág.  15.
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tercer  grado,  si  bien  se  precisa  que  el  cónyuge  supérstite  tendrá  derecho  a  la

reducción  en todo  caso741. Hasta  el  momento,  ninguna  Comunidad  Autónoma  se ha

hecho  eco  de  estas  críticas,  habiendo  mantenido  todas  el  mismo  ámbito  subjetivo

circunscrito  al  ámbito  familiar.  La  única  excepción  en  este  caso  la  constituye  la

normativa  establecida  por  la  Comunidad  Valenciana,  que  modificó  este  ámbito

subjetivo  para  extenderlo  a  cualquier  adquirente,  aunque  en  2002742 introdujo  una

reforma  para  volver  al  ámbito  subjetivo  anterior.  Por  último,  en  la  doctrina  se  ha

criticado  también  que el grupo  de beneficiarios  no  sea coherente  con la  clasificación

en  grupos  que  efectúa  el  mismo  precepto,  algo  que  no  haría  sino  confirmar  el

irregular  concepto  de  familia  que  se maneja  en  este  impuesto  en particular,  y en  el

sistema  tributario  en  general743. Pues  bien,  el  agravamiento  de  esta  situación  se ve

claramente  propiciado  por  el  marco jurídico  establecido  para  la  regulación  de  estas

reducciones.

Desde  una  perspectiva  distinta,  es pertinente  resaltar  aquí  que  esta  clase  de

exoneraciones  pretende  facilitar  la  permanencia  del  patrimonio  familiar  pero

también  evitar que  los beneficiarios  de la herencia  se vean obligados  a “consumir”  el

capital  heredado  al  objeto  de  atender  las  obligaciones  tributarias  derivadas  de  la

herencia,  finalidad  que  ha  sido  considerada  imprescindible  para  que  esta  clase  de

tributos  puedan  tener  un adecuado  encaje  en los sistema tributarios744.

741  Previsión esta  última que es  de todo punto superflua y cuyo origen se  encuentra en la  propia

tramitación  del  precepto, ya  que  inicialmente se  había previsto un  porcentaje inferior; véase  al
respecto:  ROZAS ,VALDES, J.  A.:  “Impuesto sobre  Sucesiones y  Donaciones”;  en:  AA.VV.
(Coord.: R. FALCON Y TELLA): Medidas Fiscales para  1998. Madrid-Barcelona: Marcial Pons,
1998, pág. 240.

742  Así era hasta la reforma operada por la Ley 9/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de

Gestión  Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat Valenciana, sobre la  Ley
13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del Impuesto sobre la Renta
de  las Personas Físicas y restantes tributos cedidos; véase al respecto: MAGRANER MORENO, F.
J.:  “Las  reducciones autonómicas.. .Op.  Cit.  Pág.  84;  TORMO TORMO, 1.: “Tratamiento en  el
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones...Op. Cit. Pág.  102.

 ROZAS VALDÉS, J. A.: “Impuesto sobre Sucesiones.. .Op. Cit. Pág. 239.

 Véase al respecto: BIRD, R. M.: “The Case for Taxing Personal Wealth...Op. Cit. Pág. 9.
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La  reducción  prevista  en  el  artículo  20 de  la  LISyD  será  del  95 por  100 del

valor  del  bien  adquirido,  siempre  que  le  sea  aplicable  la  exención  prevista  en  el

artículo  4.8  de  la  L1P745. Esta  remisión,  y las  propias  condiciones  de  la  reducción,

han  suscitado  algunas  dudas  interpretativas  que han  sido resueltas  por  la Resolución

de  la  DGT  2/1999,  de 23  de marzo,  relativa  a la  aplicación  de  las reducciones  en la

base  imponible  del  Impuesto  sobre  Sucesiones  y Donaciones,  en materia  de vivienda

habitual  y  empresa  familiar.  Según  apuntábamos  más  arriba,  esta  interpretación

oficial  tiene la  mayor  relevancia  en el examen  de las reducciones  establecidas  por  las

Comunidades  Autónomas  en  esta  materia.  Tras  nuestro  examen  de  la  normativa

autonómica,  hemos  detectado  algunos  supuestos  en que,  en  función  de  que  se acepte

o  no  el  criterio  de  la  administración,  nos  encontramos  ante  una  mejora  de  los

términos  establecidos  en la  LISyD,  o ante un empeoramiento  de las  condiciones  para

los  sujetos  pasivos,  algo  no  permitido  por  el  artículo  40 de  la  LSF,  según  se expuso

más  arriba.

En  relación  con  la  transmisión  de  empresa  individual  o negocio  profesional,

los  problemas  interpretativos  se  encuentran  en  parte  relacionados  con  la  remisión

que  efectúa  la  LISyD  a  la  LIP.  Así,  esta  última  norma  hace  referencia  a  bienes  y

derechos  necesarios  para  el  desarrollo  de  la  actividad  empresarial  o  profesional,

mientras  que  la  LISyD  se  refiere  al  valor  de  la  empresa,  negocio  individual  o

participaciones  en  entidades.  Surge  entonces  el  problema  de  determinar  sobre  qué

magnitud  será  aplicable  la  reducción.  Según  la  Resolución  de  la  DGT,  la reducción

opera  “sobre la parte  de valor  del  bien en  cuestión  incluida  en  la base  imponible  del

sujeto  pasivo,  siendo  el  valor  incluido  en  la  base  imponible  el  valor  neto  que  se

 Hasta la reforma efectuada mediante la  Ley 66/1997, de 31  de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y  del Orden social, la remisión a  la LIP se circunscribía a las participaciones en
entidades, que debían cumplir los requisitos previstos en el apartado dos del citado precepto. A partir
de  esta norma se exige la concurrencia de la exención en la LIP para todos los citados bienes, lo que
supone  una  considerable disminución del  ámbito de  la  reducción; véase  al  respecto: ALONSO
ALONSO,  R.: “Medidas sobre fomento del empleo y beneficios fiscales en la sucesión de empresas
familiares y vivienda habitual”. RCEF, núm. 16471996, pág.  19; NAVARRO EGEA, M.: Incentivos
fiscales  a  la pequeña  y  mediana  enpresa...Op. Cit. Págs. 71 y siguientes; GONZALEZ-CUELLAR
SERRANO, M. L.: La fiscalidad  del patrimonio  y  de  las relaciones  económicas familiares.  Navarra:
Aranzadi,  2002, pág. 77.

372



define  en  el  artículo  9  de  la  ley.  Dicho  valor  debe  entenderse  neto  de  cargas  o

gravámenes  (artículo  12), así  óomo de deudas y  gastos  que  tengan  la consideración

de  deducibles  (artículos  13 y  14)”. De esta  manera,  el objeto  de la reducción  sería la

empresa,  no  como unidad  dinámica,  que  es  el  concepto  recogido  por  el  artículo  25

de  la LIRPF,  sino  estática,  esto es,  un conjunto  de bienes  y derechos  minorados  por

determinadas  deudas  y cargas,  que  son los  que integrarán  la base  imponible.  Esto  es

coherente  con lo dispuesto  en el artículo  18.3 de la  propia  LISyD,  que establece  que

“no  se  aplicará  sanción  sobre  la parte  de  cuota  que  corresponda  al  mayor  valor

obtenido  de la comprobación  sobre  lo declarado  cuando  el sujeto  pasivo  se hubiese

ajustado  en  su  declaración  a  las  reglas  de  valoración  establecidas  en  el  Impuesto

sobre  el Patrimonio  Neto”746, habiendo  sido también  la  interpretación  mayoritaria  en

la  doctrina747. La  reducción  se extiende  también  a  los bienes  y  derechos  comunes  a

ambos  cónyuges,  cuando  se  utilicen  en  el  desarrollo  de  la  actividad  empresarial  o

profesional,  siempre  que  se cumpla  el  resto  de requisitos  expresados  en  el precepto.

Más  controvertida  ha  sido la interpretación  de la citada  Resolución,  que  entiende  que

además  de las cargas  o gravámenes  directamente  relacionadas  con el  bien  adquirido,

debe  deducirse  “la proporción  correspondiente  de  deudas  y  gastos  generales  que

integren  el  caudal  relicto y  que  tengan  la  consideración  de deudas  deducibles”.  En

la  doctrina  se  ha  afirmado  que  dicha  interpretación  no  resulta  coherente  con  la

dicción  de  la  norma,  que  hace  referencia  únicamente  al  valor  de  la  empresa,  por  lo

que  no parece  lógico pretender  que dicho  valor  se reduzca  en  función  de que  existan

otros  gastos  no  directamente  relacionados  con  la  misma748. Pues  bien,  hasta  el

746  NAVARRO EGEA, M.: Incentivos fiscales...Op.  Cit. Pág. 60.

 CAYÓN GALlARDO, A.: “La sucesión mortis causa en la empresa familiar ante el Impuesto
sobre  Sucesiones y  Donaciones”; en:  AA.VV.: Presente  y  Futuro  de  la  imposición  directa  en
España.  Valladolid: Lex Nova, 1997, pág. 686; DE AGUIAR, E.: Beneficios fiscales en la empresa
familiar:  patrimonio  y  sucesiones.  Barcelona: La  Caixa. Colección de Estudios e  Informes núm.
13/1998,  pág. 148; NAVARRO EGEA, M.: Incentivos jiscales...Op.  Cit. Pág. 59; PEREZ-FADON
MART1NEZ, J.  J.:  “Las nuevas reducciones en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones”. TF,
núm.  104/1999, pág. 58;  BERMUDEZ ODRIOZOLA, L.; PEREZ DE AYALA BECERRIL, L.;
PEREZ  DE AYALA BECERRIL, M.: Comentarios  al  Impuesto... Op. Cit. Pág. 442; GONZALEZ
CUELLAR SERRANO, M. L.: La fiscalidad  del patrimonio.. Op. Cit. Págs. 77 y siguientes.

‘  FALCÓN Y TELLA, R.: “Las reducciones en la base imponible del Impuesto sobre Sucesiones y
Donaciones en materia de vivienda habitual y empresa familiar: el discutible de la Dirección General
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momento,  plantea  problemas  la  regulación  establecida  por  las  Comunidades

Autónomas  de  Aragón749 y Valenciana750, que  afirman  que  la  reducción  se aplicará,

respectivamente,  sobre  “el  valor  neto  que,  incluido  en  la  base  imponible,

corresponda,  proporcionalmente,  al  valor  de  los  citados  bienes”; o  sobre  el  “valor

neto  de  los  elementos  patrimoniales  afectos  a  la  empresa  o  al  negocio “.  Esta

dicción,,  difiere  de la  contenida  en  el  artículo  20.2.c)  de  la LISyD,  y coincide  con la

contenida  en la Resolución  número  2/1999.  De  aceptarse  la  interpretación  oficial,  las

regulaciones  autonómicas  no  será  más  que  una  mejora  técnica  de  la  dicción  de  la

norma.  En  caso  contrario,  y  puesto  que  la  citada  interpretación  oficial  implica,  de

facto,  una  reducción  del  ámbito  de  aplicación  de  la  reducción,  ya  que  determina  su

aplicación  sobre un  valor  inferior  al  que  resultaría  si sólo  se redujeran  las  cargas  y

deudas  directamente  relacionadas  con  el bien,  los términos  en  que  están  redactadas

las  leyes  aragonesa  y valenciana  implicarían  una  modificación  de las  condiciones  de

la  reducción  estatal  en peores  términos  que  ésta  y,  en  consecuencia,  podría  llegar  a

considerase  contraria  al marco establecido  por el  artículo  40 de la LSF.

Un  segundo  problema  interpretativo,  que  tiene  también  consecuencias  sobre

la  regulación  autonómica,  está  relacionado  con  el  requisito  de  continuación  de  la.

actividad  económica.  De  acuerdo  con  la  remisión  que  efectúa  la  LISyD  a  la  LIP,

para  que  se  aplicable  la  reducción,  la  actividad  económica  que  se  transmite  debe

haberse  ejercido  por  el  causante  de  forma  “habitual, personal  y  directa”,  así  como

haber  constituido  su  ‘principal  fuente  de  renta ,,751  La  LISyD  impone  también  un

de  Tributos”. QF, núm.  8/1999,  pág.  7; TORRES CONEJO, C.; REPISO LÓPEZ, F.: “Beneficios
fiscales  en  los  Impuestos  sobre  el  Patrimonio  y  sobre  Sucesiones  y  Donaciones  de  la  empresa
familiar  y  vivienda  habitual”.  RAHP, Alcabala, núm. 1/1999,  págs.  49  y  siguientes;  BERMUDEZ
ODRIOZOLA,  L.;  PEREZ  DE  AYALA  BECERRIL,  L.;  PEREZ DE  AYALA  BECERRIL,  M.:
Comentarios  al  Impuesto...Op.  Cit. Pág.  441.  En  contra,  V. CAROROBLES: “La transmisión de la
empresa y de la vivienda habitual.. .Op. Cit. Pág. 101.

749                         .Articulo  3 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

750  Artículos  10.Dos.1° y  lübis  de la  Ley 13/1997, de  13 de abril, por la  que  se  regula el tramo

autonómico  del Impuesto  sobre la Renta  de las Personas  Físicas  y restantes  tributos cedidos.

 Requisito  que,  en  opinión  de  P.  M.  HERRERA MOLINA,  es  criticable  porque  en  los  supuestos
en  que la actividad  económica  atraviese por  un  momento  de  crisis,  es probable  que  deje  de constituir
la  principal  fuente  de  renta  del  sujeto  pasivo,  con  lo  que  la  disminución  de  capacidad  económica
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requisito  temporal a la aplicación de la reducción, consistente en que la adquisición

deberá  mantenerse durante los  diez años siguientes al  fallecimiento del causante,

salvo  fallecimiento del adquirente dentro de este plazo. Se dispone además que éste

no  podrá  realizar  actos  de  disposición y  operaciones societarias que,  directa  o

indirectamente,  supongan una minoración sustancial del valor de  la  adquisición752.

Pues  bien, en el caso de transmisión de empresa o negocio, se plantea el problema de

si  es necesario el mantenimiento de la  actividad económica del causante. Según la

citada  Resolución de  la  DGT, la  ley no  exige, en  el  caso  de  transmisión mortis

causa,  la continuidad en el ejercicio de la misma actividad que viniera desarrollando

el  causante, pudiendo por tanto serlo en otra. Esta interpretación ha  sido objeto de

numerosas  críticas. En concreto, se ha denunciado que desvirtúa la  finalidad de la

reducción,  que estribaría en propiciar la pervivencia de determinadas empresas753,

por  lo que debe entenderse que ha de continuarse la misma actividad754. Ahora bien,

el  laconismo de la norma y las mayores exigencias que se prevén para el caso de las

adquisiciones ínter vivos  impiden una interpretación concluyente al respecto. Prueba

de  ello es precisamente que una de las  recomendaciones de  la  Gomisión  sobre  la

Fiscalidad  de  las  Pymes  era que se  aclarara dicha cuestión en  el  ISyD, y que se

hiciera  en el sentido de no vincular la aplicación de la reducción al desarrollo de la

implicaría,  en aquéllos casos, la pérdida del  derecho a  la  exención; en:  Capacidad  económica  y
sistema...  Op. Cit. Págs. 353  y  354.

752  Para  M. NAVARRO EGEA,  este requisito es  contradictorio con la  finalidad de mantener la

actividad  de  determinadas empresas, por  cuanto incentiva el  anquilosamiento de  las estructuras
empresariales; en: Incentivos fiscales... Op. Cit. Pág. 79.

 CAYÓN GALlARDO, A.: “La sucesión mortis causa  en la empresa familiar... Op. Cit. Págs. 694
y  siguientes;  NAVARRO  EGEA,  M.:  Incentivos  fiscales... Op.  Cit.  Pág.  80;  BERMUDEZ
ODRIOZOLA,  L.; PEREZ DE  AYALA BECERRIL, L.; PÉREZ DE AYALA BECERRIL, M.:
Comentarios  al  Impuesto... Op.  Cit. Pág. 443. Una excepción la encontramos en E. DE AGUIAR,
que  con dudoso criterio admite que pueda ser suficiente el mantenimiento de los bienes adquiridos,
al  margen de la  continuidad o no  de la  actividad. Esta interpretación debe ser  rechazada por  ser
totalmente  contradictoria con  la  finalidad y  literalidad de  la  norma; en: Beneficios  fiscales  en  la
empresa  familiar...Op.  Cit. Pág. 156.                                -

 Así lo entendió F. POZUELO ANTONI, para quien no cabe duda de que la actividad a mantener
debe  ser la  misma que  desarrollara el  causante, en: “Las nuevas reducciones del  Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones (leyes 13 y 14 de 1996)”. RCEF, núm. 172/1997, pág. 75. También P. M.
HERRERA  MOLINA entiende incontrovertido que la finalidad de la reducción es  garantizar, o no
impedir  al  menos,  la  subsistencia  de  determinadas empresas calificadas  como  familiares; en:
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misma  actividad755. El problema de fondo estriba en que no resulta fácil casar las

dos  finalidades a  que apunta la  norma que introdujo esta  reducción; por  un  lado,

salvaguardar  la  economía de  la  familia, lo  que  exige circunscribir la  reducción a

determinados  parientes  y,  seguramente también,  permitir  la  reconversión  de  la

actividad,  y por otro, permitir la pervivencia de una determinada clase de empresas

en  atención a la importancia que puedan tener en la economía de nuestro país, lo que

probablemente exija el mantenimiento de la misma actividad.

Por  último, la  citada interpretación de la DGT plantea también problemas en

el  caso de  las reducciones reguladas por  las  Comunidades Autónomas de  Aragón,

Cataluña  y  Valencia.  En  caso  de  la  regulación aragonesa756, el  problema  surge

porque  en ésta se establece que bastará, para tener derecho a la reducción, con que

los  bienes y derechos recibidos permanezcan afectos “una actividad económica de

cualquiera  de  los causahabientes beneficiados”; que esta previsión constituya una

mejora  con respecto de la normativa estatal o una mera precisión técnica dependerá

de  que aceptemos la  interpretación que en relación con este requisito ha  llevado a

cabo  la Resolución 2/1999, ya que la norma aragonesa coincide con la interpretación

oficial, pero no con la dicción literal de la LISyD.

Un  problema similar plantean los términos en que están redactadas las leyes

catalana  y  valenciana  que  regulan  esta  reducción.  La  primera757 condiciona  el

disfrute  de la reducción al mantenimiento del ejercicio de la misma actividad y de la

titularidad  y la afectación a ésta de los mismos bienes o derechos, o sus subrogados

con  un valor equivalente, en el patrimonio del adquirente, la reducción valenciana758

Capacidad  económica...Op. Cit.  Págs. 384 y  385. LETE ACHIRICA, C.: “La noción de empresa
familiar...Op. Cit. Pág. 19.

755 Recomendaciones de la C’omiszon sobre la Fiscalidad de las PYMES. Madrid: MEH, 1997, pags.
33  y 34.

 Artículo 3 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

 Artículo 2.1 .d) de la  Ley 21/2001, de 28  de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas;
artículo 5 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.
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exige  el  mantenimiento  de la empresa  o negocio  en actividad  durante  un periodo  de

cinco  años  a  partir  del  fallecimiento  del  causante,  lo  que  parece  indicar  que  una

modificación  de  la  actividad  económica  dará  lugar  a la  pérdida  de  la  misma759. De

nuevo,  si  se  acepta  la  interpretación  oficial,  estas  dos  regulaciones  autonómicas

serían  contrarias  al  marco  normativo  previsto  por  el artículo  40 de  la  LSF,  que  sólo

permite  el  establecimiento  de  mejoras  al  regular  las  reducciones  establecidas  en  la

LISyD.

La  adquisición  mortis  causa  de participaciones  en entidades  se beneficiará  de

esta  reducción  siempre  que  éstas  cumplan  los requisitos  expresados  en  el  apartado

dos  del  artículo  4.8  LIP.  La  reducción  se  aplicará  sobre  el  valor  de  las

participaciones,  determinado  conforme  al  artículo  16  LIP,  en  la  parte  que

corresponda  a la proporción  existente  entre los activos necesarios  para  el ejercicio  de

la  actividad  empresarial  o  profesional,  minorados  en  el  importe  de  las  deudas

derivadas  de la misma,  y el valor  del patrimonio  neto  de la  entidad760. Son cuatro  los

requisitos  exigidos  por  la  norma:  en  primer  lugar,  que  la  entidad  no  tenga  por

actividad  la  gestión  de un patrimonio  mobiliario  o inmobiliario.  Será  así cuando,  de

acuerdo  con  el artículo  75 LIS, no se den las condiciones  para  considerar  que más de

la  mitad  de  su  activo  está  constituido  por  valores  o sea  de  mera tenencia  de bienes.

En  segundo  lugar  que,  caso  de  tratarse  de  una  sociedad,  ésta  no  sea  transparente,

salvo  que  sea una  sociedad de profesionales  del artículo  75.1 .b) LIS. En  tercer  lugar,

que  la  participación  del  sujeto  pasivo  en  el  capital  de  la entidad  sea,  como  mínimo,

del  15 por  100  o,  si  fuera  una  participación  conjunta  con  cónyuges,  ascendientes,

758  Artículos lO.Dos.1°  y  lObis  de la Ley 13/1997, de 13 de abril,  por la que se regula el tramo

autonómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

 Nos parece por ello forzada la interpretación de 1. TORMO  TORMO, para quien, puesto que la
dicción  literal  de  la  norma es “en  actividad”  y no,  “en la  actividad”,  debe  interpretarse  en  el sentido
de  que bastará con que los bienes continúen afectos a  una actividad empresarial o profesional,
aunque sea distinta a la que venía ejerciendo el causante; en: “Tratamiento en  el  Impuesto  sobre
Sucesiones y Donaciones...Op. Cit. Pág. 104.

760  Lo cual ha sido objeto de crítica por ser demasiado restrictivo, ya que excluye una serie de bienes

que también contribuyen aunque de manera indirecta, al fin de la actividad; véase en este sentido:
BERMÚDEZ ODRIOZOLA, L.; PÉREZ DE AYALA BECERRIL, L.;  PEREZ DE AYALA
BECERRIL, M.: Comentarios  al  Impuesto... Op. Cit. Pág. 446.
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descendientes  o  colaterales  de  segundo  grado,  del  20  por  100.  Por  último,  que  el

sujeto  pasivo  o,  en  caso  de  participación  conjunta,  alguna  de  las  personas  citadas

antes  ejerzan  efectivamente  funciones  de  dirección  en  la  entidad,  percibiendo  por

ello  una  remuneración  que  represente  más  del  50  por  100  de  la  totalidad  de  los

rendimientos  empresariales,  profesionales  y  de  trabajo  personal,  aunque  a  estos

efectos  prevé  la  LIP  que  no  se  computarán  los previstos  en  el  primer  apartado  del

artículo  4.8761. También  en  el  caso  de  transmisión  de. participaciones  se  exige  su

permanencia  en  el  patrimonio  del  adquirente  durante  diez  años  y  el  mantenimiento

de  su valor.

Aparte  de los problemas  interpretativos  citados,  la  actividad  normativa  de las

Comunidades  Autónomas  al  regular  estas  reducciones  y  establecer  otras  nuevas  ha.

estado  claramente  orientada  a  establecer  condiciones  más  ventajosas  para  los

contribuyentes.  Hasta  el  momento,  han  aprobado  normativa  en  esta  materia  las

Comunidades  Autónomas  de Aragón762, Asturias763, Cantabria764, Castilla  y León765,

Cataluña766,  Galicia767, La  Rioja768 y  Comunidad  Valenciana769. Por  las  razones

761  Un análisis de estos requisitos puede verse en: NAVARRO EGEA, M.: Incentivos fiscales... Op.
Cit.  Págs. 31 y siguientes. También esta reducción ha sido objeto de crítica por P. M. HERRERA
MOLiNA, para quien se estaría produciendo una injustificada discriminación del empresario persona
física;  en: Gapacidad fiscal y sistema... Op. Cit. Pág. 355.

762  Artículo 3.3 .b de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

763  Artículo 12 de la Ley 15/2002, de 27 de diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y

fiscales.

764  Artículo 1.3 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia de Tributos

cedidos por el Estado.

765  Artículos  10 y  11 de la Ley 11/2000, de 28 de  diciembre, de Medidas Económicas, Fiscales y

Administrativas.

766                             . .          .    .         .Articulo  2.1.d) de la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas;
artículo  5 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. -

767  Artículos 2.3 de la Ley 3/2002, de 29 de abril, de Medidas de Régimen Fiscal y Administrativo y

1.2  de la Ley 7/2002, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales y de Régimen Administrativo.

768  Artículos 2 a  6 de  la Ley 10/2002, de  17 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas

para  el año 2003.
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apuntadas  más  arriba,  creemos  que  la  regulación  aprobada  por  las  Comunidades  de

Aragón,  Asturias,  Castilla  y  León,  Galicia  y  La  Rioja  deben  reputarse  contrarias  al

artículo  19.2  de  la  LOFCA.

Reducciones  por adquisición de empresa individual, negocio profesional o participaciones en

determinadas  entidades

Comunidad
Autónoma

Objeto de la reducción Principales diferenciascon respecto de la regulada en la LISyD

Aragón Adquisiciones  ,nortis causa de
participaciones  en
determinadas  entidades.

1.  Requisitos menos estrictos que la LISyD.
2.  La actividad económica,  su dirección  y  control,  radiquen  en  la
Comunidad  Autónoma

Asturias Adquisiciones  monis  causa de
empresa  individual o negocio
profesional

1. Reducción del 99 por 100 del valor
2.  Ampliación del ámbito subjetivo
3.  El  domicilio  fiscal  y  social  de  la  entidad  o  el  negocio  debe
encontrarse  en  la  Comunidad  Autónoma  y  mantenerse  en  el
territorio  durante diez años.

Cantabria Adquisiciones  .‘nortis causa de
empresas  individuales,
negocios  profesionales y
participaciones  en entidades,
coticen  o no en mercados
organizados.

1.  Reducción del 98 por  100 del valor.
2.  Periodo de mantenimiento de la adquisición de tres años.

Castilla  y
León

Adquisiciones  mortis causa de
empresas  individuales,
negocios  profesionales y
participaciones  en entidades
que  no coticen en mercados
organizados.

1.  Reducción deI 99 por 100 del valor.
2.  Ampliación del ámbito subjetivo.
3.  El domicilio  fiscal y  social  de  la  entidad  o  el  negocio  deben
encontrarse  en  la  Comunidad  Autónoma  y  mantenerse  en  el
territorio  durante diez años

.

Cataluña Adquisiciones  monis  causa de
empresas  individuales,
negocios  profesionales y
participaciones  en entidades,
coticen  o no en mercados
organizados.

1.  Requisitos menos estrictos que la LISyD
2.  Periodo de mantenimiento de  la adquisición de cinco años.

Galicia Adquisiciones  mier vi vos y
monis  causa de empresas
individuales,  negocios
profesionales  y participaciones
en  entidades que tengan la
consideración  de empresas de
reducida  dimensión (ex artículo
122  de la LIS

1.  Reducción del 99 por  100 del valor.
2.  Ampliación del ámbito subjetivo:
3.  Periodo de mantenimiento de la adquisición de cinco  años.
4.  El  centro de  gestión o  el  domicilio  de  la  entidad  o  el  negocio
debe  encontrarse  en  la  Comunidad Autónoma  y mantenerse en  el
territorio  durante cinco años.

La  Rioja Adquisiciones  inter vivos y
mortis  causa de empresas
individuales,  negocios
profesionales  y participaciones
en  entidades que no coticen en
mercados  organizados.

1. Reducción del 99 por 100 del valor.
2.  Ampliación  del  ámbito  subjetivo  sólo  en  el  caso  de  las
adquisiciones  inortis causa.
3.  Periodo de mantenimiento de la adquisición de cinco años.
4.  El centro  de  gestión  o  el domicilio  de  la  entidad  o  el  negocio
debe  encontrarse en  la  Comunidad  Autónoma y  mantenerse en  el
territorio  durante cinco años              -

769  Artículos  1O.Dos.1°  y  lübis  de  la  Ley  13/1997,  de  13  de  abril,  por  la  que  se  regula  el  tramo

autonómico  del  Impuesto  sobre  la  Renta  de  las  Personas  Físicas  y  restantes  tributos  cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Objeto  de la reducción Principales  diferencias con respecto de la regulada en la LISyD

Comunidad
Valenciana

Adquisición inter  vivos y
monis  causa de empresas
individuales, negocios
profesionales y participaciones
en  determinadas entidades

1.  Reducción del 95 por 100 del valor.
2.  Mantenimiento de  la adquisición “en actividad” durante cinco
aflos.

.

e)  Reducciones por adquisición de una explotación agrícóla.

La  LMEA  establece  tres  reducciones  aplicables  sobre  el  tributo  que  grave  la

transmisión  de la  explotación.  En las dos  primeras,  el elemento  déterminante  para  su.

aplicación  es  que  estemos  ante  una  explotación  prioritaria  que,  caso  de  ser

titularidad  de una persona  fisica, deberá reunir  los requisitos  que  establece  el artículo

4  de  la LMEA770, y que,  de  acuerdo  con  lo establecido  en la  Exposición  de Motivos

de  la  norma,  obedecen  tanto  a criterios  subjetivos  ligados  al  titular  de la  explotación.

770  En  concreto,  la  LMEA  dispone  que  para  que  una  explotación  cuyo  titular  sea  una  persona  física.

tenga  la  consideración  de  prioritaria,  se requiere,  en primer  lugar,  que  dicha  explotación  posibilite  la.
ocupación,  al menos,  de  una  unidad  de  trabajo  agrario.  De acuerdo  con el artículo  2.10 de  la LMEA,
unidad  de  trabajo  agrario  es  el  trabajo  efectuado  por  una  persona  dedicada  a  tiempo  completo
durante  un  año  a  la  actividad  agraria.  En  segundo  lugar,  requiere  la norma  que  la  renta  unitaria  de
trabajo  -que  de  acuerdo  con  el  artículo  2.11  LMEA  es  el  rendimiento  económico  generado  en  la.
explotación  agraria  que  se  atribuye  a  la  unidad  de  trabajo  y  que  se  obtiene  dividiendo  entre  el
número  de  unidades  de  trabajo  agrario  dedicadas  a  la  explotación,  la  cifra  resultante  de  sumar  el
margen  neto  o excedente  neto  de  explotación  y el  importe  de  los salarios  pagados-  que  se obtenga  de
la  misma  sea igual  o  superior  al 35 por  100 de  la renta  de referencia  e  inferior  al  120 por  100 de  ésta,
sin  perjuicio  de  lo establecido  en  la  disposición  transitoria  única.  Además,  el  titular  ha  de  reunir  los.
siguientes  requisitos,  establecidos  en  la  norma:  “a)  Ser  agricultor  profesional,  conforme  a  lo
establecido  en  el  apartado  5  del  artículo  2.  b)  Poseer  un  nivel  de  capacitación  agraria  suficiente,
para  cuya  determinación  se  conjugarán  criterios  deformación  lectiva y  experiencia  profesional.  c)
Haber  cumplido  dieciocho  años y  no haber  cumplido  sesenta y  cinco  años.  d) Estar  dado  de alta  en
el  Régimen  Especial  Agrario  de  la Seguridad  Social  o en  el Régimen  Especial  de  Trabajadores  por
cuenta  propia  o autónomos  en función  de  su  actividad  agraria.  Los  agricultores  profesionales  que
no  estén encuadrados  en  los  regímenes  anteriores,  deberán  cumplir  los requisitos  indicativos  de  su
profesionalidad  agraria  establecidos  a estos  efectos por  las  comunidades  Autónomas,  e) Residir  en
la  comarca  en  donde  radique  la  explotación  o  en  las  comarcas  limítrofes  definidas  por  la
legislación  autonómica  sobre  organización  territorial.  En  su  defecto,  se  tendrá  en  cuenta  la
comarcalización  agraria  establecida  en el  Censó Agrario  del Institutb  Nacional  de  Estadística.  Este
requisito  de  residencia  se  entiende  salvo  caso  de  fuerza  mayor  o  necesidad  apreciada  por  las
Comunidades  Autónomas”.  Dispone  además  la  ley  que,  en caso de matrimonio, la titularidad  de  la.
explotación  podrá  recaer,  a  estos  efectos,  en  ambos  cónyuges,  siendo  suficiente  que  uno  de  ellos
reúna  los requisitos  indicados  en  el  apartado  anterior.  Por  último,  se  establece  en  el  apartado  3  de].
precepto que “Las explotaciones  agrarias  que pertenezcan  a una  comunidad  hereditaria  y  sobre  las
que  exista pacto  de  indivisión  por  un período  mínimo  de seis  años,  se  considerarán,  a estos  efectos,
como  explotaciones  prioritarias,  siempre  que  la  explotación  y  al menos  uno  de  los partícipes  en  la

comunidad  cumpla  los  requisitos  señalados  en  el  apartado  1  de  este  artículo.  El  período  de
indivisión  se  contará  a partir  de  la calflcación  de  la explotación  como prioritaria  “.
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como  a  otros  de  carácter  objetivo  cuya  concurrencia  asegurará  la  viabilidad

económica  de la  explotación.

La  primera  de  las reducciones,  prevista  en el  artículo  9 LMEA771, recae  sobre

la  transmisión  o adquisición,  por  cualquier  título,  oneroso  o lucrativo,  inter  vivos  o

inortis  causa,  del  pleno  dominio  o  del  usufructo  vitalicio  de  una  explotación

agraria772 en  su  integridad,  en  favor  o  por  el  titular  de  otra  explotación  que  sea

prioritaria  o que alcance  esta consideración  como consecuencia  de la adquisición.  La

reducción  será  del  90  por  100  de  la  base  imponible  del  impuesto  que  grave  la

transmisión  o adquisición  de  la  explotación  o  de sus  elementos  integrantes,  siempre

que,  como consecuencia  de dicha transmisión, no  se altere  la  condición  de prioritaria

de  la  explotación  del  adquirente.  La  transmisión  de  la  explotación  deberá  realizarse

en  escritura  pública.  La  reducción  se elevará  al  100 por  100 en caso de continuación

de  la  explotación  por el cónyuge supérstite.

La  segunda  reducción,  prevista  en  el  artículo  11  LMEA,  es  aplicable  a  la

adquisición,  por  cualquier  título,  oneroso  o lucrativo,  inter  vivos  o inortis  causa  del

‘pleno  dominio  o  del  usufructo  vitalicio  de  una  finca  rústica  o  de  parte  de  una

explotación  agraria,  en favor  de  un titular  de explotación  prioritaria  que no pierda

o  que  alcance  esta  condición  como  consecuencia  de  la  adquisición”.  Para  estos

supuestos,  se  prevé  una  reducción  del  75  por  100  en  la  base  imponible  de  los

impuestos  que graven  la transmisión  o  adquisición.  De acuerdo  con  lo previsto  en el

artículo  20.2 LMEA,  las reducciones  anteriores  se incrementarán  en diez puntos  si el

adquirente  es, además,  un agricultor joven  o un asalariado  agrario  y la transmisión  o

771  Según  la  Exposición de Motivos de la  LMEA, la  finalidad de  este beneficio  es  mantener la

integridad de las explotaciones, fomentar a la ampliación de las mismas, y facilitar la movilidad del
mercado  de la tierra. En concreto, por lo que interesa al beneficio fiscal que aquí vamos a analizar,
se  enmarca en la finalidad de la norma, expresada en su artículo primero, de “estimular la formación
de  explotaciones  agrarias  de  dimensiones  suficientes  para  asegurar  su  viabilidad y  que  constituyan
la  base permanente  de  la economía familiar  de  sus titulares”.

772  De  acuerdo con el artículo 2.2 de la norma,  se  entiende  por  tal “el conjunto  de bienes y  derechos

organizados  empresarialm ente por  su titular  en  el ejercicio  dela  actividad  agraria,  primordialmente
confines  de  mercado,  y  que constituye  en sí misma una unidad  técnico-económica”.
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adquisición  se  realiza  durante  los  cinco  años  siguientes  a  su  primera  instalación.

Asimismo,  la  norma  exige  en  ambos  casos  un  periodo  de  permanencia  de  la

explotación  de cinco años.

La  tercera  y última  de  las reducciones  previstas  se contiene  en la  disposición

adicional  cuarta  de  la  LMEA  y  recae  sobre  determinadas  transmisiones  de  fincas

rústicas  de dedicación  forestal773. La  reducción  se aplicará  a las transmisiones  mortis

causa  y  en las  donaciones  inter  vivos  de  superficies  rústicas  de  dedicación  forestal,

tanto  en  pleno  dominio  como  en  nuda  propiedad.  Al  igual  que  en  el  resto,  se

practicará  en  la base  imponible  del impuesto  que  grave  la transmisión.  En  concreto,

la  reducción  se aplicará  a la  totalidad  de la  explotación  agraria  en la que  la superficie

de  dedicación  forestal  sea  superior  al  80  por  100  de  la  superficie  total  de  la

explotación.  Se prevén  distintos  porcentajes  de reducción  en  función  de  la  clase  de

superficie.  Así,  será  del  90  por  100  para  aquéllas  que  se  encuentren  incluidas  en

Planes  de  protección  por  razones  de  interés  natural  aprobados  por  el  órgano

competente  de  la  Comunidad  Autónoma,  o,  en  su  caso,  por  el  correspondiente  del

Ministerio  de  Agricultura,  Pesca  y  Alimentación;  del  75  por  100  para  las  que

dispongan  de  un  Plan  de  Ordenación  Forestal  o  un  Plan  Técnico  de  Gestión  y

Mejora  Forestal,  o  figuras  equivalentes  de  planificación  forestal,  aprobado  por  la.

Administración  competente.  La  Comunidad  Autónoma  de  Cataluña774. ha  una.

reducción  del  95  por  100 para  este  supuesto,  cuando  se  trate  de  una  adquisición

mortis  causa  realizada  por  el  cónyuge,  descendientes  o  adoptados,  ascendientes  o

adoptantes  o colaterales  hasta  el tercer grado.

Por  último,  prevé  la  LMEA  que  un  porcentaje  de  reducción  del  50 por  100

para  las  demás  superficies  rústicas  de  dedicación  forestal,  siempre  que,  como

n  Según  la  Exposición  de  Motivos,  dicha  reducción  se  establece  “en consonancia con la política

general  de fomento y  desarrollo del sector forestal como instrumento necesario para la protección y
conservación  del medio  natural, la  obtención de productos  no  exceden tarios y  la generación de
empleo  en el medio rural”.

774  ,                         .           .    .         .

Articulo  2.1 .d) de  la Ley 21/2001,  de 28 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.
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consecuencia  de  dicha  transmisión,  no  se  altere  el  carácter  forestal  del  predio  y no

sea  transferido  por  razón  de  inter  vivos,  arrendada  o  cedida  su  explotación  por  el

adquirente,  durante  los  cinco aflos siguientes  al  de la  adquisición.  Estas  reducciones

serán  también  aplicables  a  la  extinción  del  usufructo  que  se  hubiera  reservado  el

transmitente.

Al  igual  que ha  sucedido  en  el  caso  de las reducciones  por  la  adquisición  de

actividades  económicas  o  de  participaciones  sobre  las  mismas,, las  Comunidades

Autónomas  han  preferido  crear  reducciones  propias,  recogiendo  básicamente  los

mismos  requisitos  que  la  LMEA,  aunque  con tres  diferencias  esenciales;  en  primer

lugar,  incrementando  sustancialmente  los  porcentajes  de  reducción.  En  segundo,

restringiendo  el  ámbito  subjetivo  de  aplicación  a  determinados  parientes,  y  por

último,  en  tercer  lugar,  con  la  única  excepción  de  Valencia775,  todas  las

Comunidades  exigen  que  la  explotación  permanezca  ubicada  en  la  propia

Comunidad,  requisito  éste  que  debe  también  estimarse  contrario  al  artículo  19.2  de

la  LOFCA.  Éste  es  el  caso  de  la  regulación  aprobada  por  las  Comunidades

Autónomas  de Castilla  y León776 y Galicia777.

Artículo  10 de  la Ley  13/1997,  de  23 de  diciembre,  por  el que  se regula  el tramo  autonómico  del
Impuesto  sobre  la Renta  de  las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos.  -

 Artículo  9  de  la  Ley  11/2000,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Económicas,  Fiscales  y
Administrativas.

 Artículo  2 de  la  Ley  3/2002,  de  29  de  abril,  de  Medidas  de  Régimen  Fiscal  y  Administrativo  y
artículo  1.1.  de  la  Ley  7/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  de  Régimen
Administrativo.
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Reducciones  por la adquisición de una explotación agrícola

Comunidad  Objeto de la reducción
Autónoma

de

adquisiciones  monis  causa  de
explotaciones  agrarias,  o  de
elementos  de éstas

adquisiciones  inter  vivos  de
participaciones  de  una
explotación  agraria

adquisiciones  monis  causa  de
empresa  individual agrícola

Principales diferencias con respecto de la regulada en la LISyD

l.Redución  del 99 por  100 de su valor
2.  Ubicación en la Comunidad Autónoma.
3.  El  causante  debía  tener,  en  la  fecha  del  fallecimiento,  la
condición  de agricultor profesional
4.  El  adquirente debe  ser  el  cónyuge,  descendientes  o  adoptados,
ascendientes  o  adoptantes  y colaterales,  por  consanguinidad,  hasta
el  tercer grado del causante;
5.Mantenimientodurañtediezaños,salvofallecimiento.
1.  Reducción del 99 por 100 de su valor
2.  Ubicación en  la Comunidad Autónoma.
3.  El  adquirente debe  ser  el  cónyuge,  descendientes  o  adoptados,
ascendientes  o adoptantes  y colaterales,  por  consanguinidad  hasta
el  tercer grado  inclusive, del causante778.
4.Mantenimientodurantecincoaños,salvofallecimiento
1.  Reducción del 99 por  100 de su valor.
2.  Donante  65  años  o  más  o  en  situación  de  incapacidad
permanente;  a la fecha del devengo,  agricultor profesional  y pierda
dicha  condición a consecuencia de la donación;
3.  El adquirente  debe  ser  el  cónyuge,  descendientes y  colaterales
por  consanguinidad  hasta  el  tercer  grado  inclusive,  y  tener  la
condición  de agricultor profesional
4.  Mantenimiento de la adquisición,  y de  la condición de agricultor
profesional,  durante cinco años.
1.  Reducción del 95 por 100 de su valor.
2.  El adquirente debe ser el cónyuge, descendientes o adoptados del
causante.  De  no  existir  descendientes  o  adoptados,  podrán
beneficiarse  de  la  reducción  los  ascendientes,  adoptantes  y
parientes  colaterales,  hasta  el  tercer  grado,  del  causante.  En todo
caso,  el  cónyuge  supérstite  tendrá derecho,  igualmente,  a la  citada
reducción.
3.  La  empresa no debe haber  constituido,  durante  los  cuatro años
anteriores  al devengo del impuesto,  la principal fuente de  renta del
causante
4.  Durante  esos  mismos  cuatro  años,  el  causante  debe  haber
ejercido  la  actividad  constitutiva  de  dicha  empresa,  de  manera
habitual,  personal y directa
5.  Mantenimiento  de  la  adquisición  durante  cinco  anos,  salvo
fallecimiento  del adquirente.

778  En  caso  de  adquisicin  de  una  explotación  completa,  el  causante  deberá  tener  la  condición  de

agricultor  profesional  a  la  fecha  del  devengo.  Si  se  trata  de  la  adquisición  de  determinados  elementos
de  una  explotación  agraria  o  de  derechos  de  usufructo  sobre  los  mismos,  a  Ja  fecha  del  devengo  los
adquirentes  deberán  tener  dicha  condición  y  ser  además  titulares  de  la  explotación  agraria  a  la  cual
estén  afectos  los  elementos  que  se transmiten.

adquisiciones  monis  
explotaciones  agrarias

Castilla  y
León

Galicia

Galicia

Valencia

384



fi  Reducciones por  adquisición  de  vivienda habitual.

El  artículo  20.2.c)  de la  LISyD establece  una reducción  que se aplicará  sobre

el  valor  de  la vivienda  habitual  del  causante,  estableciendo  como beneficiarios  de la

misma  al  cónyuge,  ascendientes  o  descendientes  del  fallecido  o  bien  pariente

colateral  mayor  de  sesenta  y  cinco  años  que  hubiçse  convivido  con  el  causante

durante  los dos  años anteriores  al fallecimiento.  La  ley excluye  aquí  a los adoptados,

e  incluye  a  los ascendientes.  La  exclusión  de los primeros  ha  sido denunciada  por  la

doctrina,  habida  cuenta  de la  equiparación  entre  ambas  clases  de filiación,  biológica

y  adoptiva779. Dicha  equiparación,  desaparecidos  ya los  dos tipos  de  adopción,  tiene

como  consecuencia  que,  en  virtud  de  los  artículos  14  y  39  de  la  Constitución,  el

tratamiento  otorgado  a  ambas  clases  de  descendientes  tendrá  que  ser  igual,  so  pena

de  incurrir  en una  discriminación  contraria  al primero  de  los preceptos,  susceptible,

por  tanto,  de ser protegida  en amparo constitucional.  En  el caso que nos  ocupa,  el no

reconocimiento  del  mismo  beneficio  fiscal  a  ambas  clases  de  descendientes  podría

ser  uno  de  los supuestos  a que hacen  referencia,  entre  otras,  la  STC  109/1988,  de  8

de  junio  y  la  STS  de  5 de  marzo  de  1988,  en  que  la  extensión,  por  analogía,  del

ámbito  de  aplicación  de  un  beneficio  fiscal  constituye  una  exigencia  directamente

derivada  del  principio  de  igualdad.  En  cualquier  caso,  el  Tribunal  Constitucional  ya

ha  señalado  el imperativo  constitucional  de que se produzca  el mismo tratamiento780.

“  Equiparación  entre  filiación  biológica  y adoptiva  que  realiza  el  artículo  108 del  Código  civil.  En
esta  materia  hay unanimidad  doctrinal;  al  respecto  véase:  FALCON  Y  TELA,  R.:  “Las  reducciones
en  la  base  imponible  del  ISyD  en materia  de  vivienda  habitual..  .Op. Cit. Pág.  6; PEREZ-FADON
MARTINEZ,  J.  J.:  “Las  nuevas  reducciones  del  Impuesto  sobre  Sucesiones...  Op.  Cit.  Pág.  62;
ALONSO  ALONSO,  R.:  “Medidas  sobre  fomento  del  empleo  y beneficios  fiscales...  Op.  Cit.  Pág.
23;  BERMUDEZ  ODRIOZOLA,  L.;  PEREZ  DE  AYALA  BECERRIL,  L.;  PEREZ  DE  AYALA
BECERRIL,  M.:  Comentarios  al  Impuesto.. .Op.  Cit.  Págs.  429  y  430;  GONZÁLEZ-CUÉLLAR
SERRANO,  M. L.: La fiscalidad  del patrimonio..  .Op. Cit. Pág.  82.

780  De  acuerdo  con  el  Tribunal  Constitucional,  puede  afirmarse  la  igualdad  de  ambas  clases  de

filiaciones.  En  efecto,  así  lo  ha  entendido  el  Tribunal  en  Sentencia  46/1999,  de  22  de  marzo
(Recurso  de  Amparo).  Si  bien  en  esta  Sentencia  se  lirnita  a  subsanar  la  discriminación  entre
adoptados  e hijos  biológicos,  entendiendo  que  no  es  diferencia  que justifique  un  trato  diferente.  No
se  detiene  sin  embargo  el  Tribunal  a  examinar  su  jurisprudencia  vertida  en  la  anterior  Sentencia
33/1983,  donde  se  afirmaba  que,  en los  casos de  adopción  no plena,  no  era  equiparable  a  la filiación
biológica.  Lo  explica  así  el  Magistrado  disidente  de  esta  Sentencia  de  1999,  Manuel  Jiménez  de
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Por  otro  lado,  la  citada  Resolución  de  la  DGT,  número  2/1999,  ha  interpretado  que

deben  incluirse  también  los  adoptados.  Algunas  Comunidades  Autónomas  han

incluido  a  los  adoptados  dentro  del  conjunto  de  beneficiarios  para  esta  reducción;

pues  bien,  a la vista  de  lo  anteriormente  expuesto,  dichas  disposiciones  no  suponen,

en  puridad,  una  mejora  de  las  coñdiciones  establecidas  en  la  reducción  estatal,  sino

tan  sólo una mejora  técnica,  en cuanto  a los términos  literales  de la misma.

Siguiendo  mismo  criterio  empleado  para  las  adquisiciones  de  empresas,

negocios  y participaciones,  la DGT  ha interpretado  que  del  valor  de la  vivienda  hay

que  reducir  también  la  parte  proporcional  de  las  deudas  y  gastos  generales  que

formen  parte  del  caudal  relicto.  Darnos  aquí por reproducidas  nuestras  críticas  a esta

interpretación,  que  no parece  desprenderse  sencillamente  de  la  LISyD y  que  supone

un  empeoramiento  de las condiciones  de las reducciones.  Por  último,  la  LISyD exige

también  el  requisito  de  permanencia  de  diez  años  en  el patrimonio  del  adquirente  y

prohibe  realizar  actos  de  disposición  que  puedan  dar  lugar  a  una  minoración

sustancial  del valor  de la  adquisición.

Reducciones por la adquisición de la vivienda habitual  del causante

Condiciones .  Estado Aragón Baleares Cantabria Cataluña Madrid
Porcentaje  de
reducción

95  por 100 99  por  100
(en  caso de
descendientes
menores  de edad)

100  por  100 98  por 100

Límite 122.606,47 120.202,42 Desaparece  el
límite

125.060 122.000

Parga  y Cabrera que aclara, y critica al Tribunal por no haberlo hecho, que a raiz de la reforma del.
Código  civil que  equipara los hijos adoptivos y  los biológicos, el  idéntico tratamiento jurídico a.
ambos  constituye un imperativo constitucional. Así se deriva, por otro lado, del Convenió relativo a
la  Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional, hecho en La Haya.
el  29 de mayo de 1993, y que fue ratificado por España el 1 de noviembre de 1995. En conclusión,
prosigue  el voto particular, puesto que, según ha afirmado el Tribunal Constitucional “la igualdad ha.
de  valorarse en cada caso teniendo en cuenta el ámbito jurídico sustantivo de relaciones en que se
proyecte  (SSTC 209/1988 y 134/1996), los hijos adoptivos y los hijos biológicos son iguales ante la.
ley,  con “independencia de su filiación” (art. 39.2 de la Constitución).
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Ningún  problema  plantea  la  normativa  aprobada  por  las  Comunidades

Autónomas  de  Aragón781, Baleares782 ,  Cantabria783 o  Cataluña784, que  se  han

limitado a incrementar los porcentajes o a eliminar el límite, en el caso de Cantabria.

Por  su parte, también aquí la Comunidad Autónoma de Madrid785 ha establecido un

límite inferior al previsto por la LISyD, por lo que debe entenderse inaplicable.

Por  el  contrario, y según se afirmó más arriba, sí resultan problemáticas las

reducciones  reguladas  por  las  Comunidades  Autónomas  de  Andalucía786 y

Extremadura787, en la medida en que introducen el requisito de  convivencia previa

del  beneficiario, expresamente descartado por la citada Resolución de la DGT y por

la  doctrina mayoritaria. La norma extremeña exige, además, que se trate de vivienda

de  protección pública788 y mantenga dicha calificación en la fecha del fallecimiento

del  causante,  que  el  adquirente  sea  el  cónyuge,  ascendientes  o  adoptantes,

descendientes o adoptados que hayan convivido con el causante en el año anterior a

la  muerte y continúen en el uso de la misma durante los cinco años siguientes, salvo

fallecimiento y, por último, que dicho adquirente tenga su residencia habitual en la

Comunidad Autónoma. Según se afirmó en un epígrafe anterior, estas disposiciones

781  Artículo 3 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

782  Artículo 4.2 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

783  Artículo 1.4 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia de Tributos

cedidos por el Estado.

784  Artículo 2.1.d) de la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

785  Artículo 2 de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

786  Artículo 9 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas en materia de

tributos  cedidos y  otras  medidas tributarias, administrativas y  financieras. En  la  Exposición de
Motivos de lá norma andaluza se dice que con esta regulación “se dota de su verdadero sentido a este
incentivo fiscal”.                                           -

787  Artículo 5 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.

788  La  ley  extremeña  circunscribe  la  calificación  de  vivienda  de  protección  pública  a  las

contempladas  en el  artículo 23  de la Ley 3/200 1, de 26  de abril, sobre normas reguladoras de la
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deben  reputarse contrarias al marco general establecido en la LOFCA y la LSF para

el  ejercicio de potestades normativas en este impuesto. La aprobación de esta clase

de  disposiciones  sirve  para  poner  de  manifiesto,  de  nuevo,  la  ausencia  de

coordinación existente en esta materia.

g)  Reducciones por  adquisición de  bienes integrantes del  Patrimonio Histórico

Español,  del Patrimonio  Histórico  o Cultural de las Comunidades  Autónomas  y  de

determinados  objetos  de arte y  antigüedades.

Cierra  el  conjunto de  reducciones  en  función  de  determinados bienes  la

establecida para aquéllos incluidos en los apartados uno, dos o tres del artículo 4 de

la  LIP,  que  se  refieren  a  la  adquisición de  bienes  integrantes  del  Patrimonio

Histórico  Español,  del  Patrimonio  Histórico  o  Cultural  de  las  Comunidades

Autónomas  y de  determinados objetos de  arte y antigüedades. Podrán beneficiarse

de  esta  reducción  el  cónyuge,  descendientes o  adoptados. Al  igual  que  en  los

supuestos  anteriores, la  reducción es del 95  por  100 del valor del bien  y se exige

tanto  la permanencia del bien en el patrimonio del sujeto o sujetos pasivos durante

diez  años como el mantenimiento de su valor.

Hasta  el  momento,  cuatro  Comunidades  Autónomas  han  ejercido  sus

competencias  normativas  en  esta  materia,  si  bien  no  prestaremos atención  a  la

establecida  por  la  Comunidad de Madrid, pues se limita a transcribir la reducción

estatal789. Ya  se  hizo  mención  más  arriba  a  los  supuestos  de  las  reducciones

establecidas por las Comunidades Autónomas de Aragón y Valenciana, en tanto que

resultaban  dificilmente cohonestables con la establecida en la LISyD. Es pertinente

mencionar  aquí la  normativa aprobada por  la  Comunidad de  Cantabria790, que ha

disminuido  el  el  periodo de  permanencia del  bien  a  tres  años,  frente  a  los  diez

Calidad,  Promoción y  Acceso de Viviendas en Extremadura referidas a  viviendas de protección
oficial promovidas de forma pública o privada y viviendas de Promoción Pública.

789  Artículo 2 de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.
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exigidos  en  la  LISyD.  Por  último,  la  Comunidad  Autónoma  de  Cataluña79’

introduce,  corno principal  mejora  a  la reducción  estatal,  una  ampliación  del  ámbito

subjetivo  de  aplicación,  de  manera  que,  además  del  cónyuge,  descendientes  o

adoptados,  podrán  beneficiarse  de  la  misma  los  ascendientes,  adoptantes  y

colaterales  hasta  el tercer  grado del  causante.  Los bienes  que se pueden  beneficiar  de

la  reducción  son  en  realidad  los  mismos  que  se  podrán  beneficiar  de  la  estatal,

aunque  la  norma  presente  una  dicción  algo  distinta792. Por  último,  el  periodo

obligatorio  de  permanencia  del  bien  en  el  patrimonio  del  adquirente  se  reduce  a

cinco  años793, pudiéndose  exceptuar  no  sólo  cuando  falleciese  al  adquirente,  sino

también  cuando  fueran  adquiridos  por la Generalidad  de Cataluña.

li.) Reducciones  por  adquisiciones  sucesivas.

El  artículo  20.3  de  la  LISyD establece  que  cuando  los mismos  bienes  fueran

objeto  de  dos  o  más  transmisiones  mortis  causa,  en  la  segunda  y  ulteriores

transmisiones  se  deducirá  de  la  base  imponible,  además  de  las  reducciones  que

procedan,  lo  pagado  por  el  impuesto  en  las  transmisiones  anteriores.  Sólo  los

descendientes  podrán  beneficiarse  de  esta  medida.  Esta  reducción  ha  sido objeto  de

crítica  en  algunos  sectores.  En  concreto,  E.  SIMÓN  ACOSTA  la  ha  criticado

argumentando  que,  cuando  lo  que se pretende  someter  a gravamen  es el  incremento

de  riqueza,  no  tiene  sentido  aplicar  esta reducción,  ya  que  dicho  incremento  será  el

mismo  para  el  que  lo  recibe  con  independencia  de  los  impuestos  que  se  hayan

790  Artículo 1.5 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia de Tributos

cedidos por el Estado.

‘  Artículo 2.1.d) de la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

792  Ya que establece que se aplicará la reducción a: “Los bienes  culturales  de  interés  naional  y  los

bienes  muebles  catalogados,  calificados  e  inscritos  de  acuerdo  con  la  Ley  9/1993,  de  30  de
septiembre,  del  patrimonio  cultural  catalán;  los  bienes  inscritos  y  catalogados  del  patrimonio
histórico  o cultural  de  las  otras  comunidades  autónomas,  de  acuerdo  con  la  normativa  especflca
que  los regule, y  los bienes  comprendidos  en  los apartados  1 y  3 del  artículo  4 de  la Ley  del Estado
1 9/1991,  de  6 de junio,  del  impuesto  sobre  el patrimonio”.

 Artículo 6 de la Ley 3 1/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas:
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devengado  en anteriores  sucesiones794. Desde  una  perspectiva  distinta,  J. ARRIETA

MARTÍNEZ  DE  PISÓN  ha  criticado  su  limitado  alcance,  ya  que  en  aquellos

supuestos  en  que  el  mismo  patrimonio  sea  sometido  a  gravamen  por  diferentes

sucesiones  en un  corto  intervalo  de tiempo,  la  aplicación  de  la reducción  produce  un

resultado  “insuficiente  y fronterizo  con lo confiscatorio”795.

Hasta  el  momento,  únicamente  la  Comunidad  Autónoma  de  Cataluña796 ha

modificado  esta  reducción,  estableciendo  una  mejora  de  la  estatal  en  los  siguientes

términos:  en  primer  lugar,  la  norma  autonómica  amplía  su  ámbito  subjetivo,

extendiendo  su  aplicación  al  cónyuge,  ascendientes,  adoptantes  y  adoptados.  En

segundo  lugar,  cuando  se  produzca  el  presupuesto  de  hecho  el  sujeto  o  sujetos

pasivos  deberán  aplicar  sobre  la  base  imponible,  en  la  segunda  y  ulteriores

transmisiones,  la más  favorable  de  las  dos  reducciones  siguientes:  una  reducción  en

una  cuantía  equivalente  al  importe  de  las  cuotas  del  impuesto  sobre  sucesiones  y

donaciones  satisfechas  por  razón  de las transmisiones  mortis  causa  precedentes  o, la

que  resulte  en  función  de  la  escala  siguiente:  el  50 por  100  cuando  la  segunda  o

ulterior  transmisión  se produjera  del  año natural  siguiente  contado  desde  la  fecha de

la  primera  o la  anterior  transmisión,  el  30 por  100 cuando  se produjera  después  del

primer  año  y  antes  del  transcurso  de  cinco  años,  y  del  10  por  100  cuando  se

produjera  después  de los  cinco años naturales  siguientes  a la  fecha de la  primera  o la

anterior  transmisión  mortis  causa.  Si  las  reducciones  anteriores  recayeran  sobre

bienes  y  derechos  que  se  hubieran  beneficiado  de  alguna  de  las  reducciones

previstas  en  el artículo  2.1 .d) de  la norma797, esta reducción  se aplicará  sólo sobre el

remanente  no  afectado  del  valor  del  bien  o el  derecho.  Por  último,  la  aplicación  de

esta  reducción  se condiciona  a que, por  razón  de la  primera  o la  anterior  adquisición

 SIMÓN ACOSTA,  E.: “Base  liquidable,  tipos  de  gravamen...  Op. Cit. Pág.  202.

795ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J.:  Técnicas desgravatorias...Op.  Cit.  Pág.  71.

796  Artículo 2.1.d) de la Ley 2 1/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.
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mortis  causa, se haya producido una tributación efectiva en concepto del ISyD, y se

entiende  sin perjuicio de las  reducciones que correspondan. En cualquier caso, se

admite  la  subrogación  de  bienes  o  derechos  siempre  y  cuando  se  acredite

fehacientemente.  La  regulación  catalana ha  merecido un  juicio  favorable de  J.

ARRIETA  MARTÍNEZ DE PISÓN, pues  solucionaría las  deficiencias que  este

autor  achaca a la estatal, según hemos visto más arriba798.

i)  Otras reducciones  sobre  el ISyD.

Se  incluyen en  este apartado una serie de  reducciones establecidas por  las

Comunidades  Autónomas que no pueden ser reconducidas a ninguno de los  tipos

que  hemos  examinado más  arriba. En primer lugar, la  Comunidad Autónoma de

Baleares799 ha  creado una  reducción que  obedece a una  finalidad eminentemente

extrafiscal,  según  se  dice  en  la  Exposición de  Motivos,  y  se  ha  establecido

conjuntamente con una deducción en la cuota del IRPF, que veremos más adelante.

En  concreto, la finalidad de estas bonificaciones es compensar a los propietarios de

fincas  situadas en suelo rústico protegido, a los que la Ley 6/1999, de 3 de abril, de

las  Directrices de Ordenación Territorial de las Illes Balears y de medidas tributarias

impone  determinadas limitaciones que afectan al valor residencial del suelo y a la

facultad  de disponer, proporcionándoles un agravio en relación con los propietarios

de  fincas de suelo rústico común. La reducción, del 95 por  100, se aplica sobre el

valor  de  los  citados terrenos800, en  tanto  que  integren la  base  imponible de  una

adquisición mortis  causa  correspondiente al cónyuge, ascendientes, descendientes o

adoptados del causante. La reducción se aplicará exclusivamente a las fincas en que,

 Ley  21/2001,  de  28  de  diciembre, de  Medidas Fiscales y  Administrativas; se  trata  de  las
reducciones  del 95 por  100 del valor de transmisiones de empresas individuales, vivienda habitual,
fincas rústicas, etc. a que ya hemos hecho referencia en distintos apartados de este estudio.

798  ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J.: Técnicas  desgravatorias...Op.  Cit. Pág. 71.

 D. A.  13  de la Ley 6/1 999, de 3 de abril, de las Directrices de Ordenación Territorial de las Illes
Balears y de medidas tributarias.

800  En concreto, se refiere la norma a “terreno ubicado  en  un área  de suelo  rústico protegido  a que

se  refieren  los apartados  a,), b) y  c) del artículo  19.1 de  esta  ley, o bien  en un  área de  interés  agrario
a  que se  refiere la disposición  transitoria  octava  de la presente  ley”.
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como  mínimo, el  33 por  100 de  su extensión se encuentre dentro de  las  áreas de

suelo  rústico  protegido  y  se  aplicará,  además,  en  proporción  a  este  porcentaje.

Dispone  también la norma que esta reducción será incompatible con cualquier otra

reducción  estatal o autonómica que recaiga sobre estos bienes. Por último, si se trata

de  terrenos ubicados en un área de interés agrario, para la aplicación de la reducción

es  necesario el cumplimiento de dos requisitos adicionales; en primer lugar, que los

terrenos  estén afectos a una explotación agraria, y en, segundo, que el causante haya

declarado  rendimientos procedentes de  la  actividad agraria en  el IRPF durante los

cinco  años anteriores a su fallecimiento.

Por  otro lado, la Comunidad Autónoma de Aragón801 ha  establecido que los

beneficios  fiscales relativos a  adquisiciones sucesorias, previstos  en  la  normativa

estatal  o aragonesa, serán de aplicación también a la liquidación provisional que se

practique  por la  fiducia sucesoria según lo establecido en el  artículo 54.8 RISyD).

En  concreto, especifica la norma que procederá esta extensión en la reducción por

adquisición de vivienda habitual, por la adquisición de determinadas participaciones

y  por  la adquisición de  la empresa individual o del negocio profesional, si bien  en

este  último caso se exige además que al menos uno de los sujetos pasivos continúe

la  actividad que realizaba el  causante. Por último,  se establecen reglas  especiales

para  la reducción prevista en el artículo 9 de la LMEA802.

801  Artículo 1 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

802  El artículo 1.4. de la Ley 13/2000 establece que: “La reducción  prevista  en el artículo  9 de  la Ley

19/1995,  de  4 de julio,  de  Modernización  de  las Explotaciones  Agrarias,  se  aplicará  en  los casos  de
herencia  pendiente  de  ejecución fiduciaria,  conforme  a  las siguientes  condiciones:  a)  Se  entenderá
cumplido  el  requisito  de  adquisición  de  los bienes por  parte  del  titular  de  una  explotación  agraria
prioritaria  o por  quien  alcance  esa  consideración  cuando,  siendo  sujeto pasivo  por  la liquidación
provisional  del  artículo  54.8  del  Reglamento  del Impuesto  de  Sucesiones  y  Donaciones,  la  empresa
agraria  del causante  quede  afecta  a la que ya  se  tenía,  sin perder  ésta  la condición  de prioritaria,  o
sea  explotada por  uno o varios  de los sujetos pasivos  que  alcancen  tal  condición,  sin que  se requiera
en  ninguno de los  dos  casos  la  adquisición  dominical  de  tal  empresa.  b) La  empresa  así recibida
deberá  mantenerse  durante  el  plazo  de  cinco  aiios.  Si  en  ese  plazo  los  bienes  integrantes  de  la
empresa  se  enajenaran,  cedieran  o arrendaran,  deberá pagarse  la parte  del  impuesto  que  se hubiera
dejado  de  ingresar,  como  consecuencia  de  la  reducción  practicada,  y  los intereses  de  demora  en  el
plazo  de los 30 días hábiles  siguientes  a la fecha  de  la enajenación,  cesión  o arriendo “.
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Por  último,  las  Comunidades  Autónomas  de  Castilla  y León803 y  Madrid804

han  establecido  también,  corno  reducciones  propias,  el  99  por  100  de  las

indemnizaciones  satisfechas  por  las  Administraciones  públicas  a  los  herederos

afectados  por  el  Síndrome  Tóxico  y  sobre  las  prestaciones  públicas  extraordinarias

por  actos  de  terrorismo,  siempre  qúe  dichas  ayudas  se  encuentren  exentas  en  la

normativa  estatal de  1RPF805.

2.2.2.  Reducciones  en las  transmisiones  lucrativas  iiiter  vivos.

Como  es  sabido,  la  LISyD  dispensa  distinto  tratamiento  a  las  adquisiciones

inter  vivos  y mortis  causa.  Esto ha sido  objeto de crítica por parte de la  doctrina,  que

no  encuentra  justificación  objetiva  y  razonable  suficiente  a  dichas  diferencias  de

trato,  ya  que,  se  argumenta,  ambas  clases  de  adquisiciones  pondrían  de  manifiesto

similar  capacidad  económica806. Pues  bien,  una  de  las  novedades  de  la  reforma  de

2002,  es  precisamente  la  atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades

Autónomas  también  para  las  adquisiciones  inter  vivos,  en  las  mismas  condiciones

establecidas  para  las  potestades  atribuidas  en  adquisiciones  mortis  causa.  Mediante

el  ejercicio  de  dichas  potestades,  las  Comunidades  Autónomas  podrían  igualar  las

803  Artículo  7  de  la  Ley  14/2001, de  28  de  diciembre, de  Medidas  Económicas, Fiscales  y

Administrativas.

804  Artículo 2 de la Ley 14/200 1, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

805  En  concreto, se  encuentran exentas  de  dicho  impuesto las  ayudas contempladas en  la  Ley

32/1999,  de 8 de octubre, de solidaridad con las víctimas del terrorismo

806  Véase al respecto la crítica de E. SIMÓN ACOSTA que, aunque teniendo en cuenta la fecha del

trabajo,  se realiza a la ausencia total de reducciones para las transmisiones inter  vivos,  puede seguir
manteniendo su vigencia; dice este autor que no  se justifica, desde la perspectiva del principio de
capacidad  económica, las diferencias de trato entre ambas clases de adquisiciones, incluso, añade,
resultaría  más  coherente con  la  finalidad del  impuesto que  se  otorgara mejor tratamiento a  las
donaciones,  pues ello supondría una  mejor protección de los hijos; en: “Base liquidable, tipos de
gravarnen...Op. Cit. Págs. 209 y 210. Posteriormente, han  criticado duramente esta disparidad de
trato,  con argumentos similares a los mantenidos por SIMON ACOSTA: CAAMANO ANIDO, M.
A.:  Régimen Fiscal de las  Donaciones.  Madrid: Marcial Pons,  1993, págs. 301  y siguientes; C.
CHECA  GONZALEZ: La  supresión  del Impuesto  sobre  Sucesiones  y  Donaciones.  Madrid: Marcial
Pons,  1996,  págs.  74  y  siguientes;  BERMUDEZ ODRIOZOLA,  L.;  PEREZ  DE  AYALA
BECERRIL,  L.;  PEREZ  DE  AYALA  BECERRIL,  M.:  Comentarios  al  Impuesto  sobre
Sucesiones...Op.  Cit. Págs. 429 y 430.
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adquisiciones  inter  vivos  y  mortis  causa,  estableciendo  idénticas  reducciones  en

ambos  casos,  pues  nada  hay  en  la  LSF  que  así  lo  impida.  La  LISyD  prevé  dos

reducciones  para  las  transmisiones  lucrativas  inter  vivos.  En  primer  lugar,  una

reducción  del  95  por  100 por  la  transmisión  de  participaciones  de  una  empresa

individual,  un  negocio  profesional  o de participaciones  en  entidades  del  donante.  Al

igual  que la  prevista  para  las  adquisiciones  mortis  causa,  la  LISyD  exige que  sea  de

aplicación  la  exención  regulada  en  el  artículo  4.8  LIP,  siendo  de  aplicación  a  las

mismas  personas.  Hay,  sin  embargo,  una  serie  de  diferencias  sustanciales  que  la

hacen  mucho  más  restrictiva:  en  primer  lugar,  la  reducción  no  se  aplica  al

usufructo807. En  segundo,  se exige  la  concurrencia  de  dos  requisitos  en  el  donante;

que  tenga  65 o más  años  o se encuentre  en  situación  de incapacidad  permanente,  en

grado  de absoluta  o gran  invalidez;  y que, si venía  ejerciendo  funciones  de dirección,

deje  de  percibir  remuneraciones  por  las  mismas  a  partir  del  momento  de  la

transmisión.  A estos  efectos  se especifica  que  no  se considerará  comprendida  entre

las  funciones  de  dirección  la  mera  pertenencia  al  Consejo  de  Administración  de  la

sociedad.  Al  donatario  se  le  exigen  los  mismos  requisitos  que  a  los  adquirentes

inortis  causa  de  estos  mismos  bienes:  permanencia  en  el  patrimonio  durante  diez

años  y  rio  realizar  actos  de  disposición  y  operaciones  societarias  que,  directa  o

indirectamente,  puedan  dar  lugar  a  una  minoración  sustancial  del  valor  de  la

adquisición,  con  lo  que  no  se  impide  realmente  que  se  mantengan  las  mismas

participaciones,  pudiéndose  éstas  transmitir  siempre  que  se  reinvierta  en  bienes

similares808. Además,  se le  exige  que  siga  teniendo  derecho  a  la  exención  en  el  IP

durante  los  diez  años  siguientes.  La  segunda  reducción  establecida  en  la  LISyD  es

aplicable  a las  adquisiciones  de bienes  integrantes  del  Patrimonio  Histórico  Español

o  del  Patrimonio  Histórico  o Cultural  de las  Comunidades  Autónomas.  Los términos

son  idénticos  a los de la reducción  aplicable  en las adquisiciones  mortis  causa.

807  Véase la crítica en este sentido de M. NAVARRO EGEA; en: Incentivos fiscales...Op. Cit. Pág.

87.

808  GONZÁLEZ-CUÉLLAR SERRANO, M. L.: La fiscalidad del patrimonio... Op. Cit. Pág. 48.
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Ya  hemos  visto,  en  los  apartados  correspondientes,  las  reducciones

establecidas por las Comunidades Autónomas de Galicia, La Rioja y Valencia, para

las  adquisiciones inter vivos  de determinadas actividades económicas que, en el caso

de  Galicia, se extiende también a la adquisición de explotaciones agrarias. Además

de  aquéllas, es  pertinente mencionar la  reducción establecida por  la  Comunidad

Valenciana809, aplicable para  adquisiciones por  personas con  minusvalía igual  o

superior  al  65 por  100, con un límite máximo de  24000O euros y siempre que se

trate  de donaciones efectuadas en su favor en los cinco años anteriores al devengo.

Ningún  interés tiene la normativa aprobada por la  Comunidad de Cantabria810, que

se  ha limitado a transcribir lo dispuesto en la LISyD, sin añadir nada nuevo.

4.  La atribución de potestades normativas sobre los tipos de gravamen.

Pese  a que es precisamente la potestad normativa para modificar los tipos de

gravamen  el elemento tradicionalmente considerado fundamental a los efectos de la

coi-responsabilidad fiscal, en  la medida en que debería permitir a las  Comunidades

Autónomas  modular la presión fiscal en función de sus necesidades de gasto y del

patrón  distributivo  de  la  renta  que  pretendan implementar en  su  territorio,  este

aspecto  de los impuestos cedidos ha sido, con diferencia, el que ha recibido menor

atención  por parte del legislador autonómico. En este sentido, resulta significativo

que  en el  único  supuesto en que  se ha  llevado a  cabo un  empleo profuso de  las

potestades  normativas en este aspecto, ha sido en el caso del ITPyAJD, donde en la

mayoría  de los supuestos, como veremos más abajo, los tipos  de gravamen se han

empleado como una auténtica técnica desgravatoria.

809  Artículo  35  de  la  Ley  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales,  de  Gestión

Administrativa  y de  Organización  de  la Generalitat  Valenciana.

°  Artículo  1.7 de  la  Ley  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  medidas  fiscales  en  materia  de  Tributos
cedidos  por  el  Estado.
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4.1.  La ausenciade regulación autonómica sobre la tarifa del IRPF.

En  los  momentos  actuales,  ninguna  Comunidad  Autónoma  ha  regulado  la

tarifa,  por lo que se aplica  la estatal  en todo el territorio  común811.

4.2.  La ausencia  de  regulación  autonómica  sobre  el tipo  de  gravamen  en el IP.

Hasta  el  momento,  ninguna  Comunidad  Autónoma  ha  hecho  uso  de  sus

potestades  en este  elemento  del impuesto812.

4.3.  El  ejercicio  de  potestades  normativas  sobre  la  tarifa  y  los  coeficientes  del

patrimonio  preexistente  en  el ISyD.

Las  Comunidades  Autónomas  ostentan  potestades  normativas  para  regular

dos  de  los  elementos  que  se  han  considerado  fundamentales  para  mantener  la

progresividad  de  este  impuesto.  Según  se  apuntó  más  arriba,  dichas  potestades  se

han  incrementado  sustancialmente  a partir  de  2002 pues,  al igual  que ha  sucedido  en

el  caso  del  IP,  en  la  nueva  regulación  se  ha  eliminado  la  obligación  de  las

Comunidades  de  que la  tarifa  por  éstas establecida  tenga una  progresividad  similar  a

la  estatal.  Ahora  bien,  pese  al  indudable  papel  que  cumple  la  tarifa  en  la,

determinación  del  carácter  progresivo  del  impuesto,  es preciso  resaltar  que,  al igual

que  sucede  en  otros tributos,  dicha progresividad  no  se agota  en el juego  de  la tarifa.

y  el  patrimonio  preexistente,  sino  que  su  consecución  es  más  compleja,

manifestándose  en  realidad  en  cuatro  elementos,  como  señalara  J.  RAMALLO

811  Sólo Valencia la ha regulado durante algunos ejercicios, pero para  2003 remite a la regulación

estatal;  artículo 6 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómicc
del  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

812  La Comunidad Autónoma de Valencia se ha limitado a precisar, de manera totalmente superflua,

que  será de aplicación la regulada en el  artículo 30.2 LIP. Artículo 9 de la  Ley 13/1997, de 23 de
diciembre,  por el  que se regula el tramo autonómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas  y restantes tributos cedidos.
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MAS SANET, que contribuyen a determinar el tipo efectivo de gravamen; el grado

de  parentesco, la cuantía de la porción hereditaria o de la donación percibida, la edad

en  el  supuesto  de  adquisiciones inortis  causa  por  menores  de  21  años  y  el

patrimonio  preexistente813. En  los  momentos  actuales habría  que  añadir,  como

quinto  factor, el resto de reducciones en el impuesto.

En  claro contraste con la  abundante normativa, aprobada hasta la  fecha en

materia  de  reducciones  en  el  ISyD,  hasta  el  momento,  sólo  tres  Comunidades

Autónomas  han regulado la  tarifa del impuesto, y lo han hecho manteniendo, con

ligeras  modificaciones, la  regulación estatal, por lo que su estudio presenta escaso

interés.  Se trata de las Comunidades de Cataluña814, Madrid815 y Valencia816. En los

tres  supuestos  se  disminuye  sensiblemente la  escala  de  gravamen,  si  bien  se

mantiene  su  estructura  progresiva.  Por  su  parte,  la  Comunidad Autónoma  de

Cantabria817 se ha limitado a copiar la establecida en la LISyD.

Parecida  ha  sido  la  situación  en  relación  con  las  potestades  normativas

atribuidas para regular los coeficientes del patrimonio preexistente establecidos en la

LISyD,  salvo por la normativa aprobada por la Comunidad de Cantabria que, corno

veremos,  plantea serios problemas de adecuación al marco normativo establecido en

la  LSF. Con carácter previo a su examen, conviene apuntar algunas notas en relación

con  este elemento del impuesto.

813  Téngase en cuenta, no obstante, la fecha de este trabajo (1988); RAMALLO MASSANET, J.:

“Elementos innovadores y cuantificación... Op. Cit. Pág. 63.

814  Artículo 7 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

815  Artículo 2 de la Ley 14/200 1, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativás.

816  Artículo 11 de la Ley 13/1 997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

817  Artículo  1.7 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de medidas fiscales en materia de Tributos

cedidos  por el Estado.
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Además de constituir uno de los elementos que sirven al mantenimiento de la

progresividad  del impuesto, la toma en consideración del patrimonio preexistente en

el  ISyD tiene también especial importancia en la coordinación de este impuesto con

el  IP818. Como  es  sabido,  la  introducción de  este  elemento  cuantificativo en  el

impuesto  dio lugar en su día a una virulenta discusión819. Desde algunos sectores se

denominó  a  esta  medida  tarifa  “del hijo  pródigo”,  en  la  medida  en  que  estaría

penalizando  al  hijo  que  ahorró  frente  al  que  gastó  desmedidamente. Principal

exponente  de  estas  críticas ha  sido E.  SIMÓN ACOSTA, que  sólo la  encuentra

defendible  siguiendo el  argumento, esgrimido por J.  RAMALLO MAS SANET en

sus  intervenciones parlamentarias, de  la  menor utilidad marginal que  tendrían las

adquisiciones  gratuitas  para  los  contribuyentes  con  mayor  patrimonio820. No

obstante,  para  SIMÓN  ACOSTA,  esta  medida  no  es  inconstitucional,  pero  sí

incoherente  con su finalidad, porque carecería de efectos progresivos reales y porque

en  cualquier caso es ésa función que corresponde a un impuesto sobre el patrimonio

estrictamente,  circunstancia  que  en  su  opinión  no  concurriría  en  el  ISyD821.

Posteriormente, se ha  criticado la medida con dos argumentos adicionales: los altos

costes  de  gestión que  supone la  comprobación del  patrimonio preexistente  y  la

posibilidad de que con su aplicación se llegue a un gravamen confiscatorio822.

818  MARTÍNEZ  LAFUENTE,  A.:  “Impuesto  sobre  Sucesiones  y Donaciones:  naturaleza  y posición

en  el sistema”.  HPE,  núm.  68/1 981,  págs.  129 y siguientes.

819  Puede  verse  esta  discusión  en:  SIMÓN  ACOSTA,  E.:  “Base  liquidable,  tipos  de  gravamen...  Op.

Cit.  Págs.  225  y  siguientes;  CAZORLA  PRIETO,  L.M.;  MONTEJO  VELILLA,  S.:  El  Impuesto
sobre  Sucesiones...Op.  Cit. Págs.  205  y siguientes.

820  ‘                . .  .SIMON  ACOSTA,  E.:  Base  liquidable,  tipos  de  gravamen...  Op.  Cit.  Pag.  229;  la  intervencion
de  J.  RAMALLO  MASSANET  a  que  nos  referimos  se  encuentra  en  el  Diario  de  Sesiones  del
Congreso  de  los Diputados,  núm.  42,  de  1 de  abril de  1987, pág.  2486.

821  SIMÓN  ACOSTA,  E.:  “Base  liquidable..  .Op.  Cit. Págs.  234  y 235.  Como alternativa,  propone  el

autor  el  establecimiento  de  exenciones  generosas  para  personas  con’ escaso  o nulo patrimonio  previo
(págs.  235 y siguientes).

822  Además,  estos  autores  reiteran  los argumentos  esgrimidos  por  E.  SIMÓN  ACOSTA  a que  hemos

hecho  referencia,  aunque  sin, indicarlo  expresamente;  BERMÚDEZ  ODRIOZOLA,  L.;  PEREZ  DE
AYALA  BECERRIL,  L.;  PERLZ  DE  AYALA  BECERRIL,  M.:  Comentarios  al  Impuesto  sobre
Sucesiones...  Op. Cit.  Págs.  465 A 467.
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En  cualquier  caso,  según afirmábamos con  anterioridad, también  en  este

aspecto  del tributo la actividad normativa autonómica presenta escaso interés. Hasta

el  momento,  sólo la  Comunidad Autónoma de  Cataluña823 ha  introducido  leves

modificaciones  con  respecto  de  la  estatal.  Por  su  parte,  las  Comunidades de

Madrid824 y Valencia825 han recogido esta regulación en idénticos términos que los

establecidos por el Estado.

La  única excepción la constituye la normativa aprobada por la Comunidad de

Cantabria826, que ha introducido una modificación en los coeficientes por patrimonio

preexistente,  transformándolos, para  los  grupos 1 y  II,  en  coeficientes divisores,

frente  a los  establecidos en  la LISyD, que son multiplicadores.  La  Comunidad ha

establecido la escala siguiente:

Patrimonio  preexistente Grupos  ¡ y II
De  0 a 403.000 0,0100
De  más de 403.000,01 a 2.007.000 0,0200
De  más de 2.007.000,01 a 4.020.000 0,0300
Más de 4.020.000 0,0400

En  nuestra  opinión,  en  la  medida  en  que  esta  regulación  altera

sustancialmente  la  ratio  que  inspira  la  propia  existencia  de  los  coeficientes

multiplicadores, debería reputarse contraria al marco establecido en la LSF. Aunque

esta  ley no exige que la regulación autonómica mantenga dichos coeficientes como

multiplicadores,  limitándose a  precisar  que  las  Comunidades Autónomas podrán

regularlos,  el  artículo  22.1  de  la  LISyD  establece  claramente  que  se  trata  de

coeficientes multiplicadores.

823  Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

824  Artículo 2 de la Ley 14/200 1, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

825  Artículo 11 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

826  Artículo  1.7 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de medidas fiscales en materia de Tributos

cedidos  por el Estado.
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4.4.  El  ejercicio de  potestades normativas sobre los  tipos  de  gravamen en  el

ITPyAJD.

Según  se examinó más arriba,  las Comunidades Autónomas ostentan ahora

potestades  normativas para  regular los  tipos de  gravamen en  dos  modalidades de

este  impuesto. En la  modalidad TPO, podrán  establecerlos sobre las  concesiones

administrativas  y  sobre  la  transmisión  de  bienes  muebles  e  inmuebles,  la

constitución• de  derechos  reales  sobre  los  mismos  y  su  arrendamiento.  En  la

modalidad  AJD,  las  Comunidades tienen  atribuidas  potestades  normativas para

regular  el tipo de gravamen sobre los documentos notariales.

La  actividad normativa autonómica ha  sido muy abundante en  este aspecto

del  impuesto, tratándose además del único impuesto cedido en que las Comunidades

Autónomas  han regulado los tipos  de  gravamen. Con casi la  única excepción del

gravamen  sobre  bienes  inmuebles,  en  el  resto  de  hechos  imponibles  las

Comunidades  han reducido los tipos  de gravamen atendiendo a  diversos criterios,

empleándolos  así  como auténticas técnicas desgravatorias827, a diferencia del papel

que  representan los diversos tipos de gravamen existentes en la normativa estatal del

ITPyAJD,  que  obedecen a  la  realización  de  hechos  imponibles diversos828. Esta

forma  de proceder por parte de las Comunidades Autónomas posiblemente implique

además  una modulación indirecta del hecho imponible, habida cuenta de que, como

señalaba F.  VICENTE-ARCHE, los tipos reducidos son los que se aplican “cuando

827  ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J.: Técnicas  desgravatorias..  . Op. Cit. Págs. 78 y siguientes;

828  Así lo entiende J. ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN: Técnicas  desgravatorias...  Op. Cit. Págs.

79  y  80. Una  opinión contraria es  la  expresada por  P.  M. HERRERA  MOLINA, para  quien la
diferencia  de  tipos prevista  en  el  artículo  11  deI  TRITPyAJD constituye un  supuesto de  “tipo
reducido”; en: La exención  tributaria.  ..Op. Cit. Pág. 266.
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se  realice  esa  o esas  circunstancias  especiales  que,  de  acuerdo  con  la  configuración

legal,  acompañen  al hecho  imponible”829.

Por  otro  lado,  en  la  medida  en  que  para  operar  dichas  reducciones  se

introducen  a  menudo  consideraciones  que  toman  en  cuenta  las  circunstancias

personales  y  familiares  de  los  sujetos  pasivos,  se ha  producido  una  mutación  de  la

naturaleza  del  impuesto  que,  en  su  regulación  estatal,  es  puramente  objetivo.  Este

efecto,  sin  embargo,  no  está  prohibido  por  la  LOFCA  ni  por  la  LSF,  sino  que  es

precisamente  una  consecuencia  más  de  la  amplitud  del  marco  normativo  en  que

pueden  desenvolverse  las  potestades  normativas  autonómicas  en  materia  de

impuestos  cedidos.

Por  otro  lado,  teniendo  en  cuenta  que  hasta  la  LSF  las  Comunidades

Autónomas  no  ostentaban  potestades  normativas  para  establecer  deducciones  o

bonificaciones  de  ningún  tipo,  puede  ser  cuestionable  la  adecuación  a  dicho  marco

normativo  de  las  reducciones  de  tipos  de  gravamen  que,  habida  cuenta  de  las

circunstancias  a  que  obedecen,  producen  un  efecto  equivalente  al  de  las

mencionadas  técnicas  desgravatorias.  En  este  sentido,  resulta  significativo  que  la

propuesta  de  la COMISIÓN  DE ESTUDIO  para  atribuir  potesades  normativas  a las

Comunidades  Autónomas  para  establecer  deducciones  y bonificaciones  en  la  cuota

se  justifique  en  la  finalidad  de  “evitar  que  [las  Comunidades  Autónomas]  se  vean

forzadas  a  introducir  beneficios  fiscales  por  la  vía  indirecta  de  regular  tipos  de

gravamen  reducidos”830.

829  VICENTE-ARCHE, F.: “Elementos cuantitativos de la obligación tributaria”. RDFyHP, núm.

60/1965,  pág. 966; véase también al respecto: HERRERA  MOLINA, P. M.: La exención  tributaria.
Madrid: Colex, 1990, págs. 257, y265  y 266.                           -

Para  J.  RAMOS PRIETO, dichas disminuciones de tipos no  plantean ningún problema desde la
perspectiva  del  marco jurídico  establecido en  la  LOFCA y  en  la  LCTMFC; en: La  cesión  de
iinpuestos..,Op.  Cit. Pág. 531.

830  COMISIÓN  PARA  EL  ESTUDIO  Y  PROPUESTA  DE  UN  NUEVO  SISTEMA  DE

FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS APLICABLE A PARTIR DE 2002:
Informe  sobre  la reforma... Op. Cit. Pág. 33.
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Pero,  sin  duda,  el  aspecto  que  nos  parece  más problemático,  en la  regulación

que  en  este  aspecto  del  impuesto  han establecido  las  Comunidades  Autónomas,  es el

conjunto  de disposiciones  normativas  que  incrementan  o reducen  determinados  tipos

de  gravamen  atendiendo,  exclusivamente,  a si el  sujeto  pasivo  ha  renunciado  o no  a

la  exención  en  el  IVA,  de  manera  que  se  “penaliza”  o  se  “premia”  una  u  otra

conducta,  en  función  de que resulte  o no más  beneficiosa  para  la  Comunidad.  Como

es  sabido,  la relación  entre  el ITPyAJD  y el IVA83’ es de exclusión  en el supuesto  de

transmisiones  patrimoniales,  de  manera  que  la  sujeción  al  IVA  determina  la  no

sujeción  al  ITPyAJD,  lo  que  ençuentra  como principal  excepción  el supuesto  de que

haya  prevista  una  exención  en  el  IVA  (artículo  7.5  TRITPyAJD).  Por  otro  lado,  el

artículo  20.2  de  la  UVA  prevé  la  posibilidad  de  renunciar  a la  exención,  siempre

que  se  cumplan  una  serie  de  condiciones.  Pues  bien,  interesa  destacar  que  esta

posibilidad  de  renuncia,  lejos  de  constituir  un  mero  beneficio  individual,  constituye

uno  de los  elementos  fundamentales  para  asegurar  la neutralidad  del  impuesto  en las

operaciones  económicas832. Dicha  finalidad  pública  es  de  la  mayor  relevancia  y  se

pone  además  de  manifiesto  en  los  estrictos  requisitos  exigidos  para  que  proceda  la

renuncia,  en  ausencia  de  los  cuales,  ésta  quedaría  al  arbitrio  de  las  partes,  lo  cual

sería  contrario  a  la  propia  naturaleza  de  la  obligación  tributaria833. Por  ello,  el

establecimiento  de  las  citadas  disposiciones  normativas  autonómicas,  suponen  una.

interferencia  en  el  correcto  funcionamiento  del  impuesto  estatal  y, en  definitiva,  una.

clara  infracción  del principio  de  solidaridad,  de  cuyo  significado  nos  ocuparnos  más

831  Relación ésta que, como es  sabido, no  está exenta de conflictos; véase al respecto, entre otros:

MARTIN  FERNANDEZ, J.: “Delimitación entre el Impuesto sobre el Valor Añadido y el Impuesto
sobre  Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados: aspectos problemáticos”. CT,
núm.  96/2000, págs.  103 y  siguientes; TEJERIZO LOPEZ, J.  M.: “Los  conflictos de aplicación.
normativa:  Impuesto sobre el Valor Añadido versus  Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales”.
RIF,  marzo/abril 2001, págs. 15 y siguientes.

832  ASPICHUETA GRIJELMO, A.: “La renuncia a  las exenciones inmobiliarias del IVA”. CrT,

núm.  18 1/1993, pág. 3.

833  TEJERIZO LÓPEZ, J.  M.: “Los conflictos de  aplicación normativa: Impuesto sobre el Valor

Añadido  versus  Impuesto sobre  Transmisiones Patrimoniales”. RIF, marzo/abril, 2001,  pág.  33;
RODRIGUEZ  MARQUEZ,  J.:  El  Impuesto  sobre  el  Valor  Añadido  en  las  Operaciones
Inmobiliarias.  Cuadernos de Jurisprudencia Tributaria, núm. 24. Navarra: Aranzadi, 2002, págs. 46
y  siguientes.
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arriba834.  Por  otro  lado,  esta  clase  de  medidas  constituyen  asímismo  la  prueba

fehaciente  de  la  total  ausencia  de  coordinación  de  la  normativa  autonómica  sobre

impuestos  cedidos  por parte  del Estado.

4.4.1.  La  regulación  autonómica  sobre  el  tipo  de  gravamen  aplicable  a  las

concesiones  administrativas.

Hasta  el  momento,  sólo  las  Comunidades  Autónomas  de  Aragón835 y  La

Rioja836 han  establecido  tipos  superiores  al  establecido  en  el  TRITPyAJD  para  este

hecho  imponible,  fijándolo  en el 7 por  100.

4.4.2.  La  regulación  autonómica  sobre  el  tipo  de  gravamen  aplicable  a  la

transmisión  de bienes inmuebles  y derechos reales.

La  normativa  autonómica  en  este  aspecto  del  impuesto  se  ha  producido  en

dos  sentidos.  En primer  lugar,  algunas  Comunidades  Autónomas  han  establecido  un

tipo  de gravamen  general  para  esta  clase de  transmisiones  del  7 por  100, frente al  6

por  100  establecido  en  el  TRJTPyAJD.  Así  lo  han  hecho,  hasta  el  momento,  las

Comunidades  de  Andalucía837, Aragón838, Asturias839, Baleares840, Cantabria841,

 R. FALCÓN Y TELLA  coincide en tacharlas de inconstitucionales, si bien no concreta el
fundamento  constitucional  para  dicha  tacha,  limitándose  a  señalar  que  podrían  incardinarse  en  los
que  la  doctrina  alemana  ha  denominado  “stille Finanzausgleich” o compensación  financiera  oculta;
en:  “El  extravagante  ejercicio  de  las  competencias  autonómicas  en  relación  con  los tipos  de  AJD”.
QF,  núm.  2/2002,  págs.  5 a 7. Una  opinión favorable  a estas  medidas,  referida  concretamente  al  caso
de  Aragón,  es  la expresada  por  F.  POZUELO  ANTONI,  en: “Balance  y perspectivas. ..Op.  Cit. Págs.
69  y siguientes.  (El  autor  es Director  General  de Tributos  de la  citada Comunidad).

 Artículo  4 de  la Ley  13/2000,  de 27 de  diciembre,  de Medidas  Tributarias  y Administrativas.

836  Artículo  9  de  la Ley  10/2002,  de  17 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas  para  el

año  2003.                                                -

837  Artículo  10 de  la Ley  10/2002,  de  21  de  diciembre,  por  la que  se  aprueban  normas  en  materia  de

tributos  cedidos  y otras medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

838  Artículo  2  de  la  Ley  4/1998,  de  8  de  abril,  de  Medidas  Fiscales,  Financieras,  de  Patrimonio  y

Administrativas.
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Cataluña842,  Extremadura843,  Galicia844,  Madrid845,  Murcia846,  La  Rioja847  y

Valencia848.  En  segundo  lugar,  algunas  Comunidades  han  establecido  tipos

reducidos  atendiendo  a  diversos  criterios,  lo  que  implica,  como  apuntábamos  más

arriba,  la  introducción  de  un  elevado  grado  de  subjetivización  en  este  impuesto.

Hasta  el momento,  han  aprobado  reducciones  de tipos  de  esta clase  las Comunidades

Autónomas  de  Andalucía849,  Aragón850,  Asturias851,  Baleares852,  Cantabria853,

 Artículo 14.Uno de la Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de Medidas
Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

840Artículo 2 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

841  Artículo 4 de la Ley de Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia

de  Tributos cedidos por el Estado.

842  Mediante la Ley 4/2000 de 26 de mayo, de Medidas Fiscales y Administrativas.

843  Artículo 6 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma.

de  Extremadura.

844  Artículo 2  de la Ley 2/1998, de  8 de abril, de medidas tributarias, de régimen presupuestario,

función pública, patrimonio; organización y gestión.

845  Artículo 3 de la Ley 13/2002, de 20 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

846  Artículo  2 de  la  Ley  11/1998, de  28  de diciembre de  1998, de la  Comunidad Autónoma de

Murcia,  de Medidas Financieras, Administrativas y de Función Pública Regional.

847  Artículo 9 de la Ley 10/2002, de 17 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el

año 2003.

848 Artículo 13 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.

849  Artículos  11 y  12 de la  Ley 10/2002, de 21  de diciembre, por  la que  se  aprueban normas en

materia de tributos cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y financieras.

850  Artículos 6 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas, y 3

de  la Ley 26/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

851  Artículo  14  de la  Ley del Principado de Asturias 15/2002, de  27  de diciembre, de Medidas

Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

852                         . .          .     .    .        .Articulo  2 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

853                    .              . .          .    .Articulo  4 de la Ley de Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia
de  Tributos cedidos por el Estado.
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Cataluña854, Extremadura855, Madrid856, Murcia857, La  Rioja858 y  Valenciana859,

según  se detalla en el siguiente cuadro:

854  Artículo  32  de  la  Ley 25/1998, de 31  de  diciembre,  de  Medidas  Administrativas,  Fiscales  y  de

Adaptación  al  Euro,  y Ley  21/2001,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  Administrativas  y
artículo  10 de la Ley 3 1/2002,  de 30 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

855  Artículo  6 de  la Ley  8/2002,  de  14 de noviembre,  de Reforma  Fiscal  de  la Comunidad  Autónoma

de  Extremadura.

856 Artículo  3 de  la Ley 13/2002,  de  20 de diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.

857  Artículos  2  de  la  Ley  11/1998,  de  28  de  diciembre  de  1998,  de  la  Comunidad  Autónoma  de

Murcia,  de  Medidas  Financieras,  Administrativas  y  de  Función  Pública  Regional,  y  2  de  la  Ley
9/1999,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y  de  Modificación  de  Diversas  Leyes
Regionales  en  materia de  Tasas,  Puertos,  Educación,  Juego  y Apuestas  y Construcción  y Explotación
de  Infraestructuras.

858  Artículos  7  de  la Ley  7/200 1, de  14 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas,  y 9 de

la  Ley 10/2002,  de  17 de diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas  para  el  año 2003.

859  Artículo  13 de  la  Ley  13/1997,  de  23 de  diciembre,  por  el que  se regula  el  tramo autonómico  del

Impuesto  sobre  la Renta  de  las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos.
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Tipo CircunstanciasComunidad
Autónoma
Andalucía

Aragón

.

3,5  por 100 •    Adquisición de vivienda protegida que  se destine a vivienda habitual
Adquisición_de_vivienda_habitual_cuyo_valor_real_sea_�130.000_y_el_adquirente_no_sea_mayor_de_35_años.

2  por 100 •    Adquisición de vivienda por persona fisica o jurídica  que ejerza una actividad empresarial a la que sean de aplicación las Normas de Adaptación de  Plan
de  Contabilidad al Sector Inmobiliario (Orden del MEI-l de 28 diciembre 1994)

Requisitos,  entre  otros:  incorporación  de  la  vivienda  al  activo circulante,  y  transmisión  de  la  misma  en  los  dos  años  siguientes  a su  adquisición,
siempre  que dicha transmisión esté sujeta al ITPyAJD.

2  por 100 •    Adquisición de vivienda habitual por familia numerosa
Requisitos,  entre  otros:  la  vivienda debe adquirirse dentro del plazo de tres años desde  el momento en que  la familia hubiera alcanzado tal condición,
y  la suma de las bases imponibles por el IRPF de todas las personas que vayan a habitar la vivienda no debe exceder de 32.500.

•    Segunda o ulterior  transmisión de una  vivienda  a una empresa a  la que le  sean de  aplicación  las Normas de Adaptación  de Plan  General  de  Contabilidad  al
Sector  Inmobiliario

Requisitos,  entre  otros:  la transmisión de la vivienda se debe realizar mediante permuta o como pago  a cuenta de  una vivienda de nueva construcción,
adquirida_en_el_mismo_acto_por_el_transmitente,_debiendo_el_sujeto_pasivo_incorporar_el inmueble_adquirido_a su activo circulante.

Asturias 3  por 100 •    Vivienda habitual, de protección oficial
•    Inmuebles incluidos en la transmisión global de empresas individuales o negocios profesionales

Requisitos:  actividad  ejercida habitualmente  por el  transrnitente en  la  Comunidad  Autónoma,  transmisión  entre empleado  y empleador o  familiares
hasta  tercer grado, ejercicio de actividad durante diez años en la propia  Comunidad.

Baleares 3  por 100 •    Adquisición de vivienda de protección  oficial
0,5  por 100 •    Transmisión de bienes inmuebles situados  en el ámbito territorial del Parque Balear  de Innovación  Tecnológica.

Cantabria 5  por 100 •    Adquisición de vivienda habitual, siempre  que el adquirente sea titular de  familia numerosa,  tenga un grado de minusvalía  igual o superior  al 65 por  100, o  sea
menor  de treinta años, o siempre que se trate de una vivienda de Protección  Pública no exenta ex artículo 45 TRITPyAJD

Cataluña

Extremadura

5  por 100 •    Adquisición de  vivienda habitual por familia numerosa
Límite:  la suma de las bases  imponibles por el IRPF de  todas las personas que  vayan a habitar la vivienda no debe  exceder de  30.000  (incremento  de
12.000  por cada hijo que exceda del número  exigido como mínimo para que una familia tenga la condición de numerosa)

•    Adquisición de  vivienda por jóvenes  de  treinta y  dos años  o  menores,  o  cuando  el sujeto,  o alguno  de  los  miembros de  la unidad  familiar tenga  un grado  de
minusvalía  igual o superior al 65 por  100.

Límite:  la base imponible no debe exceder de 30.000
2  por  100 •    Segunda o ulterior  transmisión  de una  vivienda a  una empresa a la que  le  sean de  aplicación las Normas  de Adaptación  de Plan  General  de  Contabilidad  al

Sector  Inmobiliario.
Requisitos,  entre  otros:  la transmisión de la vivienda se debe realizar mediante permuta  o como pago a cuenta de una vivienda de nueva  construcción,
adquirida  en el mismo  acto por el transmitente,  debiendo el sujeto pasivo  incorporar el inmueble adquirido  a su activo circulante

4  por  100 •    Adquisición de viviendas de protección oficial no exentas en el ITPyAJD

Madrid 4  por  100 •    Adquisición de vivienda habitual en el Distrito Municipal Centro
Requisitos,  entre  otros:  que la superficie construida de la misma sea inferior a 90 metros cuadrados,  que ésta tenga una antigüedad  mínima de  60 años,
que  no haya  sido  objeto  de  una  rehabilitación  en  todo  o  en  parte  subvencionada  con  fondós públicos  en  los  15 años  inmediatamente  anteriores  al
momento  de la adquisición  y que constituya la vivienda habitual de los adquirentes durante al menos  cuatro años.



Comunidad Tipo Circunstancias

Murcia 4  por 100 •    Adquisición de vivienda de protección oficial
2  por 100 •    Segunda o ulterior transmisión de una vivienda  a una empresa a la que le sean de aplicación las Noi-mas de Adaptación  de  Plan  General  de  Contabilidad  al

Sector  Inmobiliario
Requisitos,  entre  otros:  la transmisión de  la vivienda se debe realizar mediante permuta o corno pago a cuenta  de una vivienda de nueva construcción,
adquirida  en el mismo acto por el transniitente,  debiendo el sujeto pasivo incorporar el  inmueble adquirido activo  circulante.

La  Rioja 5  por  100
su

•    Adquisición de vivienda habitual, de protección oficial de régimen especial
Adquisición  de vivienda habitual  por personas  con un grado de discapacidad  igual o superior al 33 100 de

3  por 100
por por  personas  menores años

•    Adquisición de vivienda habitual  por familia numerosa
Requisitos,  entre  otros:  se establece  un plazo de  adquisición de  dos  años  desde  el momento en que  la familia  hubiera alcanzado  tal condición,  y  un
límite  cuantitativo:  la suma de  las bases  imponibles por el  IRPF, y los respectivos  mínimos personales y familiares,  de todas las personas que  vayan a
habitar  la vivienda no debe exceder de 30.000.

4  por 100 •    Transmisiones onerosas de explotaciones agrarias a las que les sea aplicable el régimen cte incentivos fiscales la  LMEA.
Valencia 4  por 100

en
•    Adquisición de vivienda habitual, de protección oficial de régimen especial
•    Adquisición de vivienda habitual por familia numerosa

Requisitos,  entre  otros:  se  establece un plazo  de  adquisición de  dos  años desde  el momento  en que la  familia hubiera  alcanzado tal condición,  y  un
límite  cuantitativo: la  suma de  las bases imponibles por el IRPF,  y los respectivos  mínimos personales y familiares, de  todas las personas  que vayan a
habitar  la vivienda no debe exceder de 30.000.



4.4.3.  La  regulación  autonómica sobre  el  tipo  de  gravamen aplicable  a  los

documentos notariales.

De  acuerdo con el artículo 41 de la LSF, las Comunidades Autónomas podrán

regular  los tipos de gravamen de los documentos notariales. La potestad normativa

que  pueden ejercer las  Comunidades se concreta en. el artículo 31 del TRITPyAJD,

del  que  se infiere  que podrán  regular el  tipo  aplicable a  “las primeras  copias  de

escrituras  y  actas  notariales  “.  El  tipo de gravamen estatal para estos documentos es

del  0,5  por  100. Al  igual  que ha  sucedido en  la  modalidad de TPO,  en  AJD las

Comunidades  Autónomas han ejercido sus potestades normativas incrementando y

reduciendo  los tipos  de gravamen, esto último atendiendo a diversas circunstancias

subjetivas.

En  el primer caso, las Comunidades Autónomas de Andalucía860, Aragón861,

Asturias862,  Cantabria863,  Cataluña,  Extremadura864,  Galicia,  Madrid865  y

Valenciana866 han  establecido un tipo de  gravamen general del  1 por  100 para  las

primeras  copias de escrituras y actas notariales suj etas como documentos notariales.

860  Artículo  13 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas en materia de

tributos  cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y financieras.

861  Artículo 2 de la Ley 26/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

862  Artículo  14  de  la  Ley del Principado de Asturias  15/2002, de  27  de  diciembre, de Medidas

Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

863  Artículo 5 de la Ley de Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia

de  Tributos cedidos por el Estado.

864  Artículo 6 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.

865  Artículo 3 de la Ley 13/2002, de 20 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

866  Artículo 14 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.
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Sustancialmente  distinta es la  regulación aprobada por  Cataluña867, que ha

alterado la estructura del gravamen estableciendo la siguiente escala progresiva:

Porción  de base imponible Tipo  Porcentaje
Hasta 30.000 0,5  por 100
De  30.001 yhasta 60.000 0,75 por 100
Más de 6.000 1 por 100

Por  último, la Comunidad Autónoma de Galicia868, ha establecido además un

tipo  del 0.75 por  100 para  las  primeras copias de  escrituras que  documenten la

primera  adquisición de vivienda habitual o la constitución de préstamos hipotecarios

destinados a su financiación. A estos efectos, precisa la norma que habrá que estar al

concepto de vivienda habitual contemplado en la normativa reguladora del Impuesto

sobre  la Renta de las Personas Físicas.

En  segundo lugar, las Comunidades Autónomas de Andalucía869, Aragón870,

Asturias871, Baleares872, Cantabria873, Cataluña874, Extremadura875, Madrid876,

867  Ley  21/2001,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  Administrativas;  Artículo  12 de  la  Ley

3 1/2002, de30  de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

868  Artículo  3 de  la Ley 3/2002,  de  29 de abril, de  Medidas  de  Régimen  Fiscal y Administrativo.

869  Artículo  14 de  la Ley  10/2002,  de  21 de  diciembre,  por  la  que  se  aprueban  nomias  en materia  de

tributos  cedidos  y otras  medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

870  Artículo  7 de la  Ley 13/2000,  de  27 de diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y Administrativas.

871  Artículo  14  de  la  Ley  del  Principado  de  Asturias  15/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas

Presupuestarias,  Administrativas  y Fiscales.

872Artículo 2 de  la Ley  11/2002,  de 23 de  diciembre,  de Medidas  Tributarias  y Administrativas.

873  Artículo  5 de la  Ley  de  Cantabria  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  en  Materia

de  Tributos  cedidos  por  el Estado.                                 -

874  Ley 2 1/2001,  de 28  de diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.

875  Artículo  6 de  la Ley 8/2002,  de  14 de noviembre,  de  Reforma  Fiscal de  la  Comunidad  Autónoma
de  Extremadura.

876  Artículo  3 de la  Ley 13/2002,  de  20 de diciembre,  de  Medidas  Fiscales y Administrativas.
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Murcia877 y  Valenciana878 han  establecido  tipos  reducidos  para  determinados

supuestos  de  adquisición de  vivienda,  según  puede  observarse  en  el  siguiente

cuadro:

 Artículo  2  de  la  Ley  9/1999,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y  de  Modificación  de
Diversas  Leyes  Regionales  en  materia  de  Tasas,  Puertos,  Educación,  Juego  y  Apuestas  y
Construcción  y Explotación  de Infraestructuras.

878  Artículo  14 de  la Ley  13/1997,  de  23 de  diciembre,  por  el  que  se regula  el tramo  autonómico  del

Impuesto  sobre la Renta  de  las Personas  Físicas  y restantes  tributos  cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Tipo Circunstancia

Andalucía 0,3  por 100 •    Adquisición de viviendas  y constitución de  préstamos hipotecarios efectuados  por beneficiarios  de ayudas económicas  percibidas por la  Comunidad Autónoma
para  adquirir  viviendas protegidas
Adquisición  de viviendas  y constitución de  préstamos hipotecarios efectuados  por sujetos  pasivos menores  de 35 años,  para  la adquisición  de vivienda habitual
con  valor real �130.000

Aragón 0,1  por 100 Transmisiones  de  bienes inmuebles que vayan a constituir la vivienda habitual de una familia numerosa. (los  requisitos establecidos para su aplicación son los mismos que
para  la aplicación del tipo reducido en el fTP para las mismas adquisiciones)

Asturias 0,3  por 100 Adquisición  y constitución de préstamo hipotecario de vivienda habitual y de protección pública,  siempre que no esté exenta en el ITPyAJD
Requisitos:  que el adquirente sea beneficiario de ayudas económicas estatales o de la Comunidad Autónoma para  su adquisición.

Baleares 0,1  por  100 Documentos  notariales que formalicen la constitución  y la cancelación  de derechos reales de garantía a favor de  una sociedad  de garantía recíproca  siempre que ésta tenga
su  domicilio  social en la Comunidad Autónoma.

Cantabria 0,3  por  100 Adquisición  de vivienda habitual, siempre que el sujeto pasivo sea:
•    adquirente titular de  familia numerosa
•    adquirente con minusvalía igual o superior al 65 por 100
•    adquirente menor de 30 años

Actos  y contratos relacionados  con las transmisiones de viviendas de Protección  Pública no exentas por el artículo 45 del TRITPyAJD.
Cataluña 0,1  por 100 Escrituras  que  documenten  la  adquisición  de  viviendas  declaradas  protegidas,  aplicable  igualmente  a  los  que  documenten  el  préstamo  hipotecario  otorgado  para  su

adquisición.
Extremadura 0,1  por 100 Constitución  y cancelación  de derechos reales cuando el sujeto pasivo sea una Sociedad de Garantía Recíproca que desarrolle  su actividad en la Comunidad Autónoma.

0,5  por 100 Actas  de finalización de obra
Madrid 0,3  por 100 Primeras  copias de  escrituras  y  actas notariales que  documenten transmisiones  de  viviendas,  siempre  que sean  de protección  pública,  de  acuerdo  con  lo previsto  en la

normativa  autonómica, que tengan una superficie construida máxima de  110 metros cuadrados y útil  de 90 metros cuadrados,  y que no cumplan los requisitos para gozar de
la  exención aplicable a las Viviendas  de Protección Oficial.
Cuando  el adquirente sea titular de  familia numerosa, el límite de superficie construida será el previsto en la normativa  estatal sobre familia numerosa
0,4  por  100 cuando el  valor real de  la vivienda transmitida  sea igual inferior a 120.000 ,  y  del 0,5 por  100, esto es,  igual al tipo estatal, cuando éste sea igual o inferior a
180.000  ysuperiora  120.000.
Por  último,  para las primeras  copias de escrituras que documenten préstamos con garantía hipotecaria para  la adquisición  de una vivienda, que en este caso no parece que
tenga  que ser habitual,  pues la norma no  lo especifica, se establece un tipo reducido  del 0,4 por  100, cuando e! valor real  del bien  sea igual o inferior a 120.000 ,  y  del 0,5
por  100 para aquellas  de valor  igual o inferior a  180.000  y superior  a  120.000  Como para  el resto de disposiciones,  la norma madrileña prevé una vigencia  limitada a
2002.

Murcia 0,1  por 100 Documentos  notariales que formalicen la constitución y la cancelación de derechos reales de garantía a favor de  una sóciedad  de garantía recíproca siempre que ésta tenga
su  domicilio  social en los territorios  de cada Comunidad Autónoma.

Valencia

_____________

0,1  por  100 Primeras  copias de escrituras de la vivienda habitual
Primeras  copias de escrituras  que documenten la constitución  de préstamos  hipotecarios para  la adquisición  de  la vivienda habitual de  familia numerosa,  siempre que se
adqujera  la vivienda en el plazo de dos años desde que  la familia haya alcanzado dicha condición,  y que la base imponible de todos los que vayan a habitar
Primeras  copias de escrituras que documenten la adquisición de vivienda habitual por un discapacitado con minusvalía superior al 65 por 100



4.4.4.  La modificación de los tipos de gravamen en el  ITPyAJD en función de

que  se haya producido la renuncia al IVA.

Según  expusimos  más  arriba,  algunas  Comunidades  Autónomas  han

establecido  tipos de gravamen incrementados o reducidos en función de que se haya

producido  o  no  una  renuncia  al  IVA.  En  este  sentido,  se  han  aprobado tipos

reducidos  en  la  modalidad de  TPO, y  se han establecido tipos incrementados, en

AJD.

En  el primer caso, las  Comunidades Autónornas de Aragón879, Asturias880 y

La  Rioja881, han establecido un tipo del 2 por  100, las Comunidades de Baleares882 y

Extremadura883, de un 3 por  100, y la de Cantabria884, de un 4 por  100. En todos los

supuestos  se exige que, dándose las condiciones para la renuncia a la exención en el

IVA885, ésta no se haya producido.

879  Artículo 7 de la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

880  Artículo  14 de  la  Ley del  Principado de  Asturias  15/2002, de 27  de  diciembre, de Medidas

Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

881  Artículo 11 de la Ley 10/2002, de 17 de diciembre, de Medidas Fiscales y•Administrativas para el

año  2003.

882Artículo 2 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

883  Artículo 6 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.

884  Artículo 4 de la Ley de Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales en Materia

de  Tributos cedidos por el Estado.                                 -

88  En efecto, todas estas normas autonómicas exigen que concurra alguna de las exenciones a que se

refieren los números 20°, 21° y 22° del artículo 20, apartado 1, de la UVA,  que el adquirente sea un
sujeto  pasivo del impuesto que actúe en el ejercicio de sus actividades empresariales o profesionales
y  tenga  derecho  a  la  deducción total  del  IVA soportado por  tales  adquisiciones, en  el  sentid.o
definido  en el artículo 20, apartado 2, de la ley del impuesto y que no se haya producido la renuñcia
de  acuerdo con el mismo precepto.
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En  la  modalidad  de  AID,  las  Comunidades  Autónomas  de  Asturias886,

Aragón887,  Baleares888,  Cantabria889, Cataluña890,  Madrid891 y  La  Rioja892 han

establecido,  en  idénticos  términos,  un  tipo  incrementado  del  1,5 por  100,  y  las

Comunidades  Autónomas  de Andalucía893 y Extremadura894, del  2 por  100, para  las

primeras  copias  de  escrituras  que  documenten  transmisiones  de bienes  inmuebles  en

las  que  se haya  procedido  a renunciar  a  la  exención  en  el  IVA,  de  acuerdo  con  lo

dispuesto  en el  artículo  20.Dos de  su ley  reguladora.. Es preciso  tener  en  cuenta  que,

si  bien  la  normativa  del  IVA  no  exige  que  la  renuncia  se  documente  en  escritura

pública,  sí es necesario  que  se comunique  al  adquirente  ‘fehacientemente”  (artículo

8.1  RIVA),  lo  que  suele  hacerse  a  través  de  la  escritura  que  documenta  la

transmisión  del  bien.  Asímismo,  doctrina  y jurisprudencia  suelen  exigir  que  dicha

renuncia  tenga  lugar  de  manera  simultánea  a  la  transmisión  del  bien895.  En

consecuencia,  será  dificil  para  los  sujetos pasivos  evitar  la  aplicación  del  gravamen

autonómico.

886  Artículo 14 de la Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de Medidas

Presupuestarias,  Administrativas  y Fiscales.

887  Artículo  7 de la Ley  13/2000,  de 27 de  diciembre,  de Medidas  Tributarias  y Administrativas.

888Artículo 2 de  la Ley 11/2002,  de 23  de diciembre,  de Medidas  Tributarias  y Administrativas.

889  Artículo  5 de la  Ley de  Cantabria  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  en  Materia

de  Tributos  cedidos por  el Estado.

890  Ley 2 1/2001, de  28 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

891  Artículo  3 de  la Ley 13/2002,  de  20 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas.

892  Artículo  13 de  la Ley 10/2002,  de  17 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas  para  el

año  2003.

893  Artículo  15 de  la Ley  10/2002,  de  21  de  diciembre,  por  la que  se aprueban  normas  en  materia  de

tributos  cedidos  y otras  medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

894  Artículo  6 de  la Ley 8/2002,  de  14 de noviembre,  de Reforma  Fiscal  de  la Comunidad  Autónoma

de  Extremadura.

895  Véase  al  respecto:  MARTÍN  FERNÁNDEZ,  J.:  “Delimitación  entre  el  Impuesto  sobre  el  Valor

Añadido..  .Op.  Cit.  Pág.  122;  RODRIGUEZ  MARQUEZ,  J.:  El  Impuesto  sobre  el  Valor
Añadido... Op. Cit. Págs. 46 y siguientes;  TEJERIZO  LOPEZ,  J.  M.:  “Los  conflictos  de  aplicación
normativa..  .Op. Cit. Pág. 34.
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4.5.  La ausencia  de regulación  autonómica  sobre el de gravamen  en el IEDMT.

Corno  una  de  las  novedades  de  la  reforma  de  2002,  las  Comunidades

Autónomas  podrán  regular  lós  tipos  de  gravamen  en  el  IEDMT,  dentro  de

determinadas  bandas  establecidas  por  el Estado  y que  difieren  para  la  Península  y la

Comunidad  balear,  por  un  lado,  y  para  Canarias,  por  otro,  de  acuerdo  con  lo

establecido  en  el  artículo  43  de  la  LSF.  Hasta  el  momento  ninguna  Comunidad

Autónoma  ha hecho  uso  de  estas  potestades,  por  lo  que  serán  de  aplicación,  en  los

respectivos  territorios,  los tipos previstos  en el artículo  70 de la LIIEE.

5.  La atribución  de potestades  normativas  sobre  la cuota  tributaria.

La  atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  para

establecer  deducciones  en la  cuota de  algunos  impuestos  cedidos  constituye  también

un  importante  instrumento  para  poder  modular  la  distribución  de  la  carga  tributaria

por  estos  impuestos.  Hasta  el momento,  la  normativa  más  abundante  se ha  aprobado

en  el IRPF.

5.1.  El  ejercicio  de  potestades  normativas  sobre  las  deducciones  en  la  cuota  en

el  IRPF.

De  acuerdo  con  el artículo  38 de la  LSF,  las Comunidades  Autónomas  podrán

establecer  deducciones  por  circunstancias  personales  y  familiares,  por  inversiones

no  empresariales  y  por  aplicación  de  renta,  “siempre  que  no  supongan,  directa  o

indirectamente,  una  minoración  del  gravamen  efectivo  de  alguna  o  algunas

categorías  de  renta”.  Asímismo,  y  como  novedad  con  respecto  a  la  anterior

regulación  establecida  en  la  LCTMFC,  las  Comunidades  Autónomas  ostentan

potestades  normativas  para  establecer  aumentos  o disminuciones  en  los porcentajes

de  deducción  por  vivienda  habitual  a que  se refiere  la  LIRPF,  con  el  límite máximo

del  50  por  100.  En  puridad,  la  novedad  radica  en  la  posibilidad  que  tienen,

414



exclusivamente  en  esta  deducción, de  disminuir el  porcentaje de  deducción por

vivienda  habitual correspondiente a la parte autonómica. En efecto, de acuerdo con

el  anterior marco normativo, las Comunidades Autónomas ya podían incrementar los

citados  porcentajes, bastando para  ello con establecer una deducción por vivienda

habitual  similar a la estatal. Pues bien, como podremos comprobar más abajo, hasta

el  momento las  Comunidades Autónomas han preferido mantener o establecer sus

propias  deducciones por adquisición de vivienda habitual, de manera que tan sólo la

Comunidad de Cataluña ha hecho uso de las nuevas facultades normativas previstas

en  la  LSF,  modificando los  porcentajes de  reducción previstos  como normativa

complementaria en la LIRPF.

Apuntábamos  al principio que el principal problema que plantea la  concreta

articulación  jurídica  de  la  atribución de  potestades normativas en  este  impuesto,

radica  en la distorsión que en su estructura supone el que los mismos elementos sean

tomados  en cuenta en  dos momentos lógicamente distintos; en  la  base imponible,

con  la  previsión  de  los  mínimos  personal  y  familiar,  y  en  la  cuota,  con  las

deducciones  que  establezcan  las  Comunidades Autónomas.  Pues  bien,  según

constataremos  más  abajo,  la  regulación  autonómica ha  sido  abundante  en  este

aspecto,  de manera que la mayor parte de las deducciones establecidas obedecen a

similares  circunstancias que  las  tenidas en  cuenta  por  la  LIRIPF en  los  citados

mínimos  exentos.

Tras  haber analizado la normativa autonómica en este aspecto del impuesto,

hemos  detectado  los  siguientes  problemas:  en  primer  lugar,  la  Comunidad

Autónoma  de  Asturias896 ha  establecido dos  deducciones en  la  cuota  que  son

dificilmente compatibles con el marco normativo establecido en el artículo 38 de la

LSF  y  con  el  artículo  19.2  de  la  LOFCA. En  ambos  casos  se  produce  una

discriminación en función del tipo de renta percibida, pues de una manera indirecta,

S96  Artículo  11 de la  Ley del  Principado de Asturias  15/2002, de  27  de  diciembre, de Medidas

Presupuestarias, Administrativas y Fiscales. Las deducciones establecidas en esta ley sobre el IRPF
sólo  tienen vigencia para 2003.
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implican  una  menor  tributación para  aquellos  contribuyentes que perciban rentas

procedentes  de actividades económicas. Esto resulta contrario al citado precepto de

la  LSF que impide que la normativa autonómica llegue a suponer una “minoración

del  gravamen  efectivo de alguna o algunas categorías de renta”, lo que según la ley

puede  tener lugar  de  forma directa  o indirecta, como sucede en  este  caso. En  el

primer  supuesto se produce además una infracción del artículo 19.2 de la  LOFCA,

en  la medida en que se introduce una discriminación en función del lugar en que se

obtiene  la  renta.  En  efecto,  la  primera  disposición  problemática  consiste  en  el

establecimiento  de una  deducción única de  150 euros que podrá  ser aplicable por

sujetos  pasivos  desempleados mayores  de  treinta  años,  que  se  establezcan  corno

trabajadores por cuenta propia o autónomos, y que inicien su actividad se inicie en la

propia  Comunidad Autónoma. La segunda deducción, incompatible con la anterior,

se  prevé para los trabajadores autónomos o por cuenta propia, que podrán deducir 60

euros  en la cuota, siempre que su base imponible previa a la reducción del mínimo

personal  y familiar no exceda de 22.000/31.000 euros897.

En  segundo  lugar,  plantean  igualmente  problemas  algunas  deducciones

establecidas por las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura, en tanl;o

que  suponen, en nuestra opinión, y de la misma manera que veíamos en el caso de la

deducción  asturiana, una discriminación en función del tipo de renta, de manera que

se  produce  una  menor  tributación  para  aquéllas  procedentes  de  actividades

económicas.  En efecto, la  norma  andaluza898 establece dos deducciones, de  150 y

300  euros, para  el  fomento del  autoempleo en jóvenes menores  de  35  años y  en

mujeres, respectivamente. En ambos casos se exige que el sujeto pasivo se de de alta

por  primera vez en el  censo estatal de empresarios y profesionales. Por su parte, ][a

Comunidad  Autónoma  de  Extremadura899 ha  establecido una  deducción de  120

897 Límites  establecidos  para  la tributación  individual  y conjunta,  respectivamente.

898 Artículos  6 y  7 de  la Ley  10/2002,  de  21 de  diciembre,  por  la  que  se  aprueban  normas  en  materia

de  tributos  cedidos  y otras  medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

 Artículo  4 de  la  Ley 8/2002,  de  14 de  noviembre,  de  Reforma  Fiscal  de  la Comunidad  Autónoma
de  Extremadura.
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euros  para  aquellos  contribuyentes  que  tengan  la  condición  de  trabajadores  por

cuenta  ajena  y  cuyos rendimientos  íntegros  del  trabajo  no  superen  los  15.000 euros

anuales,  sin que por las demás fuentes  de renta  superen la  cantidad  de 600 euros.

El  resto  de  deducciones  autonómicas  no plantean,  en nuestra  opinión,  ningún

problema  de  adecuación  al  marco  normativo  previsto  en  la  LOFCA  y en  la  LSF.  A

continuación  expondremos  dicha normativa  de manera somera.

5.1.1.  Deducciones  por  circunstancias  personales  del  sujeto  pasivo.

Las  Comunidades  Autónomas  de  Baleares900,  Castilla-La  Mancha90’  y

Valenciana902 han  establecido  deducciones  tomando  en cuenta  la  edad  y el  grado  de

minusvalía  de los sujetos pasivos,  según se indica  en el cuadro:

Comunidad
Autónoma

Cuantía
(euros)

Circunstancia  y  condiciones
•

Baleares
36 •   Sujeto pasivo de edad superior a 64 años

e  BI antes de la aplicación del mínimo �  l2.020,48/24.040,4°
60 •   Sujeto pasivo con minusvalía igual o superiora! 33 por 100

•   31 antes de la aplicación del mínimo �  12.020,48/24.040,4
Castilla-La

Mancha
300 •   Sujeto pasivo con minusvalía igual o superior al 65 por 100

Valenciana
160 •   Sujeto pasivo de edad superior a 64 años

•   Minusvalía igual o superior al 33 por 100
•   No percepción de  prestaciones a  consecuencia de  su minusvalía que  estén

exentas en el IRPF.

900  Artículo 1 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

901  Ley  2 1/2002,  de  14 de  noviembre,  de  Medidas  Fiscales  de  Apoyo  a  la Familia  y  a Déterminados

Sectores  Económicos  y de Gestión  Tributaria.

902  Artículo  4.Uno  de  la  Ley  13/1997,  de  23 de  diciembre,  por  el que  se  regula  el  tramo autonómico

del  Impuesto  sobre  la Renta  de  las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos

903  Cuantías  correspondientes  a  la tributación  individual  y conjunta,  respectivamente.
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5.1.2.  Deducciones por circunstancias familiares del sujeto pasivo.

5.1.2.1.  Deducciones por nacimiento o adopción de hijos.

Hasta  el  momento,  las  Comunidades  Autónomas  de  Aragón904, Castilla  y

León905,  Cataluña906,  Galicia907,  Madrid908,  La  Rioja909 y  Valenciana91°  han

establecido  esta  clase de deducciones:

Comunidad
Autónoma

Cuantía
(euros)

Circunstancias  y condiciones

Aragón •   500
•   600 si la suma de las bases imponibles de todos

los_integrantes_de_la_unidad_familiar_<_32.500

Nacimiento o adopción de hijo

Castilla y León •   100 primero
•   250 segundo
•   500 tercero y sucesivos

Nacimiento o adopción de hijo

Cataluña •   300 Nacimiento o adopción de hijos              -

Galicia •   240, cuando la  base imponible del  periodo,
antes  de  la  aplicación de  las reducciones por
mínimo  personal y  familiar, esté entre entre
21.035,01 y30.050

•   300, cuando la  base imponible del  periodo,
antes  de  la aplicación de  las reducciones por
mínimo_personal_y_familiar,_�_21.035

Nacimiento o adopción de hijos

Madrid

La  Rioja

•   280

•   150, segundo
•   180, tercero y sucesivos

+60 si parto o adopción múltiple

•   Nacimiento o  adopcion de
hijos

•   Base imponible antes de  la
aplicación  del  mínimo

•   personal  y  familiar,
22.000/3 1.000                            —

Nacimiento o adopción de hijos

904  Artículo 1 de la Ley 26/2001,  de 28 de diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y Administrativas.

905  Ley  21/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Económicas,  Fiscales  y  Administrativas.  Las

deducciones en la cuota del IRPF sólo tienen vigencia para 2003.

906  Artículo  1 de  la Ley 21/2001,  de 28 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y  Administrativas.

 Artículo  1 de  la Ley 3/2002,  de 29  de abril,  de Medidas  de  Régimen  Fiscal  y Administrativo.

908  Artículo  1 de  la Ley  14/200 1, de 26  de diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

909  Artículo  1 de  la  Ley 10/2002,  de  17 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y Administrativas  para  el

año  2003.

910  Artículo  4 de  la  Ley  13/1997,  de  23  de  diciembre,  por  el  que  se regula  el tramo  autonómico  del

Impuesto  sobre  la Renta  de las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Cuantía
(euros)

Circunstancias y condiciones

Valenciana •    150
•   200, si múltiple
•    200  para  el  primero  y  250  para  los

subsiguientes,_si_discapacidad>_65_por_100

Nacimiento  o adopción de hijos

5.1.2.2.  Deducciones  por familia numerosa.

Para  el  concepto  de  familia  numerosa,  todas  las  Comunidades  Autónomas

remiten  al  concepto  establecido  en  la  normativa  estatal  que  se  contiene  en  la  Ley

25/1971,  de  19 de junio,  de protección  a las  familias  numerosas911. De  acuerdo  con

esta  norma,  son  numerosas  las  familias  integradas  por  los  cónyuges  y  tres  o  más

hijos.  Será  también  familia numerosa  aquella  que  teniendo  dos  hijos,  al  menos  uno

de  ellos  sea  minusválido  o incapacitado  para  el  trabajo.  Será  familia  numerosa  de

segunda  categoría  aquéllas  que  tengan  entre  siete  y  nueve  hijos,  y  serán  familias

numerosas  de  “categoría  de  honor”,  aquéllas  con  diez  o  más  hijos.  Hasta  el

momento,  han  establecido  esta  clase  de  deducciones  las  Comunidades  Autónomas

de  Castilla  y León912, Galicia913 y Valenciana914.

Comunidad
Autónoma

Cuantía  (euros) y circunstancias

Castilla  y León •    225
•    450 cuando alguno de los cónyuges o descendientes a los que sea de aplicación

el  mínimo familiar del artículo 40.3.1.b) LIRPF tenga un grado de discapacidad
igual  o superior al 65 por 100

•    100 por  cada  descendiente,  a  partir  del  cuarto  inclusive,  a  los  que  sea  de
aplicación  el citado mínimo familiar

Galicia •    200, familia de primera categoría
•    280, de segunda
•    380, categoría de honor

911  Modificada por  la  D.  F.  4  de  la  Ley 42/1994,  de  30  de  diciembre,  de  medidas  fiscales,

administrativas y de orden social, que es objeto de desarrollo por el Real Decreto  1801/1995, de 3

noviembre, y por la Ley 90/1998, de 15 de abril, de ampliación del concepto de familia numerosa.
912  Ley  2 1/2002, de  27  de  diciembre, de  Medidas Económicas, Fiscales y  Adminisfrativas. Las

deducciones en la cuota del IRPF sólo tienen vigencia para 2003.

913  Artículo 1 de la Ley 3/2002, de 29 de abril, de Medidas de Régimen Fiscal y Administrativo.

914  Artículo 4 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.
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Comunidad                          Cuantía (euros) y circunstancias
Autónoma
Valencia               •  1 80, familia de primera categoría

•   300, de segunda
•   420, categoría de honor

5.1.2.3  Deducciones por cuidado de hijos menores y otros gastos asociados a los

hijos.

Hasta  el  momento,  han  establecido  deducciones  de  esta  clase  las

Comunidades  Autónomas  de  Andalucía915, Asturias916, Baleares917, Canarias918,

Cantabria919, Castilla  y  León920, Castilla-La Mancha921, Galicia922, Madrid923 y

Valenciana924, con las cuantías y condiciones que a continuación se indican:

915  Artículo  2  de  la  Ley  10/2002,  de  21  de  diciembre,  por  la  que  se  aprueban  nonas  en materia  d.e

tributos  cedidos y otras  medidas  tributarias,  administrativas  y financieras.

916  Artículo  11  de  la  Ley  del  Principado  de  Asturias  15/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas

Presupuestarias,  Administrativas  y Fiscales.

917  Artículo  1 de  la Ley  11/2002,  de  23 de  diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y Administrativas.

918  Artículo  2  de  la  Ley  10/2002,  de  21  de  noviembre,  por  la  que  se  regula  el tramo  autonómico  del

IRPF  en la Comunidad  Autónoma  de Canarias.

919  Artículo  8 de  la  Ley  de  Cantabria,  11/2002,  de  23 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  en  materia

de  Tributos  Cedidos  por  el Estado.

920  Artículo  4  de  la  Ley  2 1/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Económicas,  Fiscales  y

Administrativas.  Las deducciones  en la  cuota del IRPF  sólo tienen  vigencia  para  2003.

921  Artículos  2  a  4  de  la  Ley  21/2002,  de  14  de  noviembre,  de  Medidas  Fiscales  de  Apoyo  a  la

Familia  y a Determinados  Sectores  Económicos  y de Gestión  Tributaria.

922  Artículo  1  de  la  Ley  5/2000,  de  28  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  de  Régimen

Presupuestario  y Administrativo.

923  Artículo  1 de  la Ley  14/200 1, de 26  de diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.

924  Artículo  4  de  la  Ley  13/1997,  de  23  de  diciembre,  por  el  que  se  regula  el  tramo  autonómico  del

Impuesto  sobre la  Renta  de  las Personas  Físicas y restantes  tributos  cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Cuantía Circunstancia Condiciones

Andalucía 50€ por hijo
,

Sujetos  pasivos  con  derecho  a
percibir  ayudas  en  aplicación  de  la
normativa  autonómica  de  apoyo  a las
familias

•  Percepción  de ayudas por  hijos  menores  de  tres  años  yio por  parto  múltiple

Asturias 300€ Acogimiento  persona  mayor  de  65
años

•    Convivencia  del  acogido  durante  más  de  183  días  del  periodo  impositivo  con  el
contribuyente,  en régimen  de  acogida  sin  contraprestación

•    Que el contribuyente  no  perciba  ayudas  por  este  concepto
•    Base imponible  contribuyente  �22.000/3  1.000€

Baleares 15    por    100    cantidades
satisfechas,  máximo  200€

Guardería  para  hijos  menores  de  tres
años

•    Base  imponible  del  sujeto  pasivo,  previamente  a  la  aplicación  del  mínimo  personal  y
familiar,  <  12.020,24/  24.040,48€

•    Ambos padres  deben  trabajar  fuera  del  domicilio  familiar

100  por  100  de  los  importes
destinados  a gastos  por  cada  hijo
que  curse  dichos  estudios,  con
los  siguientes  límites  de  la  base
imponible  previa  a  la aplicación
del  mínimo personal y familiar:

En  tributación  conjunta:
De  hasta 9.000,00€:  100€ por hijo.
Entre  9.000,01  y 18.000,00€:  50€
por  hijo.
Entre  18.000,01 y 24.040,48€:  25€
por  hijo.

Y,  en tributación  individual:
De hasta 4.500,00  €: 50€ por hijo.
Entre 4.500,01  y 9.000,00€:  25€ por
hijo.
Entre  9.000,01  y 12.020,24€:  18€
por  hijo

Adquisición  de  libros  de  texto
editados  para  el  desarrollo  y
aplicación  de  los  curricula
correspondientes  a  los  ciclos
educativos  obligatorios

•    Sólo podrán  tenerse  en  cuenta  los  hijos  que  den  derecho  a la  reducción  prevista  en  el  artículo
40  de  la  LIRPF

•    Sujetos  pasivos  cuya  parte  general  de  la  base  imponible,  previa  a  la  aplicación  del  mínimo
personal  y  familiar,  �  l2.020,24/24.040,48€

.
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Comunidad
Autónoma

Cuantía Circunstancia Condiciones

Canarias 600  ó  300€ en función de que
estudie  o  no  fuera  de  la
Comunidad  Autónoma
Límite:  40 por  100 cuota íntegra
autonómica

Descendientes  solteros menores  de 25
años  que  dependan  económicamente
del  contribuyente  y  cursen  estudios
fuera  de  la  isla  de  su  residencia
habitual

No  se  aplicará:  cuando los  estudios  no  abarquen  un curso  completo,  cuando  haya  oferta educativa
pública  para  esos  mismos  estudios,  cuando  el  contribuyente  haya  obtenido  rentas  superiores  a
60.000/80.000€,  incluídas  las  exentas,  cuando  el  descendiente  en  cuestión  haya  obtenido  rentas
superiores  a 6.000€, incluidas las exentas.

Cantabria 15  por  100  cuantías  recibidas
(máximo 1 80€)

Ayudas  percibidas  por  el  programa
“Ayudas  a Madres  con  hUos inenore
de  tres  años”  (Decreto de  Cantabria
92/2002, de 22 de agosto)

Castilla  y
León

30    por    100    cantidades
satisfechas
límites  150/300€  (individual  o
conjunta)

Hijos  de tres  años o  menores a  cargo
de  tercera persona o en guardería

•  Ambos padres trabajen y estén dados de alta en la Seguridad Social
•  Si persona empleada del hogar: alta en Seguridad Scial
.  Suma bases  imponibles �  18.000/30.000€

Castilla-La
Mancha

100€    (300€    si     tienen
discapacidad  igual o  superior  al
65  por  100)

Descendiente  menor  de  tres  años  o
ascendiente  mayor de setenta

Que  el descendiente o  ascendiente:
•    Conviva con el sujeto pasivo más de  183 días al año,
•    No deba presentar declaración por el Impuesto sobre el Patrimonio
•    No tenga rentas anuales superiores a 6.000€

Galicia Cuantías  satisfechas
180,30

Hijos  menores de tres años a cargo de
persona  empleada del hogar

•  Ambos  padres trabajen  fuera del domicilio familiar.
•  Persona empleada de hogar esté dada de  alta en Seguridad Social
•  Suma de las bases  liquidable general y especial �15.025,30/24.040,48€

Madrid 280€ acogimiento     familiar     (simple,
preadoptivo  o permanente) de menor

•  Acogido  conviva con el contribuyente durante más de  183 días del año
•  Base  impónible  del  sujeto  pasivo,  antes  de  la  ap1iación  del  mínimo  personal  y  familiar,

�22.000/3  1.000€
320€ acogimiento  no  remunerado  de

mayores  de 65 años y/o minusválidos
•    Acogido no  ligado  al contribuyente  por  un vínculo de  parentesco,  de consanguinidad  o  de

afinidad,  de grado  igual o inferior al cuarto.
•    Que el contribuyente no perciba ayudas públicas por este concepto
•    Base imponible  contribuyente,  antes  de  la aplicación  del  mínimo  personal  y  familiar,

�22.000/3  1.000€
Valencia 120,20€ sólo  uno  de  sus  miembros  perciba

rendimientos  del  trabajo,  de  las
actividades      económicas      o
imputaciones  de bases  imponibles  de
entidades  en  régimen  de
transparencia  fiscal

Que  exista una unidad familiar de las previstas en el artículo 68, apartado 1, regla 1a  de la LIRPF
base  liquidable general de la unidad  familiar �  12.020,24€
Resto  miembros unidad  familiar no tenga rentas  inmobiliarias,  ni ganancias  o pérdidas  patrimoniales,
ni  rendimientos del capital inmobiliario, ni del mobiliario  en cuantía superior  a 300,51€



5.1.3.  Deducciones  por inversiones  no empresariales.

5.1.3.1.  Deducciones  por adquisición de vivienda  habitual.

Según  apuntamos más  arriba,  la  Comunidad Autónoma de  Cataluña925 es

hasta  el momento la  única  que ha regulado el  tramo autonómico de  la  reducción

estatal.  Para ello, ha  establecido, con carácter general, porcentajes más reducidos

que  los establecidos en el artículo 64bis de la LIRPF, fijándolos el general en el 3,45

por  100 y el previsto para los casos de financiación ajena, en el 6,75 y 5,10 por  100,

respectivamente. Asimismo, establece tipos incrementados, que serán del 6,45 por

100,  y del 9,75 y 8,10 por  100, respectivamente, si el contribuyente es menor de 33

años  y su base imponible no supera los  30.000 euros, si ha  estado en paro durante

183  o más  días del periodo impositivo, si tiene un grado de  discapacidad igual o

superior  al 65 por  100, o si forma parte de una unidad familiar donde, haya al menos

un  hijo.  Por  último,  se  establece  también  la  aplicación  de  los  porcentajes

incrementados  para  los  gastos  de  adecuación de  la  vivienda  efectuados  por

minusválidos.

El  resto  de  Comunidades Autónomas ha  preferido mantener  o  establecer

nuevas  deducciones por  adquisición de  vivienda habitual;  así  lo  han  hecho  las

Comunidades de Andalucía926, Asturias927, Baleares928, Extremadura929, La Rioja930,

Murcia931 y Valenciana932, según se indica en el siguiente cuadro:

925  Artículo 1 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

926  Artículos 3 y 4 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban nomias en materia

de  tributos cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y financieras.

927  Artículo  11  de la  Ley del  Principado de Asturias 15/2002, de 27  de diciembre, de Medidas

Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

928  Artículo 1 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

929  Artículo 4 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.
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Cuantía Circunstancias y condicionesComunídad
Autónoma
Andalucía

.

30€ Sujetos  pasivos  beneficiarios  de  ayudas  públicas  de  la
Comunidad  Autónoma para la adquisición de vivienda  habitual
que  tenga consideración de  protegida

2  por  100

Base  deducción:  la  misma  que  establece  el
artículo  55.1 de la LIRPF

Adquisición,  construcción  o  rehabilitación  de  la  vivienda
habitual

•    Sujetos pasivos  menores  de  35  años  o  vivienda
calificada  de protegida
B.l.  general �l  8.000/22.000€

Asturias 3  por 100
Base  deducción:  cantidades  invertidas,
excluyendo  intereses. Máximo  12.020,24€

Adquisición  o adecuación  de la  vivienda  habitual
•    Sujetos pasivos  o  familiares  (cónyuge,  ascendientes  o

descendientes  que convivan con el contribuyente  más de
183  días al  año y no  tengan rentas  anuales, incluídas las
exentas,  superiores  al  salario  mínimo  interprofesional)
con  minusvalía  igual o superior  al 65 por 100

Asturias 100€ Adquisición  de vivienda  habitual  que  tenga  la  consideración  de
protegida

Baleares
•

5  por  100
Base  máxima:  cantidades  satisfechas  para  la
adquisición  (�  importe  resultante  de minorar la
cantidad  de  9.015,18€  en  aquellas  cantidades
que  constituyan  para el contribuyente  la base de
la  deducción  por inversión en vivienda habitual
en  LIRPF)

Adquisición  o  rehabilitación  de vivienda  habitual.
•    Contribuyentes menores  de 35  años
•    Base imponible del sujeto  pasivo,  antes de la aplicación

del  mínimo personal y familiar,  �l  8.030,36/30.050,60€

Extremadura 3 por  100

Base  deducción:  cantidades  invertidas,
excluyendo  intereses;  máximo,  la  misma
cuantía  que establezca la LIRPF

Adquisición  de vivienda  habitual  de protección  pública
•    Sujetos pasivos menores  de 36  años
•    Que la  suma  de  sus  rendimientos  integros,  del  saldo

positivo  de imputaciones  de renta y  del saldo positivo  o
negativo  de  ganancias  patrimoniales,  minorada  en  los
gastos  que sean deducibles, no  supere los  18.000€

La  Rioja

•

7  por  100  de  las  cantidades  invertidas  en  la
misma
Límite:  450,76€

Adquisición  o  rehabilitación  de  segunda  vivienda  en
determinados  municipios  de  la  Comunidad relacionados  en  un
anexo.

3  por  100
Base  máxima:  cantidades  satisfechas  para  la
adquisición  (�  importe resultante  de minorar  la
cantidad  de  9.015,18€  en  aquellas  cantidades
que  constituyan para el contribuyente  la base de
la  deducción  por inversión en vivienda habitual
en  LIRPF)

Adquisición  o  rehabilitación  de vivienda  habitual y  cantidades
depositadas  en cuentas  vivienda

•    Sujetos pasivos menores de 36 años,
•    Base imponible  previa  a  la  reducción  por  mínimo

personal  y familiar �l  8.030,36/30.050,61 €
.

Murcia 3  por 100
5  por  100  para  aquellos  contribuyentes  cuya
parte  general de la base liquidable  sea inferior a
15.025,30€,  siempre  que  la  parte  especial  los
1.502,53€

Base  máxima:  cantidades  satisfechas durante  el
periodo  (�  importe  resultante  de  minorar  la
cantidad  de  9.015,18€  en  aquellas  cantidades
que  constituyan para  el contribuyente  la base de
la  deducción  por inversión en vivienda  habitual
en  LIRPF)

Límite:  300,51€

Adquisición  de vivienda  de  nueva  construcción  o  rehabilitación
de  la  vivienda  que  constituya  o  vaya  a  constituir  la  vivienda
habitual.

•    Sujetos pasivos  de edad  menor a 31  años en el momento
del  devengo del impuesto.

Valencia 3  por 100

Base  de  la  deducción:  cantidades  invertidas,
exceptuando  intereses

Adquisición  de la vivienda  habitual
Sujetos  pasivos  de  edad  menor  a  36  años  y/o  con
discapacidad  igual o superior  al 65 por  100

•    Base  imponible,  �  das  veces  el  salario  mínimo
interprofesional  garantizado  para  mayores  de  18  años
correspondiente  al periodo impositivo

90,15€ Adquisición  o  rehabilitación  de vivienda  habitual con  cargo  a
subvención  concedida  por la  Genera1iaI Valenciana

930  Artículo

año  2003.
1  de  la  Ley  10/2002, de  17 de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  Administrativas  para  el

931 Artículo  1 de  la  Ley  7/2000, de  29 de  diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y  en  Materia  de  Juego,

Apuestas  y  Función  Pública.

932 Artículo  4  de  la  Ley  13/1997, de  23 de  diciembre,  por  el  que  se  regula  el  tramo  autonómico  del

Impuesto  sobre  la  Renta  de  las  Personas  Físicas  y  restantes  tributos  cedidos.
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5.1.3.2.  Deducciones  por otras inversiones  no empresariales.

En  este  apartado  es  posible  incluir  cinco  deducciones;  la  establecida  por

Baleares933  para  los  gastos  de  conservación  y  mejora  realizados  sobre  el  suelo

rústico  protegidos;  y  las  establecidas  por  Extremadura934,  Canarias935,  Castilla  y

León936  y  Valenciana937  para  los  gastos  realizados  sobre  determinados  bienes

inmuebles  de  su  Patrimonio  histórico  y cultural.

Comunidad
Autónoma

Cuantía  deducción Circunstancias  y condiciones

Baleares 25 por  100 cantidades invertidas

50  por  100 en determinados casos
(Ley  4/1989,  de  27  de  marzo,  de
conservación de los espacios naturales y de
la  flora y fauna silvestres)

Gastos  de  conservación  y  mejora  realizados  en  fincas  o
terrenos  incluidos en las áreas de suelo rústico protegido

Límite:  la mayor de las siguientes cantidades: 1) la satisfecha en
concepto de IBI de naturaleza rústica, salvo en el caso de fincas
ubicadas en  parques, reservas y  monumentos naturales, en que
dicho limite será el triple del citado IBI; 2) la cantidad de 25 euros
por  hectárea, cuando ésta se ubique en los citados parques, reservas
y  monumentos, o 12 euros por hectárea en el resto de supuestos.

Canarias 10  por  100  cantidades invertidas Conservación  y rehabilitación  de bienes inmuebles ubicados
en  Canarias que estén catalogados como de Interés Cultural

Límite:  10 por 100 cuota íntegra autonómica

Castilla  y León 15 por  100 cantidades invertidas Rehabilitación  de  bienes  que  constituyan  Patrimonio
Histórico  Artístico y Natural

Límite:  10 por 100 base liquidable contribuyente

Extremadura 5  por  100 cantidades invertidas Conservación,   reparación,  restauración   de   bienes
pertenecientes   al  Patrimonio  Histórico   y   Cultural
Extremeño

•    Los bienes deben poder ser visitados por el público

Valencia 5  por  lOO cantidades invertidas Conservación,  reparación  y  restauración  de  bienes
pertenecientes  al  Patrimonio  Cultural  valenciano,  inscritos
el  Inventario General del mismo

Límite:  la base de la deducción no podrá superar el 20 por 100 de
la  base liquidable del contribuyente.

Artículo  1 de la Ley 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

 Artículo 4 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma
de  Extremadura.

 Artículo 2 de la Ley 10/2002, de 21 de noviembre, por la que se regula el tramo autonómico del
IRPF  en la Comunidad Autónoma de Canarias.                         -

 Artículo  6  de  la  Ley  2 1/2002, de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Económicas, Fiscales y
Administrativas. Las deducciones en la cuota del IRPF sólo tienen vigencia para 2003.

 Artículo 4 de la  Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.
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5.1.4. Deducciones por aplicación de renta.

También  en  este  apartado es  posible hacer  dos  grupos  de  deducciones; a

saber,  aquéllas que corresponden a donaciones y el resto, pues las primeras forman

un  grupo suficientemente numeroso como para que debamos dedicarles un apartado

específico.

5.1.4.1. Deducciones por donaciones.

Han  establecido esta  clase de  deducciones las  Comunidades Autónomas de

Canarias938, Castilla-La Mancha939, Castilla y León940, Cataluña941, Extremadura942,

Madrid943, Murcia944 y Valenciana945.

938  Artículo 2 de la Ley 10/2002, de 21 de noviembre, por la que se regula el tramo autonómico del

IRPF  en la Comunidad Autónoma de Canarias.

 Artículo 7 de la Ley 2 1/2002, de 14 de noviembre, de Medidas Fiscales de Apoyo a la Familia ya
Determinados Sectores Económicos y de Gestión Tributaria.

940  Ley  2 1/2002, de  27  de  diciembre, de Medidas  Económicas, Fiscales y Administrativas. Las

deducciones en la cuota del IRPF sólo tienen vigencia para 2003.

941  Artículo  1 de la  Ley 21/2001, de 28  de diciembre, de Medidas Fiscales y  Administrativas, y

artículo  1 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

942  Artículo 4 de la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Autónoma

de  Extremadura.

 Artículo .1 de la Ley 14/200 1, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administratias.

 Artículo 1 de la Ley 7/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Tributarias y en Materia de Juego,
Apuestas y Función Pública.

 Artículo 4 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por el que se regula el tramo autonómico del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Porcentaje  y límites Condiciones

Canarias 10  por 100 Donaciones  a determinadas entidades cuya finalidad es  la protección  del
medio ambiente

20  por 100 Donaciones  a determinadas entidades  cuya finalidad  sea la protección de
bienes  del patrimonio histórico canario

Castilla  y León
.

15  por 100 Donaciones  a  determinadas  Fundaciones  para  la  recuperación  del
Patrimonio  Histórico Artístico y Natural

Castilla-La
Mancha

10 por  100 Donaciones  a determinadas entidades sin fin de lucro
15  por  100 Donaciones  al Fondo Castellano-Manchego de Cooperación Internacional

al  Desarrollo
Cataluña 15 por  100 Donaciones  a  favor de fundaciofles o  asociaciones  cuya  finalidad sea  el

fomento  de la lengua catalana, debiendo  figurar éstas en  el censo  de estas
entidades  que elabora el Departamento de Cultura.

1  por 100 Donaciones  para  adquisición  de  primera  vivienda  por  descendiente,
siempre  que de lugar a la deducción establecida por la misma Comunidad
Autónoma  en la cuota del ISyD.

Extremadura 10  por  100 Donaciones  a favor de  la Comunidad Autónoma de bienes integrantes del
Patrimonio  Histórico y Cultural Extremeño

Valenciana 20  por 100 Donaciones  con  finalidad  ecológica,  siempre  que  sean  a  favor  de
determinadas  entidades de carácter público

10  por 100 Donaciones  puras  y  simples  de  bienes que  formen parte  del  Patrimonio
Cultural  Valenciano  y  que  estén  inscritos  en  el  Inventario  General,
siempre  que se realicen a favor de determinadas entidades públicas

5  por 100 Donaciones  a determinadas entidades, cuya finalidad sea la conservación,
reparación  y  restauración de  los bienes que  formen parte del Patrimonio
Cultural  valenciano.

Madrid 10 por  100 10 por  100 Donaciones a determinadas fundaciones946.
Murcia 20  por  100 Donaciones  a  favor  de  fundaciones  cuyos  fines  primordiales  lo

constituyan  el  desarrollo  de  actuaciones  de  protección  del  Patrimonio
Histórico  de la Comunidad Autónoma

946  Siempre  que  cumplan  los  requisitos  de  la  Ley  1/1998,  de  2  de  marzo,  de  Fundaciones  de  la

Comunidad  de  Madrid,  y que, por razón de sus fines, estén clasificadas como fundaciones culturales
yio  asistenciales,  sanitarias  y  otras  de  naturaleza  análoga,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el
artículo  8.2, apartados  a) y b)  del Decreto  26/1996,  de 29 de  febrero,  por  el que  se crea el Registro  de
Fundaciones de la Comunidad de Madrid.
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5.1.4.2. Deducciones por arrendamiento de la vivienda habitual.

Hasta  el  momento,  las  Comunidades  Autónomas  de  Andalucía947,  Asturias948,

Baleares949,  Cataluña95°  y  Valenciana951  han  establecido  deducciones  en  la  cuota  del

impuesto  por  el  arrrendamiento  de  vivienda  habitual,  en  los  términos  que  a

continuación  se  resumen:

Comunidad
Autónoma

Cuantía
(euros)

Condiciones  y límites

Andalucía 10  por 100, máximo 150 •    Sujetos pasivos menores de 35 años
•   3.!. general �18.000/22.000
•    Que no sea aplicable la  compensación  por vivienda

de_la D.T.4a LIRPF
Asturias 250 •    B.I.  previa  al  mínimo  personal  y  familiar

�21  .000/31.000
•    Cantidades satisfechas excedan  del  15 por  100  de

base  imponible antes de aplicar los mínimos
•    Que no  sea aplicable  la compensación  por vivienda

delaD.T.4aLIRPF                —

Baleares 10  por 100, máximo 200 •    B.I.�8.030,36/30.050,60,  antes  de la aplicación del
mínimo  personal y familiar

•    Sujetos pasivos menores de 35 años
•    La fecha  del  contrato  posterior  al  23  de  abril  de

1998  y de duración igual o superior a un año  —

Cataluña 10  por  100, máximo 300
(si  familia numerosa,

máximo  600)

•    El sujeto  pasivo  debe  encontrarse  en  alguno  de
estos  supuestos:

Edad 32 años o menos
En paro más de 182 días del ejercicio
Discapacidad igual o mayor al 65 por 100
Viudo/ay mayor de 64 años
Familia  numerosa

•    B.I.�20.000
•    Alquiler supere  el  10 por  100 de  los  rendimientos

netos  del sujeto pasivo
•    Que no sea aplicable  la compensación por vivienda

de  la D.T.4’ LIRPF  —

Artículo  5 de  la  Ley  10/2002,  de  21  de  diciembre,  porla  que  se  aprueban  normas  en  materia  de
tributos  cedidos  y  otras  medidas  tributarias, administrativas y financieras.

948  Artículo  11  de  la  Ley  del  Principado  de  Asturias  15/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas

Presupuestarias,  Administrativas  y Fiscales.

 Artículo  1 de  la  Ley  11/2002,  de  23  de  diciembre,  de  Medidas  Tributarias  y Administrativas.

950  Artículo  1  de  la  Ley  31/2002,  de  30  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  Administrativas.

951  Artículo  4  de  la  Ley  13/1997,  de  23  de  diciembre,  por  el  que  se  regula  el  tramo  autonómico  del

Impuesto  sobre  la  Renta  de  las  Personas  Físicas  y  restantes  tributos  cedidos.
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Comunidad
Autónoma

Cuantía
(euros)

Condiciones  y límites

10 por 100, máximo 180 •    No aplicable  la  compensación  por  vivienda de  la
Valencia D.T.4’  LIRPF

•    Constituido el  depósito  de  la  fianza exigido por la
Ley

•    Durante al menos  la  mitad  del periodo  impositivo,
ni  el contribuyente  ni ninguno  de  los miembros de
su  unidad  familiar  sean  titulares,  de  otra vivienda
distante  a menos de  100 kilómetros  de  la vivienda
arrendada

10  por  100, límite 180

•    El contribuyente  no  tenga  derecho  en  el  mismo
período  impositivo  a  deducción  alguna  por
inversión  en  vivienda habitual,  con excepción de  la
correspondiente  a  las  cantidades  depositadas  en
cuentas  vivienda

•    La suma de  las partes  general y especial de  la base
imponible,  antes de computar el  mínimo personal y
familiar,_no_sea_superior_a_21.035/30.500

Arrendamiento  de  vivienda  como  consecuencia  de  la
realización  de una actividad en municipio distinto de aquel en
que  el contribuyente residía con anterioridad

5.2.   Las  ausencia  de  regulación  autonómica  sobre  las  deducciones  y

bonificaciones  en  la  cuota  del IP.

De  acuerdo  con  el  artículo  39.1  de  la  LSF,  y  como  novedad  sustancial  frente

a  la  LCTMFC,  las  Comunidades  Autónomas  podrán  establecer  deducciones  y

bonificaciones  en  la  cuota  del IP.  Hasta  el  momento,  ninguna  Comunidad  Autónoma

ha  hecho  uso  de  esta  nueva  potestad.  Exceptuando  la  deducción  por  doble

imposición  prevista  en  el  artículo  32  de  la  LIP,  esta  norma  no  establece  ninguna

deducción.

5.3.  El  ejercicio  de  potestades  normativas  sobre  las  deducciones  y

bonificaciones  en  la  cuota  del ISyD.

Como  novedad  frente  a la  regulación  establecida  en  la  LCTMFC,  el  artículo

40.1 .d)  de  la  LSF  atribuye  a  las  Comunidades  Autónomas  la  competencia  para

establecer  deducciones  y  bonificaciones  de  la  cuota  en  el  ISyD,  que  “resultarán,  en

todo  caso,  compatibles  con  las  deducciones  y  bonflcaciones  establecidas  en  la

normativa  estatal  reguladora  del  impuesto  y  no podrán  suponer  una  modflcación
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de  las  mismas “.  Al  igual  que  se  dispone con  respecto  de  las  reducciones, las

bonificaciones y deducciones se aplicarán posteriormente a las estatales.

En  la  normativa estatal  del  impuesto hay  reguladas tres  deducciones. La

primera,  establecida en  el  artículo  23  LISyD,  para  evitar  la  doble  imposición

internacional.  La  segunda,  prevista  en  el  artículo  10  LMEA,  beneficia  a  la

transmisión  o  adquisición por  cualquier título,  oneroso  o lucrativo,  inter  vivos  o

inortis  causa  de  terrenos,  que  se  realicen para  completar bajo  una  sola  linde  la

superficie suficiente para constituir una explotación prioritaria. Para estos supuestos,

se  prevé una exención total del impuesto que grave la transmisión. Ésta será del 50

por  100 cuando la  transmisión o  adquisición de  los  terrenos se  realicen por  los

titulares de explotaciones agrarias con la pretensión de completar bajo una sola linde

el  50 por  100, al menos, de la superficie de una explotación cuya renta unitaria de

trabajo  esté dentro de los límites establecidos en la LMEA a efectos de concesión de

beneficios  fiscales  para  las  explotaciones prioritarias.  Se  exige  además  una

permanencia  de la  indivisibilidad de la finca durante un plazo de  cinco años, salvo

supuestos  de  fuerza mayor. Por último, el  artículo 20.1 prevé la  exención total del

impuesto  que  grave  la  transmisión o  adquisición por  cualquier título,  oneroso o

lucrativo,  inter  vivos  o mortis  causa,  del pleno dominio o del usufructo vitalicio de

una  explotación agraria o de parte de la misma o de una finca rústica, en favor de un

agricultor  joven  o  un  asalariado  agrario  para  su  primera  instalación  en  una

explotación prioritaria.

Hasta  el  momento, únicamente la  Comunidad Autónoma de  Cataluña952 ha

hecho  uso de esta nueva potestad normativa. Dicha Comunidad ha  establecido una

deducción  en  la  cuota  del  impuesto  consistente  en  el  80  por  100  de  la

correspondiente  en  los  supuestos  de  donaciones  a  hijos  y  descendientes  de

cantidades destinadas a la adquisición de su primera vivienda habitual, con un límite

máximo  de  18.000 euros,  que  se  incrementa a  36.000  si  el  donatario  tiene  una

952  Artículo  8 de  la Ley 31/2002,  de  30 de  diciembre,  de Medidas  Fiscales  y Administrativas.
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discapacidad  mayor  al 65 por  100. Para  su aplicación  el  donatario  no debe  tener más

de  32 años,  y su base  imponible  en  su última  delcaración  del  IRPF no  debe  superar

los  30.000  euros.  Por  último,  se  exige  que  se  adquiera  la  vivienda  en  un  plazo

máximo  de 3 meses  desde que se produjo  la donación.

5.4.   El  ejercicio  de  potestades,  normativas  sobre  las  deducciones  y

bonificaciones  en  la  cuota  del ITIPyAJD.

Como  novedad  frente  a la regulación  establecida  en la  LCTMFC,  el  artículo

41.1 .b)  de  la  LSF  atribuye  a  las  Comunidades  Autónomas  potestades  normativas

para  establecer  deducciones  y bonificaciones  en la  cuota  del  ITPyAJD,  si bien  éstas

sólo  podrán  afectar  a  los  actos  y  documentos  sobre  los  que  las  Comunidades

autónomas  ostenten  potestades  normativas  en  materia  de  tipos  de  gravamen.

Asímismo,  dispone  la  norma  que  dichas  deducciones  deberán  ser  compatibles  con

las  establecidas  en la  normativa  estatal  del  impuesto,  no pudiendo  modificarlas.  Por

último,  señala  el  precepto  que  las  deducciones  y  bonificaciones  aprobadas  por  las

Comunidades  Autónomas  se  aplicarán  con  posterioridad  a  las  reguladas  por  la

normativa  estatal.

En  la  normativa  estatal  sólo  hay  prevista  una  deducción  en  la  cuota  en  el

artículo  20.4.  LMEA,  que  establece  la  exención  de  gravamen  de  AJD  de  las

primeras  copias  de escrituras  públicas  que documenten  la  constitución,  modificación

o  cancelación  de  préstamos  hipotecarios  sujetos  al  IVA,  cuando  los  mismos  se

concedan  a  agricultores  jóvenes  o  asalariados  agrarios  para  facilitar  su  primera

instalación  de una  explotación prioritaria.

Hasta  el  momento,  sólo  dos  Comunidades  Autónomas  han  ejercido

potestades  normativas  en  este  aspecto  del  impuesto.  Así,  la  Comunidad  Autónoma

de  Cataluña953 establece  una  bonificación  en  la  cuota  del  70  por  100,  en  la

 Artículo 13 de la Ley 3 1/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.
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modalidad  de ITPO,  para  los  supuestos  de transmisión  de  la totalidad  o parte  de una

o  más  viviendas  y sus  anexos  a  una  empresa  a la  que  sean  de  aplicación  las normas

de  adaptación  del  Plan  general  de  contabilidad  del  sector  inmobiliario,  siempre  que

dicha  empresa  incorpore  la  vivienda  a  su  activo  circulante  con  la  finalidad  de

venderla,  y  que  tenga  como  actividad  principal  la  promoción  inmobiliaria.  Por  su

parte,  la  Comunidad  Autónoma  gallega954 establece  una bonificación  en AJD,  del 75

por  100 de  la  cuota  en  las  escrituras  públicas  otorgadas  para  formalizar  la

declaración  de  obra  nueva  o  la  división  horizontal  de  edificios  destinados  a

viviendas  de alquiler.

6.  Balance sobre el ejercicio de potestades normativas en los impuestos cedidos.

Una  vez  examinada  la  normativa  autonómica  en  materia  de  impuestos

cedidos,  estamos  en  condiciones  de  efectuar  un  somero  balance,  a  modo  de

conclusión,  acerca  de  cómo  ha  funcionado  en  la  práctica  esta  novedosa  técnica  de

reparto  de materias  imponibles  entre  el Estado  y las  Comunidades  Autónomas.  Para

ello  conviene  recordar  aquí  algunas  ideas  apuntadas  en  el  primer  capítulo  de  este

trabajo.  Se  decía  en  aquel  lugar  que,  en  última  instancia,  con  la  corresponsabilidad

fiscal  se pretende  incrementar  el  poder  tributario  de las  Comunidades  Autónomas  de

una  manera  coordinada.  En  ese  sentido,  se  establece  en  las  normas  reguladoras  del

marco  de  la  cesión,  una  serie  de  previsiones  encaminadas  a  garantizar  una  cierta

igualdad  en  la  normativa  de  estos  tributos  que,  conviene  no  olvidar,  siguen

formando  parte del sistema  tributario  estatal.

Pues  bien,  no nos  parece  exagerado  afirmar  que  el  objetivo  pretendido  con la

reforma  dista  de  haber  sido  cumplido  de  una  manera  satisfactoria,  y  ello  por  las

siguientes  razones:  en  primer  lugar,  no  se  ha  cumplido  una  de  las  fnalidades  de la

corresponsabilidad  fiscal,  cual  es  involucrar  a  los  entes  subcentrales  en  la

financiación  de  sus  propias  competencias.  Según  hemos  podido  comprobar  a  lo
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largo  de  este  estudio,  la  mayor  parte  de  la  normativa  aprobada  en  este  sentido  ha

estado  dirigida  a la  disminución  de la presión  fiscal por  estos impuestos955. Aunque

hay  que tener  en cuenta  que  los numerosos  límites  cuantitativos  establecidos  por  las

normas  autonómicas  y,  en  general,  la  escasa  cuantía  de  las  deducciones  y

bonificaciones  establecidas  no  deben  suponer  una  gran  incidencia  sobre  la

recaudación  total por  estos impuestos.  Sí nos  parece  claro, en cualquier  caso,  que en

su  mayoría  se trata  de medidas  encaminadas  a perpetuar  la tradicional  imagen  de las

Autonomías  como  entes  “benefactores”,  que  prestan  servicios  sin  exigir  nada  a

cambio.  Este  modo  de  proceder  resulta  llamativo,  habida  cuenta  de  que  una  de  las

reivindicaciones  tradicionales  de las Comunidades  Autónomas  frente  al Estado,  es la

adopción  de  una  solución  definitiva  la  situación  de  insuficiencia  financiera.  Pues

bien,  es claro,  según lo  examinado  hasta  ahora,  que  las Comunidades  Autónomas  no

han  mostrado  excesivo  interés por  aprovechar  las nuevas  potestades  normativas  para

incrementar  la  presión  fiscal en consecuencia.  Sobre todo  teniendo  en cuenta  que, en

última  instancia,  y según  apuntamos  también  al inicio  de  este  estudio  siguiendo  a J.

RAMALLO  MAS SANET,  la  corresponsabilización  en  la  financiación  de  las

propias  competencias  es  también  una  manera  de  hacer  efectivo  el  principio  de

solidaridad  contenido  en el artículo  156 de  la Constitución.

En  segundo  lugar,  otro  de  los  objetivos  de  la  corresponsabilidad  fiscal  era

propiciar  un incremento  de  la autonomía  financiera  de una  manera  coordinada.  Pues

bien,  por  un  lado,  el  fracaso  de  los  mecanismos  de  coordinación  previstos  en  las

normas,  y  por  otro,  el  aparentemente  escaso  interés  por  parte  de  las  Comunidades

Autónomas  por  adecuar  su  normativa,  no  sólo  al  marco  normativo  formalmente

establecido  por  la  LOFCA  y  la  LSF  sino,  sobre  todo,  a  la  propia  configuración  y

naturaleza  de  los  impuestos  cedidos,  han  desembocado  en  una  situación  que  podría

 Artículo 3  de  la  Ley  7/2002,  de  27  de  diciembre,  de  Medidas  Fiscales  y  cte  Régimen
Administrativo.

 DÍAZ  DE  SARRALDE, S.;  HERRERO, A.;  RUIZ-HUERTA, J.:  “La  financiación de  las
Comunidades Autónomas en el año 2000. Una evaluación de la corresponsabilidad y propuestas de
reforma”;  en:  AA.TV.  (Coord. J.  TORNOS MAS):  Informe  Comunidades Autónomas  2000.
Barcelona:  Instituto de Derecho Público, 2001, págs. 459 y siguientes.
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calificarse  de  caótica  y  que,  en  definitiva,  refleja  una  preocupante  ausencia  de

lealtad  constitucional.
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CONCLUSIONES
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A.  La  asimetría  entre  el  significado  constitucional  del  principio  de

autonomía  financiera  y  su  posterior  interpretación  en  el  sistema  de

financiación autonómica.

la.  El  reconocimiento  de  la  autonomía  financiera  en  el  artículo  156  de  la

Constitución,  como uno  de los principios  estructurales  que han  de  informar  la

financiación  autonómica,  supone  admitir  una de  las premisas  básicas para  que

la  autonomía  política  sea  real  y  efectiva,  y  es  que  todo  reparto  de  materias

debe  ir  seguido  de  un reparto  de medios  financieros,  tanto  en  la  vertiente  de

los  ingresos  (posibilidad  de  obtenerlos),  como  en  la  del  gasto  (posibilidad  de

decidir  acerca  de  su asignación).  En cuanto  a la primera  vertiente,  y pese  a la

existencia  de diferentes  teorías  en relación  con el modelo  ideal de  distribución

de  poder  tributario  en los  Estados  descentralizados,  hay  acuerdo  generalizado

en  que  sólo mediante  un  adecuado  desarrollo  del poder  tributario  de los  entes

subcentrales  puede  conseguirse  que  el  principio  de  autonomía  financiera  sea

efectivo,  y  que  la  corrección  del  desequilibrio  financiero  vertical  sea  real  y

duradera.  Dicho  desequilibrio  tiene  lugar  cuando  el  Estado  central  obtiene

proporcionalmente  más  recursos  de  los  que  necesita  para  desarrollar  sus

competencias,  siendo  a la inversa para  los entes subcentrales.

De  esta  manera,  cualquiera  que  sea  el  desarrollo  del  sistema  de  financiación

autonómica,  las  normas  estatales  deben  permitir  un  cierto  espacio  tributario  a

las  Comunidades  Autónomas.  Y  ello  porque,  para  hacer  real  y  efectiva  la

existencia  de  un  poder  tributario  propio  autonómico,  no  basta-  con  su

reconocimiento  formal  en  la  Constitución  y  en  las  leyes,  sino que  es preciso

además  que  exista  una  posibilidad  inaterial  para  que  las  Comunidades

Autónomas  puedan  ejercer  dicho poder  tributario,  lo  que exige  que  se pongan
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a  su disposición materias imponibles adecuadas para  dicho ejercicio, para  lo

cual  resulta imprescindible llevar a cabo una áuténtica redistribución del poder

tributario.

Ésta  constituye una  obligación para  el  Estado, que  deriva directamente del

reconocimiento  del principio  de autonomía financiera y,  como su principal

exponente  en la vertiente de los ingresos, del poder tributario autonómico en

la  Constitución. Al  mismo tiempo, y  como contrapartida, es posible derivar

del  principio  de  solidaridad un  deber  de  las  Comunidades Autónomas  de

implicarse  en la financiación de las competencias materiales que han asumido,

ejerciendo  en  ese  sentido  su  poder  tributario  de manera  responsable. Por

último,  dicho ejercicio debe ser desarrollado de una manera coordinada.

2a•  Sin  embargo, lo  cierto  es  que en  la  práctica el  principio  de  autonomía

financiera ha sido tradicionalmente leído en términos de suficiencia, lo que ha

dado  lugar a que el sistema de financiación autonómica haya sido configurado

como  un sistema cuya principal finalidad es garantizar suficientes recursos a

las  Autonomías, obviando de  esa manera el  desarrollo del  poder  tributario

autonómico, y generando una excesiva dependencia financiera de aquéllas con

respecto  del  Estado.  En  este  sentido, el  marco  limitativo establecido en la

LOFCA  ha  supuesto, en buena medida, un  vaciamiento del poder tributario

constitucionalmente reconocido a las Comunidades Autónomas.

B.  La introducción  del principio  de corresponsabilidad  fiscal  en el sistema

de  financiación  autonómica  a través  de la figura  de los impuestos  cedidos.

3  En coherencia con la evolución de los Estados federales hacia modelos de

federalismo  cooperativo, hay una marcada tendencia a compartir las mismas

fuentes  impositivas  entre  distintos  órdenes  de  gobierno,  lo  que  exige un
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correcto  desarrollo  de  la  cooperación.  A  este  desarrollo  coordinado  de  la

autonomía  financiera  en  la  vertiente  de  los  ingresos  se  le  denomina

corresponsabilidad  fiscal.  La  corresponsabilidad  fiscal  constituye  así  un

desarrollo  de  la autonomía  financiera  de  los entes  subcentrales  que  implica  el

ejercicio  de poder  tributario,  de  forma coordinada,  y que garantiza  una mayor

transparencia  del  sistema,  en  la  medida  en  que  propicia  un  mejor

conocimiento,  por  parte  de  los  ciudadanos,  del poder  tributario  asignado  a  y

ejercido  por  cada  ente  territorial,  encontrándose  así  en  una  mejor  posición

para  evaluar  el desarrollo  de las políticas  públicas  lo que,  en última  instancia,

refuerza  el propio  sistema  democrático.

4•  Con  la  aparente  intención  de  paliar  la  citada  situación  de  dependencia

financiera  y de propiciar  un adecuado  desarrollo  de la autonomía  financiera  de

las  Comunidades  Autónomas,  y  en definitiva,  la corresponsabilidad  fiscal,  se

ha  acometido  una  reforma  de  la  figura  del  impuesto  cedido,  lo  que  implica,

entre  otros  aspectos,  la  atribución  de  potestades  normativas  a  las

Comunidades  sobre  algunos  de  ellos.  Ahora  bien,  dicha  atribución  de

potestades  normativas  resulta  de  todo  punto  insuficiente  para  garantizar  la

citada  corresponsabilidad  fiscal si no va acompañada  de un marco jurídico  que

que  favorezca  o  establezca  suficientes  incentivos  para  que  las  Comunidades

ejerzan  sus potestades  y para  que éstas  sean además  ejercidas  de una  manera

coordinada.  Desde  esta  perspectiva,  el  actual  marco  jurídico  nos  parece

insatisfactorio;  en  primer  lugar,  porque  la  redistribución  de  poder  tributario

que  tiene  lugar  con  la  atribución  de  las  citadas  potestades  normativas  no  va

acompañada  de  una  revisión  en  proftindidad  de  los  mecanismos  financieros

del  sistema  de  financiación,  ya  que  se  siguen  manteniendo  las  estructuras  de

un  sistema  de  dependencia  financiera.  Esto  implica,  entre  otras  cosas,  que las

Comunidades  Autónomas  perciben  el  rendimiento  de  los  impuestos  cedidos

con  independencia  de  cuál  sea  su actividad  normativa.  En  segundo  lugar,  los
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tributos  propios  y  los  recargos,  recursos  tradicionalmente  ligados  a  la

consecuención  de  la corresponsabilidad  fiscal,  no representan  papel  alguno  en

el  nuevo  diseño del  sistema  de financiación.

C.  La polisemia del concepto de impuesto cedido y su difícil distinción del

resto  de figuras contempladas en el artículo 157.1 de la Constitución.

5a  El  concepto constitucional  de  impuesto  cedido  tiene  como  contenido

mínimo  la atribución  del producto  de un impuesto  que  forma  parte  del sistema

tributario  estatal  a las  Comunidades  Autónomas  en  función  de la  recaudación,

real  o  estimada  estadísticamente,  del  citado  impuesto  en  el  territorio  de  la

Comunidad.  En este  concepto  tiene  también  cabida  la posibilidad  de atribuir  a

las  Comunidades  Autónomas  potestades  normativas  o de gestión  sobre  alguno

de  estos impuestos.  Dichas  potestades  podrán  ser objeto  de una  delegación  por

parte  del  Estado,  de  tal  manera  que  éste  mantenga  un  determinado  nivel  de

disponibilidad  sobre  el  concreto  impuesto.  En  consecuencia,  si  la  atribución

de  potestades  normativas  a las  Comunidades  Autónomas  fuera  de  tal  alcance

que  les permitiera  modificar  determinados  aspectos  esenciales  del mismo,  nos

encontraríamos  extramuros  del concepto  de impuesto  cedido.

6.  Así ha  sucedido  con la  cesión  de los  denominados  Tributos  sobre  el Juego,

caso  en el que se ha producido  un abandono  implícito  del hecho  imponible  por

el  Estado  a  favor  de  las  Comunidades  Autónomas,  pues  la  atribución  de

potestades  normativas  incluye  la  posibilidad  de  modificar,  sin  que  se  haya

establecido  límite  alguno  al  respecto,  la  base  imponible  de  estos  impuestos.

Dicho  abandono  del  hecho  imponible  viene  además  propiciado  por  dos

factores;  en  primer  lugar,  la  competencia  exclusiva  autonómica  sobre  la

materia  Juego.  En segundo,  la calidad  de  tasa de  la  que recae  sobre  las  Rifas,

Tómbolas,  Apuestas  y  Combinaciones  Aleatorias,  lo  que  hace
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constitucionalmente  imposible  su cesión,  de manera  que  la  única  vía jurídica

para  su  atribución  a  las  Comunidades  Autónomas  sería  el  artículo  7.2 de  la

LOFCA.  No  sucede  así  con  la Tasa  sobre juegos  de  Suerte,  Envite  o Azar  y

Apuestas,  pues  en  este  caso  nos  encontramos  realmente  ante  un  impuesto,

según  ha afirmado  en reiteradas  ocasiones  es Tribunal  Constitucional.

7a  Tampoco  nos  encontramos  estríctamente  aneun  supuesto  de  cesión  del

impuesto,  en  el  caso  del  IVMDH.  En  puridad,  nos  encontramos  ante  un

recargo  donde  los  límites  a  sü  establecimiento  por  las  Comunidades

Autónomas  se  han  establecido  de  manera  más  precisa  que  en  el  resto  de

supuestos.  Ello  se deriva  de  la forma  en  que  se ha  articulado  la  atribución  de

las  potestades  normativas.  A  diferencia  de  lo  que  sucede  en  el  resto  de

impuestos  cedidos,  la  LSF  tan  sólo  establece  la  posibilidad  de  que  las

Comunidades  Autónomas  introduzcan  un  gravamen  adicional  sobre  esta

materia,  dentro  de  determinados  límites  establecidos  por  ésta. No  se prevé  así

una  normativa  estatal  supletoria,  que  se  vería  en  su  caso  desplazada  por  la

aprobación  de normas  autonómicas.  En segundo  lugar,  la  anterior  conclusión

se  verifica  además porque  éste  es el único  caso  de  impuesto  cedido  en  que la

LOFCA  prohibe  en  todo  caso  el  establecimiento  de  un  recargo.  Junto  con  el

caso  de los Tributos  sóbre  el Juego, la sedicente  cesión  del IVMDH  demuestra

que  la  configuración  que  se  ha  dado  a  los  impuestos  cedidos  a  raiz  de  la

atribución  de  potestades  normativas  sobre  los  mismos  a  las  Comunidades

Autónomas,  ha  supuesto  en  la  práctica  una  confusión  entre  algunas  de  las

categorías  tributarias  establecidas  en el artículo  157.1 de la  Constitución.

8a•  En  el  marco  jurídico  actual,  conviven  impuestos  cedidos  en  que  se

atribuyen  potestades  normativas  y, en ocasiones,  también  de gestión,  con otros

donde  exclusivamente  se  otorga  a  las  Comunidades  Autónomas  la

competencia  sobre  el rendimiento.  Esta  confirmada  polisemia  del concepto  de
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impuesto  cedido,  derivada  de  su diferente  alcance  en función  de las  diferentes

figuras  tributarias,  encuentra  cabida  en  el  concepto  constitucional  contenido

en  el  artículo  157,  pero  introduce  un  alto  grado  de  confusión  acerca  de  la

función  que  cumple  esta  clase  de  recursos  en  el  sistema  de  financiación

autonómica,  ya  que  el mismo  instrumento  puede  suponer  una  ampliación,  de

facto,  del poder  tributario  autonómico,  o una  mera  atribución  del producto  de

un  impuesto.  En  el  primer  caso,  la  cesión  representa  un  incremento  de  la

autonomía  financiera  en  la  vertiente  de  los  ingresos  y,  en  consecuencia,  una

realización  del  principio  de  corresponsabilidad  fiscal.  En  el  segundo,  el

impuesto  cedido  únicamente  sirve  a  la  suficiencia  de  recursos,  de  la  misma

manera  que una transfererencia  de ingresos  por  parte  del Estado.

D.  Los títulos competenciales en materia tributaria.

9a  Del  análisis  de  los  títulos  competenciales  en  materia  tributaria  se

desprende  que  se  trata  de  una  materia  compartida  entre  los  tres  órdenes  de

gobierno  previstos  en  la  norma  constitucional,  y  que  el  Estado  ostenta  la

competencia  exclusiva  de  coordinar  su reparto  y  limitar  en  consecuencia  el

desarrollo  del poder  tributario  por  Comunidades  Autónomas  y Entes  Locales.

Sin  embargo,  de dicha  distribución  competencial  también  se desprende,  que el

Estado  debe  respetar  el  reconocimiento  constitucional  de  dicho  poder

tributario  al  resto  de  entes,  y  en  consecuencia  permitir  a  éstos  la

disponibilidad  sobre  determinadas  materias  imponibles.  Por  otro  lado,  no  es

posible  derivar  de  los  citados  títulos  competenciales,  la  existencia  de  un

reparto  implícito  de  materias  imponibles  en  la  Constitución,  de  manera  que

determinados  tributos  deban  ser atribuidos  a uno  u otro  ente.  A  diferencia  de

lo  que  sucede  en las  Constituciones  de  otros Estados,  y de  la  que constituyera

la  opción  inicial  en  el  caso de  la nuestra,  finalmente  el texto  constitucional  no

ha  llevado  a  cabo  un  reparto  de  tal  índole,  de  manera  que  nada  impide  el
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acceso,  por  parte  de  las  Comunidades  Autónomas,  a  cualquier  materia

tributaria,  siempre  que  se  respeten  los  límites  generales  establecidos  en  la

Constitución  y en las normas  integrantes  del bloque  de la constitucionalidad.

E.  La  relación  entre  la  LOFCA  y  los  Estatutos  de  autonomía:

consecuencias para la regulación de los impuestos cedidos.

10a•  La  relación  entre  los  Estatutos  y  la  LOFCA  en  materia  tributaria  no  se

plantea  en  términos  de  jerarquía  ni  de  competencia,  ya  que  ambas  normas

operan  en  momentos  distintos:  al  Estatuto  de  autonomía  le  corresponde

habilitar  y concretar  el ámbito  material  del poder  tributario  autonómico,  y a la

LOFCA  la  delimitación  de  las  condiciones  y  los  límites  de  dicho  poder.  En

todo  caso,  el  ejercicio  de  potestades  normativas  en  materia  tributaria  por  las

Comunidades  Autónomas  debe  amoldarse  a  lo  dispuesto  en  la  LOFCA,  con

independencia  de  que  el  Estatuto  de  Autonomía  correspondiente  haya  sido

aprobado  antes o después  de aquella ley.

F.  La articulación jurídica de la atribución de potestades normativas a las

Comunidades Autónomas.

ir’.  Para  dejar  a disposición  de  las  Comunidades  Autónomas  determinadas

materias  imponibles,  al  objeto  de que  éstas puedan  ejercer  su poder  tributario

sobre  ellas,  hubiera  bastado  la  retirada  por  el  Estado  de  las  mismas  o,  en  su

caso,  una  reforma  de  los límites  al poder tributario  establecidos  en la LOFCA.

Cuando  lo  que  se  pretende  es  atribuir  determinadas  potestades  normativas  a

las  Comunidades  Autónomas  sobre  algunos impuestos  cedidos,  de manera  que

éstos  no  dejen  de pertenecer  al  sistema  tributario  estatal,  y  a  su vez  mantener

un  determinado  nivel  de  homogeneidad  en  la  regulación  de  sus  elementos

esenciales,  es  preciso  emplear  el  mecanismo  constitucionalmente  previsto
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para  ello,  que  es  el  de  la  ley  marco  contemplada  en  el  artículo  150.1  de  la

Constitución.

12a  El  mecanismo  de  la  ley  marco  permite  la  delegación  de  determinadas

potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas,  en  el  marco  de  una

competencia  cuya titularidad  sigue ostentando  el Estado.  Dicha  delegación,  no

supone  una  excepción  al  principio  de  autonomía,  sino  que  es  una  manera

distinta  de  darle  cumplimiento,  pues  en  definitiva  da  lugar  a una  ampliación

del  ámbito  de  actuación  de las  Comunidades  Autónomas,  a través  del ejercicio

de  potestades  legislativas.  En consecuencia,  la  delegación  es recepticia,  por  lo

que  debe  ser  aceptada  por  cada  Comunidad.  Asímismo,  la Constitución  prevé

el  establecimiento  de un  mecanismo  de control,  que constituye  una  especie  de

placet  previo,  otorgado  por  las  Cortes  Generales  a  las  Comunidades

Autónomas.  Dicho  control  tiene  como  objeto  verificar  que  éstas  han  ejercido

sus  potestades  legislativas  dentro  del marco  establecido  por  el Estado.  En este

sentido,  constituye  una  modalidad  de  coordinación  entre  ambos  legislativos.

Por  último,  ningún  problema  existe  para  el  empleo  del  mecanismo  de  la  ley

marco  en materia  tributaria,  que además  a estos  efectos  constituye  una materia

competencial  como  cualquier  otra  contenida  en  la  Constitución.  Las

especialidades  que  concurren  en  esta materia,  principalmente  derivadas  de  su

condición  de materia  instrumental  con respecto  del  resto,  no  impiden  que  su

distribución  se  lleve  a  cabo  a  través  de  los  mecanismos  generales

constitucionalmente  previstos  para  todas  las competencias.

13.  El  empleo  de  la  técnica  de  la  ley  marco  para  atribuir  potestades

normativas  a  las  Comunidades  Autónomas  sobre  impuestos  cedidos,  tiene  la

particularidad  de  que  se articula  a través  de  diferentes  normas  que  colaboran

entre  sí, lo que añade  una  cierta complejidad  a su articulación jurídica,  pero  no

resulta  contradictorio  con lo establecido  en la Constitución.  De  esta manera,  la
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LOFCA prevé  la atribución  de dichas potestades  normativas,  para  cuyo  marco

general  remite  a  la  LSF.  Esta  última  norma  remite,  a  su  vez,  a  las  leyes

específicas  de  cesión  de  impuestos,  que  se aprueban  como  leyes  marco.  Este

complicado  esquema  de relaciones  entre normas resultaba  necesario  por varias

razones;  en  primer  lugar,  para  garantizar  el papel  de  la  LOFCA  como  norma

que  establece  el  marco  general  dentro  del  cual  puede  desarrollarse  el  poder

tributario  autonómico,  de  manera  que  resultaba  necesario  que  en  ésta  se

previera  la  posibilidad  de  atribuir  dichas  potestades  normativas,  aunque

constitucionalmente  esta Ley no  constituía el mecanismo  adecuado  para  llevar

a  cabo  dicho  cometido.  En segundo  lugar, para  permitir  la aceptación  de  cada

Comunidad  Autónoma,  a través  de sus respectivas  Comisiones  mixtas,  de las

potestades  así  delegadas.  En teoría  esto  debería  permitir  además  la  existencia

de  diferentes  alcances  en  dicha atribución  competencial  a las Comunidades,  si

bien  la  LSF  exige  la  aceptación  del  modelo  de  financiación  en  términos  de

todo  o nada, por  lo que dificilmente  podrá  tener lugar  dicho alcance  diferente.

14a•  En  cuanto  al  mecanismo  de  control  previsto  en  las  citadas  leyes  marco,

éste  debe  reputarse  inconstitucional,  porque  el  artículo  150.1  de  la

Constitución  exige  que dicho  control se efectúe sobre  “normas legislativas”, y

no  sobre  proyectos  de  leyes  como  prevén  las  leyes  de  cesión.  Dichos

mecanismos  de control han  sido previstos  en la  Constitución  para  garantizar  el

cumplimiento  de  las  directrices  estatales,  por  lo  que  constituyen  un

instrumento  imprescindible  en  aras  de  una  adecuada  coordinación  en  en  el

ejercicio  de las potestades  delegadas.

Por  otro  lado,  el  citado  precepto  constitucional  exige  además  que  dicho

control  se lleve  a cabo por  las Cortes  Generales,  por  lo que su su desarrollo  en

la  Comisión  General  de  las  Comunidades  Autónomas  del  Senado,  resulta

manifiestamente  insuficiente.
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En  cualquier  caso,  el  control  en  este  órgano  tampoco  ha  funcionado

correctamente  pues,  hasta  la  fecha,  el  control  llevado  a  cabo  en  la  Comisión

General  de  las  Comunidades  Autónomas  del  Senado  sólo haya  sido empleado

en  cinco  ocasiones,  en  las que la  actuación  de dicha  Comisión  se ha  limitado a

tomar  conocimiento  formal  de  dichas  medidas  normativas,  lo  cual  pone  de

manifiesto  que  el  mecanismo  de  control  previsto  en  las  leyes  específicas  de

cesión  de  impuestos  ha  resultado  ser  un  fracaso,  tanto  en  su  previsión

normativa,  que  resulta  inconstitucional,  además  de  inefectiva,  corno  en  su

propio  funcionamiento  posterior.

15a  Al  objeto  de coordinar  la  normativa  autonómica  en materia  de  impuestos

cedidos  se crea  la  Comisión  Mixta  de  Coordinación  de  la  Gestión  Tributaria

y,  dentro  de  ella,  la  Gomisión de  Evaluación  Normativa.  Pues  bien,  hasta  este

momento,  no ha  sido publicada  información  alguna  acerca  del funcionamiento

de  estas  Comisiones.  Teniendo  en  cuenta  la  evidente  descoordinación  que ha

puesto  de manifiesto  el  examen  de  la  normativa  autonómica,  es  fácil  concluir

que  este mecanismo  ha  corrido  la  misma  suerte  que  el control  previsto  en las

leyes  marco  de  cesión  de  impuestos,  de  manera  que  tampoco  han  servido  al

objetivo  para  el  que  fueron  creadas,  cual  es  propiciar  una  adecuada

coordinación  entre  las  legislaciones  estatal  y  autonómicas  en  materia  de

impuestos  cedidos.

16a•  La  normativa  supletoria  en  materia  de  impuestos  cedidos  no  es

reconducible  a  la  establecida  en  el  artículo  149.3  de  la  Constitución  y,  en

consecuencia,  no  resulta  aplicable  la  jurisprudencia  del  Tribunal

Constitucional,  según  la  cual  el  Estado  no  podrá  dictar  normas  con  la única

vocación  de  ser  aplicadas  de  forma  supletoria.  En  este  caso  nos  encontramos

ante  un  mecanismo  distinto,  que  tiene  alguna  nota  común  con  la
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supletoriedad,  pero  en  el  que concurren  perfiles jurídicos  específicos,  propios

de  la técnica  legislativa  empleada  para  la  atribución  de potestades  normativas

a  las  Comunidades  Autónomas  sobre  impuestos  cedidos.  De  esta  manera,  en

primer  lugar,  la  normativa  estatal  supletoria  forma  parte  del propio  marco  de

atribución  competencial.  En  efecto,  dado  que la  materia  objeto  de  delegación

vía  ley  marco  sigue  siendo  de  titularidad  estatal,  es  preciso  que  el  Estado

retenga  siempre  poder  normativo  suficiente  ‘qúe  le  permita  definir  los

principios  normativos  básicos  de la materia  en cuestión.  Al dictar  la normativa

supletoria,  se  asegura  que  la  falta  de  ejercicio  de  las  potestades  normativas

autonómicas,  no  impida  la  efectividad  de  la  normativa  estatal.  En  segundo

lugar,  porque  en  toda  delegación  puede  el  ente  delegante,  el  Estado  en  este

caso,  prever  cuáles  hayan  de  ser  los  efectos  de  la  falta  de  ejercicio  de  las

facultades  delegadas.  En  este  sentido,  el  efecto  previsto  para  la  inactividad

autonómica  es  la  aplicación  supletoria  de  la  normativa  estatal.  Por  último,

dicha  normativa  no  es sólo supletoria  en  la medida  en  que actña en  defecto  de

ley  autonómica,  sino  que  ostenta  además  un  carácter  complementario  de  la

normativa  autonómica,  representando  en  ocasiones  el  papel  de  parámetro  de

control  con  respecto  de  la  normativa  aprobada  por  las  Comunidades

Autónomas.

G.  El marco jurídico de la atribución de potestades normativas sobre los

impuestos  cedidos.

17.  El  marco  general  establecido  en el  artículo 19.2 de  la LOFCA para  el

ejercicio  de potestades  normativas  en general  en todos  los  impuestos  cedidos,

adolece  de  un  grado  de  imprecisión  tal  que  resultará  dificil  emplearlo  como

parámetro  de control  para  examinar  la  normativa  autonómica.  La prohibición

de  establecer  determinadas  medidas  discriminatorias  es  un  trasunto  de  lo

dispuesto  en el artículo  157.2 de la  Constitución,  para  el caso  de los  impuestos
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cedidos,  y  tiene  como  objetivo  impedir  que  las  Comunidades  Autónomas

alteren  la  configuración  de  los  puntos  de  conexión  establecidos  por  el Estado

en  los  diferentes  impuestos  cedidos.  Por  su parte,  el  enunciado  del principio

de  solidaridad,  mera  transcripción  de lo  establecido  en  el  artículo  156.2 de la

Constitución,  más  allá  de  exigir  a  las  Comunidades  Autónomas  el  respeto

formal  al marco  establecido  en  la LOFCA  y en  la LSF para  el ejercicio  de sus

potestades  normativas  en materia  de impuestos  cedidos,  conlleva  la  obligación

de  respetar  la configuración  que ha hecho  el Estado  de  sus propios  impuestos.

Por  último,  la  obligación  de mantener  una  presión  efectiva  global  equivalente

a  la  del  resto  del  territorio  nacional,  constituye  igualmente  un  límite

sumamente  impreciso  y difícil de  aplicar  en la práctica.

18a•  En  cuanto  al  marco  concreto  establecido  para  cada  impuesto  cedido,  la

atribución  de  potestades  normativas  a las  Comunidades  Autónomas  sobre  los

impuestos  cedidos  conforma  un  marco  normativo  sumamente  amplio  e

impreciso,  que  permite  tanto  la  alteración  de  la  estructura  y  la  naturaleza  de

los  impuestos  cedidos,  como  la  práctica  anulación  del  impuesto.  Esta

posibilidad  existe,  con  diferentes  intensidades,  en  todos  aquellos  impuestos

cedidos  sobre  los  que  se  han  atribuido  potestades  normativas.  La  situación

descrita  contrasta  abiertamente  con  los  límites  establecidos  a  la  creación  de

recargos  por  las  Comunidades  Autónomas.  Se  da  así  la  paradoja  de  que  un

mecanismo  que pretendía  asegurar  una mayor  coordinación  en el  ejercicio  del

poder  tributario  autonómico  que la  que  se pueda  producir  a través  del empleo

de  los  recargos,  termina  por  comportar  mayores  posibilidades  de

descoordinación  con respecto  de la normativa  estatal.

19a  La  atribución  de  potestades  normativas  a  las  Comunidades  Autónomas

sobre  el  IRPF  no  resulta  contraria  a  la  Constitución,  pues  ésta  no  contiene

ningún  reparto  implícito  de  materias  imponibles.  No  obstante,  las  concretas
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potestades  normativas  atribuidas,  producen  una  evidente  distorsión  de  la

estructura  del  impuesto,  ya  que  los  mismos  elementos  son  tenidos  en  cuenta

en  diferentes  momentos  lógicos  de  la  misma,  a  la  hora  de  modular  la  carga

tributaria.  Esto  supone  en  la  práctica  la  pérdida  de  control,  por  parte  del

Estado,  con  respecto  de  la política  fiscal  sobre  este  impuesto,  que  representa

un  papel  central  en  el  sistema  tributario,  según  ha  reiterado  el  Tribunal

Constitucional.

20a•  Como  consecuencia  de  la  atribución  de potestades  normativas  en  el  IP y

en  el  ISyD,  y  habida  cuenta  de  la  configuración  de  los  puntos  de  conexión,

pueden  producirse  determinados  efectos  extraterritoriales.  Aunque  es  claro

que  el  artículo  157.2  es  también  aplicable  al  ejercicio  de  dichas  potestades

normativas,  dichos  efectos  no  deben  reputarse  inconstitucionales.  En  primer

lugar,  porque  la  única  manera  de  evitar  totalmente  la  producción  de  dichos

efectos,  sería  modificar  los  puntos  de  conexión  de  estos  dos  impuestos.  Sin

embargo,  hay  acuerdo  en  que  el  establecimiento  de  un  punto  de  conexión

distinto  de  la  residencia  habitual  podría  suponer  una  alteración  de  su

estructura,  y un  fraccionamiento  de  sus bases  imponibles  como  consecuencia

del  ejercicio de potestades  normativas  por  las  Comunidades  Autónomas  sobre

los  mismos.  En  segundo  lugar,  porque  la  territorialidad  de  las  competencias

autonómicas  no constituye  un  límite absoluto,  sino relativo,  de manera  que no

impide  que  se  puedan  producir,  de  facto,  determinados  efectos

extraterritoriales  derivados  de  la  propia  naturaleza  de  la  competencia,  tal  y

como  sucede en  este caso.

21a•  El  alcance  de  potestades  normativas  en  el  caso  del  IP,  el  ISyD  y  el

ITPyAJD,  propicia  que  se  produzca  una  alteración  en  su  estructura  y,  en

última  instancia,  una  mutación  en  su  naturaleza.  Asímismo,  a  través  del

ejercicio  de estas potestades  normativas,  las Comunidades  Autónomas  podrían
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llegar  a  alterar  la  estructura  y  la  naturaleza  de  estos  impuestos.  Asjmismo,  y

principalmente  como  consecuencia  de  la  sustancial  ampliación  de  potestades

acaecida  a raiz  de  la  aprobación  de  la LSF,  éstas  podrían  llegar  a eliminar  de

facto  estos tributos,  reduciendo  hasta  el límite la  carga tributaria.

22a.  La  atribución  de  potestades  normativas  sobre  el  IEDMT  plantea  el

problema  de  la  desafortunada  elección  del punto  de  conexión,  que  puede  dar

lugar  a  fenómenos  de  competencia  fiscal.  En  ese  sentido;  hubiera  sido  más

coherente  emplear  el de la residencia  habitual  de los  sujetos pasivos.

II.  El ejercicio de potestades normativas sobre los impuestos cedidos por

las  Comunidades Autónomas.

23a•  El  análisis  de  la  normativa  autonómica  aprobada  hasta  el  momento  en

materia  de  impuestos  cedidos,  pone  de  manifiesto  una  notable  ausencia  de

coordinación.  En  todos  los  impuestos  en  que  dichas  potestades  se  han

ejercido,  es  fácil  encontrar  supuestos  de  inadecuación  de  las  leyes

autonómicas  al  marco  previsto  en  las  estatales,  o  de inadecuación  a la  propia

estructura  de los impuestos  cedidos  en cuestión.  Dicha  descoordinación  es una

clara  manifestación  de una  falta  de lealtad  constitucional  por  parte  de muchas

Comunidades  Autónomas.  Por  otro  lado,  es  consecuencia  evidente  de  [a

ausencia  de  coordinación  por  parte  del  Estado,  ya  que  ninguno  de  los

mecanismos  establecidos  a estos  efectos ha tenido  el resultado  deseado.

24a  Asímismo,  según  hemos  podido  comprobar  a lo  largo  de este  estudio,  la

mayor  parte  de  la  normativa  autonómica  aprobada  en  este  sentido  ha  estado

dirigida  a la  disminución  de  la presión  fiscal  por  estos  impuestos.  A pesar  de

que  los  numerosos  límites  cuantitativos  establecidos  por  las  normas

autonómicas  y,  en  general,  la  escasa  cuantía  de  las  deducciones  y
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bonificaciones  establecidas  no  deben  suponer  una  gran  incidencia  sobre  la

recaudación  total por  estos  impuestos,  es evidente  que,  en su mayoría,  se trata

de  medidas  exclusivamente  encaminadas  a  disminuir  la  presión  fiscal.  Este

modo  de  proceder  resulta  llamativo,  habida  cuenta  de  que  una  de  las

reivindicaciones  tradicionales  de  las  Comunidades  Autónomas  fi-ente  al

Estado,  es  la  adopción  de  una  solución  definitiva  a  la  situación  de

insuficiencia  financiera.  Pues bien,  es claro,  según lo  examinado  hasta  ahora,

que  las  Comunidades  Autónomas  no  han  mostrado  excesivo  interés  por

aprovechar  las  nuevas  potestades  normativas  para  incrementar  la  presión

fiscal  en  consecuencia.  En  definitiva,  las  Comunidades  Autónomas  no  sólo

han  decidido  no  asumir  el  coste político  que  todo  incremento  efectivo  de  la

imposición  supone,  sino que parecen preferir  perpetuar  su imagen  como  entes

territoriales  que prestan  servicios,  sin que sea perceptible  para  los ciudadanos

cómo  se financian.

25a•  En  consecuencia,  el  objetivo  pretendido  con  la  reforma  dista  de  haber

sido  cumplido  de  una  manera  satisfactoria,  y  ello por  las  siguientes  razones:

en  primer  lugar,  no  se  ha  cumplido  una  de  las  finalidades  de  la

corresponsabilidad  fiscal,  cual  es  involucrar  a  los  entes  subcentrales  en  la

financiación  de  sus  propias  competencias.  En  segundo  lugar,  si  otro  de  los

objetivos  de  la  corresponsabilidad  fiscal  era  propiciar  un  incremento  de  la

autonomía  financiera  de una manera  coordinada,  dicho objetivo  tampoco  se ha

visto  adecuadamente  cumplido.

La  actual  configuración  de  los  impuestos  cedidos  no  sólo  no  propicia  el

incremento  de  corresponsabilidad  fiscal,  sino  que  provoca  importantes

distorsiones  en la configuración  y estructura  de los propios  impuestos  que han

sido  objeto de  cesión.
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